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1 N T R o D u e e 1 o N 

El factor principal que motivó la elaboración de esta 

tesis, fue la evidente problemática y complejidad que reviste 

la naturaleza jurldica de la re~pons~bilidad administrativa 

de los servidores públicos, afirmando que es indispensable so 

restrinja y limite el ejercicio del poder, mediante medios de 

control de legalidad, siendo esto benéfico tanto para 

los d~tentadorcs del poder como para l.os destinatarios del 

mismo. 

Desarroll511dose esta investigaci6n 011 tres capitules que 

nos dan una visión basta y amplia en lo que a m.:iteria 

de re.sponsa.bilictad administrativa se refiere. 

En el prü1er capítulo se realizó un an~í.lisis de los 

ordenamientos :;or.stitucionales de 1812, 1824, 1836, 1843, 

1857 y 1917, así como de la J.ey de Respnns..ibilidndes de los 

f'unciont1rios Empleados de la federación y el Gistrito 

F~deral di-.! l 21 de febrero de 19.io, la Ley de Respon3abilidad 

d'~ los runcionilrio::.; i' Empleados de la Federación del Distrito 

Fcderul y de los ,:\ltos Funcionurios de los Estados del de 

enero de 1980, y de la I.ey Federal <le Responsubilidades de 

los Servidores Públicos del 31 de dicil..!mbre de 1982, con el 

objeto de obtener un estudio comparativo i' conocer cuales han 

sido los avdnc~s reci:-occsos qu12 se han dudo, twsta la 

actualidad, atendiendo ~le~rre a los principios de legalidad, 

honradez, lealtad, irup3rcialidad y efi1:iencia que deben 

guiar la actividad del servidor pfiblico. 

En el contenido del capí.tulo J~'JUndo se tw.ce r·~ ·· ·r:encLJ 

a el marco conceptual al respeclo, defini0nd0 1 el servidor 

público y a la responsabilidJ.d en qencral, 1:11mcioniJ.ndo lo.:. 

tipos que existen de esta y sus di fcrencius en tn~ si. 



Por Oltimo en el tercer capitulo se dá un especial 

énfasis a la responsabilidad administrativa por ser el tema 

principal que nos ocupa, realzando lo que se denomina como 

procedimiento 

la aplicaci6n 

sancionador, las autoridades competentes para 

de las sanciones, las causas, las sanciones, 

los sujetos y los medios de defensa con los que cuenta el 

servidor público en contra de la aplicaci6n de sanciones 

administra ti vas. 

Concluimos diciendo que el presente trabiJjo significa. no 

s6lo el cumplimiento al requisito para la obtenci6n del 

título profesional, sino el sumarnos al esfuerzo que 

paralelamente se esta llevando a cabo por los estudiosos del 

derecho, legisladores y alumnos, por entender y explicar el 

régimen de responsabilidad administrativa d0 los servidores 

pG.blicos 0n México. 
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C A P 1 T U l O PRIMERO 

ANTECEDENTES 

1.1.- LA CONSTITUCION MEXICANA DE 1814. 

El [iecreto para L1 Libert.1d <le L.'! i\:t~t:Tica Mc:ücuna, más 

conocido con el nombre• de 1.1 Constituci0n d0 :\patzinqán fUr'! 

aprobada ~l 22 de octubre d0 1311, caracce~izjridose por ser 

un documento polltico en l~ historia 

constitucionul Je ~h~:-:ico, por haber con:::agrado lo:; anhelos ~~ 

ideas c!1~ JUGti.c1a ele 1HH~stn1 pueblo. El ~1utor d(~ "Los 

Sentimic11to~ d~ la Nación'', Jos~ Maria ~orulo~ y P~v6n, ft10 

el propulsor ¡_fo l;:i cL1borJ.ciún del cuerpo constilucionnl 

sancionado por el Conyrcso de l\n.'ihuuc ~n ApdtzirnJ.'in. Dich-J 

Con5ti.tución no sülo reflejó el p~nsamiento filosófico 

individualista yue prevalec[~ ar1 aquella ~~0~a, sino qu~ 

también l"t)V~l,J los anhelos l~n el orden económico, ;:iolítico y 

social por que el luchado 

rar,1 1:1 t~ma qu(~ est.:i:nos <lbordanño •::o·. el ;:-rcsenb.~ 

trabajo, es important~ se~alar o! anteccdcnt'! 1ue tuvieron 

los constituyentes de e~;a ~pocu. En Francia, el proyecto 

Lafayet te { l J dispuso qu~ rJ•'"!bería ~det~rrainarse l~ 

responsabilida1 de los funcion0rios, corno un exp,,diente para 

obligarl~s ,¡ ~ctuar dentro de su ~s!cra de compet,~:1cia y en 

aplicación al orden Jtirídico''. 

rrancesa de agosto dt• 1975, dj spusu t!n su prc<1mbulo la idc,1 

do qt1~ ''l~ gar~:1t!a soci~l 110 pu~dc 0xist11 si no ~stl 

establecJ.d,1 ld división de podcr,_.s, n1 fiJddas sus l f::1i t_r·:~ ·:1 

asegurada ln de los 

(1) Mario de la Cuevd. Teoría de la Constitución. Editorial 
PorrG.1, S.A. 4a. edición. México, 198·1, p. 206. 



públicos". ( 2) 

Por lo que hace o. ln re.sponsabil.id1d de los empleados 

públicos, la ~ormu Supremcl expedida por el Congreso de 

i\n.í.h11,1c, estableció en su articulo 26, el carScter temporal 

que r~vistc11 lc>s cargos pfiblicos, para quienes 106 ocupan. 

La CCn5tituci6n a~ Apat~ing5n consagr6 e11 su artícl1lo 

~9 a favor de los diputados intcgrant12s Jel Supremo Congreso, 

la inviolabilid.id de sus opiniones, prL•cisando, que en ningún 

tiempo ni caso po<lria h.1córc~ le~; cargo de ·ellas. 

En el mismo ilrtículo 59 de la Carta Fundamental en 

cuestión, reguló la r~sronG~bilida<l de los dip11tados del 

Supremo Congreso, que podían ser sujetos juicio de 

residcn~id, se preciso las acusaciones que podían rec~cr 

sobre ~llos durant2 el tiempo de su encargo, por los delitos 

de hereJí,1, aposta.cía y por los de Estado, a saber, 

infidencia, concus16n y lapidaci6n de los caudales pGblicos. 

En ese mismo sentido, ü ( L11 ".\•;: cuidar los recursos 

econ6micos asignados, SQ sancionaba previo juicio de 

residencia, a los diputados del Supremo Congrc::;o, en el 

supuesto de que incurrieran en los delitos de dilapaci6n, 

desperdicio, despilfarro o inutilización indebida de los 

recursos financieros pUblicos. 

La irnportanci~ que tiene la Constitución de 1814 

debe hacer conciencia en todos los mexicanos, y sobre 

todo, en la de los servidores públicos quienes deben 

seguir al ejc~plo de Nor~los, y considerarse ''Siervos de 

la Nación" y no funcionarios públicos ctot;idos c!c ~!:"i.\·ilegios 

y prerrogativas por encima de los gobernados. 

(21 Mario de ln Cueva. ~, p. 206. 



Finalmente, conviene se1l.alur l.:is disposiciones que 

hacen referencia a la responsabilidad de los miembros de 

los órganos supremos que componían el gobierno en aquella 

época (compuesto por tres 6rganos: Supremo Congreso Mexicano, 

Supremo Gobierno y Supremo Tribunal de Justicia): (J) 

Los miembros del gobierno de la América Mexicana fueron: 

Supremo Congreso Mex.icano : Los Diputados Provinciales. 

Supremo Gobierno: 

Supremo Tribunal de 
Justicia: 

Tres individu6s que eran 
consid~rados excelencia durante 
su administración y los 
secretarios como señoría en el 
tiempo de su ministerio: también 
existieron los secretarios de 
gobierno. 

Hubo cinco miembros que er~n 
considerados como excelencia 
durante su comisión y los 
secretarios como señorías 
mientras permanecieran en su 
ejercicio. 

Todos los miembros de los órganos gubernamentales 

mencioandos estaban 

caso de que fueran 

y apostasia y por 

sujetos al juicio de residencia en 

acusados por los delitos de herejía 

los de Estado, es decir, infidencia, 

concusi6n y dilapidación de los caudales pQblicos, así 

como cohecho y soborno; y la transgresión de la ley 

se castigó con suspensión en el cargo, previo decreto 

de causa y substanciación conforme a las leyes (articulo 

146). Asimismo se contempló la prohibición dichos 

individuos de guardar entre 

el segundo grado; y por 

si, 

lo 

lazos de parentesco hasta 

que se refiere los 

(3) Felipe Tena Ramírez, Leyes Fundamentales 
Editorial Porrfia, S.A., lla. edición. México, 
58. 

de México 
1982, p. 28 
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diput.Jdos Provinciales, se consignó, J. su favor, t~l fuero 

inmunidad, razón por la '?'ual, eran inviol~bles por sus 

opinione::; y en ningún tiempo, ni c~1so podí.a hacérseh~s 

cargo de ellns, aunque esto no los eximía del juicio 

de residencia, por lo que toca a la .:tdrninistt:ación pública. 

Es importante de~tacar que st? estoblccicron las b::tscs 

para prevcmir y sancionar el nt!.potismo, 1~s decir. la 

colocación de personas con l.:i~oz de parent~sco 1~ntri..~ sí, 

dentro de los órganos supremos de gobierno, lo cual 

constituye 

hist6rico 
a nuestro parecer, 

sobre esta r:1ateria; lo 

el primer antcc~dentc 

cual ita constituido un 

vicio en la administración pública rnc:dcana. 

Por Qltimo la Constituci6n de Apatzinqán consignó 

la distribución del poder en tres órq~nos supremos de 

carácter colegiado, con lo cual se evidencia la intención del 

leqislador de An&huac para sustituir' il la Monarquía EspañolJ, 

por "un sintema de administración que, reintegrado a la 

Naci6n misma en el goce de sus augustos imprescriptibles 

derechos, la conduzcan la gloria de la independencia y 

afianco sólidamente la prosperidad de los ciudadanos". 141 

l~I Felipe Tena Ram!rcz. ~. p. 32 (parte preliminar del 
Decreto Constítucional para la Libertad de la Américd 
Mexicana, sancionado en Apatzing:in a 22 de Octubre 
de 1814). 



1.2.- LA CONSTITUCION MEXICANA DE 182~. 

La norma suprema de 1824, prornulqada por el Congrnso 

Generill Constituyente el 4 dP octubre del mismo año, consügró 

por vez primera en la histori:i de MéxiGo, el sistema federal 

como forma en la hi5toria de México, ül ;:;ist.:!ma fedcr~l como 

forma de gobierno, constituido por .::st;idos f.:derados 

y territorios quo, unidos en una Federación, pretendieron 

lograr la paz, la seguridad, la justicia y la libertad que el 
pueblo mexicano había anhelado desde 1810, cuando 
la lucha armada para despojarse del yugo 
conquistadores. 

emprendió 

de sus 

En 
la vida 

su articulo 1!, La Carta Magna de 1824 estableci6 
independiente de la Nación Mexicana como entidad 

soberana e independiente del gobierno español y de cualquier 

otra potuncia o sistema pol!tico extranjero. Se adoptó 
como forma de gobierno la República Representativa Popular 
Popular Federal y dividió el Supremo Poder de la Federación 
on Legislativo, Ejecutivo y Judicial. El constituyente cre6 

y organizó 
confiri!\r.dolos 
surgió el 
Legislativo 

las instituciones estatales respectivas 
§mbitos de competencia definidos. Asimismo, 

sistema bicameral, as decir, que el Organo 
ahora. se compondría de dos cámaras, la de 

Senadores y la do Diputados. 

En cuanto a la rcgulaci6n normativa de las 

responsabilidades pol!ticas, administrativas y penales de 
los miembros del gobierno, la Ley de Leyes de 1824 

vino a especificar con mayor claridad, los medios jur!dicos 
que permitieron asegurar el ejercicio del pod<?r político, 
en beneficio de la comunidad, estableciendo, para tal efecto, 

ciertos limites respecto de las facultades atribuidas a los 
funcionarios del gobierno. 



En primer término, se anuló el juicio de residencia que 

fijaba la responsabilidad de los miembros del gobierno en la 

época virreinal, en su lugar, 

jurídico m5s depurado, para 

presentadas en contra de los 

para lo cual se instituyó un 

apareció un procedimiento 

conocer de las acusaciones 

funcionarios del gobierno, 

Gran Jurado conformado por 

cualquiera de las dos Cámaras del Congreso General, mismo que 

tenía, entre otras funciones, la de conocer sobre las 

acusaciones que se formularan en contra de los miembros de 

los distintos tres poderes que componían la Unión Federal 

(Legislativo, Ejecutivo y Judicial}, pero, también podía 

conocer sobre las acusaciones de los individuos de la 

Corte Suprema de Justicia y de los Secretarios 

del Despacho por cualesquiera delitos cometidos durante el 

tiempo de su encargo, así como sobre acusaciones en contra de 

los gobernadores de los estados federarlos, entre otras, por 

!~fracciones a la Constitución Federal, leyes de la Unión, u 

órdenes del Presidente de la Federación. En ese sentido, la 

rcgulaci6n jurídica para fincar responsabilidades jurídicas y 

políticas a los miembros del gobierno adquirió procesos más 

definidos y concretos. 

Cabe señalar que en sus artículos 39 y 75 se estableció 

por primera vez la instituci6n de la Vicepresidencia cuyo 

titular no estaba excento de ser sujeto al procedimiento de 

responsabilidades; dicho puesto desapareció años después, en 

virtud del inconveniente que se generaba al concedérsele la 

facultad de calificar las eleccione~ y de reali:ar los 

cómputos de los votos obtenidos a favor del Congreso General 

el cual a través de sus Cámaras respectivas designaba ai 

Presidente y al Vicepresidente de la RepGblica, por mayoría 

absoluta de votos respectivamente (artículos 74 al 94) lo 

que, en ln práctica, propiciaba fricciones y enfrentamientos 

políticos entre ambos funcionarios. 



La Co11stituci6n ~n ~~tu<lio se~al~, ~l igual que l~ 

C.:i.rta Mugna de 1'\ra t;: iny-,ín dl! 181.t, el fuero de inmunidad con 

carácter 

miembros 

absoluto ~ f~vor de los Diputados Senadores, 

del Congres0 i_:cn·.:ral, consiqlh1do, µor tJndc, la 

inviolu.bilidu1l poi· s11s op1nhJ:1•.:>S manifestadas en el ctese:npe1lo 

de 

ser 

rclativ,1 1 ;r.isrnu 'JUL' St: e~:t,~n-~ia :ust,1 lll~ -1:1c ·!.''.'!-tt•S:..: d·.) !1.:ib•.:r 

cesado ~11 Sl\S ~uncio11cs y ¿n ct1,1nt0 al Vit:upr~~icienle tu.rnbi~n 

se li: brindJ.b,1 una fl;:ote:..:clún 1~onstitucion<d nddtiv.i, pet:o 

exclusivamt~nte durante cu.Jtro arios que duraba t~n dicho c<ir:jo. 

Es importante safi<ilar l~s ~trib11cion0~ que tc11ia Pl 

Presidente de la Fcderaci611 p~ra exigir r2spu11~~l>ilidJd a ~us 

empleados, entre la.s que destucJn .lCt ~rac~~j,:;;; ::.·. j,_,1 .irtlculo 

110 de la Constitución Federal citada: 

11 Ar.t!n1 lu 110. -~ Las .J.tr i_bur:1ones J..:-1 Pn~sidentc son las 

que 3iquo.::1:: :-;.-..: • - Jusµend0t- ;:'or tri~s m'~ ~,~;; 

mitad d!? su._; :;'..i,•ldo;:; ['o:· "-'l :-"i.~i'.'!O tl1:n~~··1, 

an tcceden te:::: 

respecti \'o ... " 

~1riv~r dG11 de l~ 

.l,1:: . .:r.1pll.!.1dos dt! 

t:,1 l•,.;s cmplc.u.los, 

al tribunal 

Es conveniente señCtl.ir tani.bit!n lo prcceptu'1.tio en r~ l 

artículo 164: 

"Articulo lG-1.- El Congreso dic~ar5 todas las lnyes y 

decretos que crea conducentes, .:i. fin d~ que s0 haga efccti\·a 

la responsabilidad de los que qul.!branten esta Consli t.u~~ión o 

el Acta Constitutiva''. 

Por 3U parLu, el ba~do del 23 de Julio de 1883 contiene 



algun.J.s disposicio1;c;: r1.!.!.:..::i:m.:.,d~s con l.:i.s respo11saiJil idades 

de los miembros del gobierno y que J. ld letra dice: 

HBantlo.- Co11tien~ la circular de la Secretaría de 

Justicia de 22, qu0 inserta el decreto de la misma fecha. -

Prcvencic!1cs dirig1d3s 

JUSticia 211 el Distrito 

expcditar la íldministraci6n de 

Tarr1tc~ios: iacultddcs a los 

juzgados de [Jrircra ir1~t~nci~ ~· <iatJci6n d0 sus subalternos. 

LJ.s c.:iusas di..! que hahl,¡ .._!l .irticulo anterior, scrcln 

sentenci.1da.s 

la mayor b1:ev~dad posible, no ~lebi1!11do e:..:ceder el término de 

quince rlías naturales contíldos desde el de l~ prisi611 del 

reo, en concepto de qut! ~l jue1.. qm! no huliler<.3 ful lado dentro 

de ese tiempo, incurrirá por la primer~1 Vt~z. en 1~1 multa de 

doscientc·~ pesos; r:~r la scgund3, e~ l.J pena Je susµensi6n 

del empleo y sueldo por seis r.iest"!~• aplic5ndosc éste ul que lo 

SUGtituy.J, 

pudiendo obtener otro algunu ele la Ft.!deración, sino después 

de tres ~fin5 ... 9. rJi los 1~scriba~ns, ni lDs escribien~es, 

dcber5n percibir, Iti c0brar 

algunos, por ningG11 titulo 

~rdtlticncioncb o derechos 

L··.'.+_::vc, h<lJO la p0n.1 de 

priv;1ción 

que hubiere lugar''. (5) 

Como se obscrv~ toda negligencia en que incurri~ron los 

jueces al en1itir sus fallos era suncionada, uplic5ncioles una 

multa, la pri~cra vez que dil~tarn su iallo n15s de ~uince 

días naturales y e:1 c~so de reincidcncid so les podía 

suspender de su empleo, inl1ab1litfindolos para obtener otro 

( 5) Dublán y Lozano. Lt.~CTislación Me:.; cana o Comuosición 
completa <l~ las Jisposicion~s L0 islativas u~pedidas 
desde la Independm1::ia de L1 Repúbl ca. Tomo !!. Período 
1827-183-1. p. 542. 



similares tenían los escribanos y escri!Jienlcs 1.1u1~ cobraban 

indebid,u~cnte gratificaciones o derechos alqunos por sus 

servicios; lo ~ntcrior se hizo con el (in <le loyrJr una 

impartición de JUStici~ ~5s honesta y justa, evitando y 

castigando a t:uncionu.rios que po!:' una dadiva o neyligcncia 

desviaba el sentido <le la ley. 
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1.3.- LAS SIETE LEYES CONSTíTUCIONALES DE 1836. 

Fueron siete las Leyes Centralista~ promulgadas por el 

Tercer Congr~~so Constituyente de 1835 - 1636. El México de 

esa época 50 CiJ.ract.e:·izó por la lucha entre .i ibcr.:iles y 

conscrV:'l<lorcs; µt't:?V.:'..lt-~ciendo éstos últirr.os, quient!S lograron 

instaurar, ~ tr3V~~ de la~ leyes Conslitucionalas, un 

sistema ce:1trt~lizad.o, con prcpondPranci.1. d.:~ ricos en Pl 

gobierno y <le intoler~11~i~ religiosa, suhsl1tuycndo a los 

Estados FedcraJos por Dcpartam~ntos y a las Legislaturas 

Locales por Juntas Departami:-11talcs, el-imin.rndo el sistema 

federal adoptado t~n 182~. 

A.l existir un mo lJe .:on;:;crv.:idor, a<lcm:ls dt:! los órganos 

de poU.e1 tradicionales: Legislativo, Ejecutivo y Judicial, 

fue creado otro, El Suprt.·,r:r:i Poder Cons~rv~dor el que 

se integraba por cinco 1-'ersonas r.;novabLC'J cc1da dos años, 

quienes sólo eran responsables J.nte Dios y la opinión rública 

y la opiniún públic;::. y sus individuos 2n niíl\jÚr. C"'aso 

podí::t11 S(!r juzgados, ni rcconvc1~i~1'.1:3 ror su!' opiniones, d~· lo 

que se desprende que é.st.os qo::,üu'1 r],; !:ucro ir.rmrnidad con 

caricter <le absoluto (Ley .3egunct<: 1\rtículo 20). 

Era tul la fuer:a <lc:l Suprerrio Pod8r Const..'i\'i!<lor 

podía anuL1r l:is lcyc:> incon.stitucional1:!s, a fin d1.~ mantenc>r 

un equilibrio constitucional entrA los poderos, lo cual 

operaba previa solicitud. qut~ debí.1 efc<::tu:1r: ei Poder 

8jecutivo, la Supr2m3 CorL~ de .Just-icia o por 1-o :m~aos 

19 miembros int:t:!\jL,llll(;.;,. ~'!~.l rodc; LL>']ir.:l;\l·i\•o, de .:\Ci..>erdo 

con e 1 :1.rtícn]o 1 ~ la Ley Segunda. PoL· lo 

tanto, el órg~no lcgisl~tivo estaba sujeto a UI\ control 

politice, respecto de las ley~s inco11stitucionales que 

pudiescan expedir. 

r~os artículo~ relacionñdos con la responsabilidad 
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política y jurídica de miembros de los órganos 

estatales, conforme ~ la5 Siete Leyes Constitucionales da 

1836, eran las siguicntt'?s: 

LEY SEGUNDA. Articulas l~, 9! y 12, fracciones 

LEY TERCER!\. Artículos 47 nl 'JO. 

u XII. 

LF:Y CUARTA. 1\rticulos lS, fraccio:~t:s 111, IV, y V, 29 

'l 3:!. 

LE\ QUINTA. Artírulos 1~, 12 frnccionc5 V!l, 36, 37, 

38 y 4'1. 

LEY SEXTA. Ar.tículo ?!::... , fracción VII. 

LEY SEPTIMi\. 1\rtículo 6~ 

Dichos art!cnlos trataban de lo sí9uientc: 

Se ostahle•:ieron procedinientos distintos para delitos 

comunes y delitJs oficiales que corn~~tieran el ~r~~,t;ident.3 de 

la R2pGblic~, Hdn~1dores, Diputados, Ministros a8 l<l Alta 

Corte de Justició y la Marcial, Secreturio·~ 1..le Despacho, 

Conscje1os, Gubernadon.::>s de lo::; Depa1·t31r...:?ntos y .Juntils 

Dirntado, en cuyo c.:iso la u.:::usación se hu.río ;rntt:! el. Senado. 

Pur lo que haCL' a los delitos o f i (.' ia le!'- ~;e snñ.J 16 (jue 

el s~nado todu ve:: qu.J i:1st:ruyer<\ f'l ~1ror:,~~o respc::tivo, 

escuchado los ~cusador~s 1 defensort~s, t~ll~ria Rin que 

pudiera. ir.tponcr otr,1 pent.l que la de d~st.i Lución d.1~1 c,:irgo o 

empleo que tuviPrJ. el aC"usado o lit iniwbilitación perpetua o 

te111~orul pcH·.:i obtl'n·~r otro ill']t1nc~, f! no ~cr q11e l"·~sultdrd ser 

acreedor a. mayores r-ier.ds, y ent011ces ~l ~rcc('~;o r'1~~arí~ nl 

trib1.rnal respectivo. Por otra pJ.rte en los dcl1t,.;:. ~)m\111os 

una vez hecha la acusación, la cámar·l rcspt:?cti.va dcclararí.i 

si había o no lugnr a la formación <le causa; en c.:urn lle ser 

afirmativa se pondrí..:1 ;:!.l reo disposición d0l tribunal 
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competenl..1! p:ir;:i que fuec•i iu::qlldo, pero si el acusado era el 

Presidente: de 13. República se necesitaría, adL'más, la 

confirm.J.ción dP lét otra cámara. La d>:·claración afirmativa 

emitida en los delitos oficiales y en los comúnes 

traía consi110 L:1 suspensión del n.cusado en el ejercicio de 

sus funcion(!S y tler•]chos <le ciud.::idano. 

El rr~sidcnte yoz~bd de Cuero, por lo que 110 podía ser 

acusado cri;ninalmentc, ni ¡:Jor cklitos polí.1:icos cometidos 

antes, dul'.'ant:f! su c•nc:irgo hasta un a.ilo después de 

haber tcrmin:ulo ést.1 1 r.i tu.mt-'OL"O podí3. :->er procesado, sin 

la previa declaración dn ambas cá.martts. 

Los uünistros en:.n elegidos por 01 Pr1:.~sidente y no 

<lebi.an h.::i.L<•!' sido condcml'Jos ~li proceso higal pe:- i::rímcnes o 

mala v~r~acifin ~n los cnudales p6blicos y eran r~hponsables 

d0 1~ fdltit de cumplimiento de l~s leycfl que competian a S\1 

ministerio y de los actos del Presidente, qu•.; uutorizar,:-i,n .:on 

su firm..i. y fucr,1n contt·arias a las leyes, haciGndosc ní~cLiva 

dicha responsabilidad en ~l ffl('do / tériain(J:l prt..'-·:ir;to:. en la 

tercer J. ley con=.titucion.al. r, la Co1·tt~ Supn;rn1 dl~ .Jus!-:iciJ. 

se le atribuyü l.::i t'¡1c•ütad pe:.- conocer d~~ l.:is c-)u:.;as de 

respons:1b i lida<l Ge 

popul.H 

cohecho, prc·1aricación, cohecho, soborno o har.:\terL1. De 

igual modo sr hizo personalmcntl: rcspons3bles, J loi; ~Jeces 

que incurrieran f'll f.Jltc. de obscrv.J.ncia ;,,.!:: los t:rtí.nit.'S 

esenci.J:los 

crimín.:ilcs. 

qi1e arrcgl01r.:m un proc~so ~n Cdu:;.~s civilt .. •s y 

A los gobernadores se les dtribuyé, f=tcu 1 t:ad d0 

suspender hasta por tres meses y privar aun de la 1nitad del 

sueldo por el mismo tiempo, a los empleados del Departamento. 

Finalmente, se hacía responsable a todo funcioniirio público 
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que habiendo prestado juramento de guardar y hacer guardar 

las leyes constitucion~les, cometieran infracciones o no las 

impidieran, 

Destacaremos algunas disposiciones legislativas que 

fueron expedidas durante el período 1635-1840, relativas a la 

responsabilidad de los empleados del Gohierno en aquella 

época, citadas poL lo~ autores Manuel Dubl:in y José maría 

Lozano: "No. 2049.9 de Mayo de 1839. Círcular del Ministerio 

de Facienda: responsabilidad Je los jefes de oficinas 

de cualquiera omisi6n en asuntos del servicio público. El 
Exmo~ Sr. Presidente interno se ha servido disponer que no 

demore VS ningún asunto del servicio público, máxime las 

órdenes dictadas y cornunieadas por el Supremo Gobierno; pues 

se ha llegado a cntendet· l.:l morosidad con que se hn procedido 

por parte de alguntrn oficinas, en dar pronto y expedito giro 

a las mismas 6rdenes ¡ er:. el concepto de que los jefes de las 

oficinas serán responsa.blús de cualquiera omisión en que se 

incuri:iera en ~l ¡: .. 1rticular, puesto que ..:!l pronto curso de 

las repetidas órdenes, tiende a e>:p~ditar todos los asuntos 

Üt: la od1nini::;;traci6n pfihlica en el ramo re$pectivo". (6) 

Circular Núm. 205J. Mayo 13 de 1938. "Circular del 

Ministerio <le lo interior, ju=amento que debe l!Xigirse 
a los empleados, al tomar posesió~ Lle su destino. 

Circunstancias que 

pena de suspensién 

dP.bcn atenderse en las 

lo::; dUSd fc•.":t.OS 

propuestas, y 

las uctualer; 

instituciones. Lu e~can<lalosa defección <le los ¿;r.plea.dos 

en los diversos ramo:..; de la administración ¡;ública, que 

haciendo llna falsa di.:::tin-:-i6n df! sus deberes y !:;US <lerccho!:i, 

como ciudadanos y como de lo::- ')::1'.:. • ... ::nos 

{6) Manuel Dublán y José María ~cz~no. Ou. Cit. Tomo III. 
Por!odo 18J5 a 1840. p. 621. 
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nacionales ••• de manera que confundiendo el patriotismo con 

la perfidia, y la libertad política con los caprichos de las 

pasiones e intereses individualcr., se creen autorizados, por 

su propío juicio, par~ calificar la justicia y conveniencia 

de sus servi.cios, y los der~chos y autoridad de la 

administración de que dependen. TJa ingrntitud, la perfidia y 

la traici.6n, son crímenes abominables ñÚn entre los mismos 

malhechores, y de ahí es t;:unbi.;n, que las lcye_s civiles 

castigan gravemente lu.s faltas de esa clase r en los 

ciudadanos respecto de la patria, en lo!'.3 domésticos respecto 

de los amos, y en los empleados respecto ~ las 

autoridades o sueperior0s, a cuy,1s órenes están comprometidos 

a servir... Por tal motivo... El B:-:mo. Señor Prenidente 

interino: 12 Qut.... SG cuide cscrupuloc;amentc por lo!; jefes, 

autoridades y funcionarios a guiones corr0sponda, de exigir 

en toda forma 

constitucionales, 

el juramento prevenido 

u todo empleado qu~ 

por las 

entre de 

leyes 

nuevo 

al servicio U.e la naci6n, o que estando ya en él no 

const~ h.:iberlo otor!)11do .:il pOSQsi.onarse de su destino. 

2.2 Que no se proponga ni nc·ml.ire· en lo de adt-.lantc 

a ningún 

adern.:ís de 

parzi ernplP.:os dr.::! cualquier t..•lase qHt: sean, 

individuo que no haya acredi tatl(J prev j <:ir.ent<::!, 

su aptitud, su buenu conducta polí.ticu y moral, y su 

adhQ:.:;iÓn r'l las leyes fundamentales. ).2. QtH~ Si entre los 

actuales ernpV~ados an todos los ramos de 1.:i .:idmini.stroción, 

hubiera algunos que huyan manifP.8t.:ldo de 1m modo ostet1.siblú 

su desafecto inconformidad las instituciones que 

rigen, e se tuvicre11 Jato:> y noticias fun<ladns de ser 

:1di!'."'tor: al sis temu. revolucionario, queden 

suspensos de sus dP.stinos y <le 13 ~itad 

<l.1.!sde luego 

iie su sueldo 

por tres mes~s, p~s::ind.:..;;;c Jos informes o constanci.1s que 

hubiere, ul jue7: competente, para que proceda lo que 

haya lugc1r; cntcndi5nctose también í.!Sta providE!ncia con 

los que en lo suce~ivo faltaren al sigilo, o de cualquier 

maní'ra descui<lcn t-~1 cumplimiento de las disposiciones del 



15 

gobierno. 4° Ouc las autoridades, jefes y funcionarios 

superiores, ser~n 

de observancia de 

inmediatamente responsables 

estas providenc ia1;i:, 

que puedan resultan al servicio nacional". 

y de 

(7} 

de la falta 

los daños 

Con las anteriores disposiciones, se observa el 

ataque del gobierno centralista a sus opositores; 

imponiéndoles castigos o multas. La circula.r No. 2154: 

"octubre 29 de 1640. - 1.ey. - Reglamento. para el Gran 

Jurado del Congreso Nacional". En caso de que el reo 

fuese declarndo culpable, se establec1an penas de destituci6n 

del empleo o cargo, e inhabilitación temporal o perpetua. 

Esta circular reguló los artículos 47 al 50 de la Tercera Ley 

Constitucional y el 18 de la Segunda, y precisó las 

formalidades procesales que debían seguirse en todas las 

acusaciones intentadas contra las personas de que hablaban 

los art1culos ·\1 y 48 de la Tercera Ley ( Presidente 

de la Repeibl ic.:a, Senadoi:es, Diptuados, Ministros de la 

Alta Corte de Justicia y la Marcial, Secretarios de 

Dcupacho, Consejeros, Gobernador~s de los Departamentos y 
Juntas Deportamentalcs ) • ( 8) 

(7) Dubl:in y Lozano. Op. Cit. p. G22. 

(8) ~- p. 741. 
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1.4.- LAS BASES ORGANICAS DEL 12 DE JUNIO DE 1843. 

,,¡ regreso 

de brindarle una: 

de Santa Anna en 1941 y con la finalidad 

investidura de legalidad a su gobierno 

centralista, organizó una Junta de Notables ( entre quienes 

destacan Andrés Quintana Roo, ,Juan Rodríguez de San Miguel, 

Manuel Dubl5n y José Marí.d Cara), que en realidad constituyó 

El Quinto 

prepar6 

Congreso Constituyente Mexicano, mismo que 

las SaSPS 

propósito fortalecer 

del gobierno. (9) 

Orgánicas d~ 

el ré1Jimen 

1843, que tuvieron como 

unitario y ~ontralista 

A este respecto, el 

Felipe Tena Ramirez manifiesta 

discordias internas parecía 

destacado constitucionalista 

que: " Lejos de atajar las 

avivarlas la guerra con 

Norte América, y las facciones (alude a los centralistas 

y y federalistas) siguieron luchando entre si por la 

forma de gobierno". (10) 

Las Bases Orgánicas de 184J, publicadas el día 14 

de junio del mismo año, so estableció un Ejecutivo 

unipersonal 

Presidente 

depositado en un magistrado que se denominaría 

de la República, cuyas facultades eran distintas 

a las conferidas al Supremo Gobierno de carticter colegiado 

establecido en la Constituci6n de Apatzing&n de 1814. 

Es de destacar, que el ejecutivo que se plasmó en las 

Bases Orgánicas fu~ centr<J.lista, debido a la preeminencia 

del espíritu conservador entre los miembros del Quinto 

Congr~so señalado. 

(::1) Guillermo Floris Margadont. Introducción a la Historia 
del Derecho Mexicano. Editorial Esfinge, S.A. 2a. 
Edición. México, 198.7. p. 129 

(10) Felipe Tena R~mírcz. Op. Cit. p. 404. 
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Las normas jur!dicus que regularon la responsabilidad 

de los funcionarios del gobierno centralista de acuerdo a 

las Bases OrgSncins de 1843, fueron las siguientes: 

El artículo 13 concedía a los Diputadas y Senadores 

el feuro inmunidaJ con caráct~r absoluto y ~l artículo 

75 destacó que estos rcpresentcmtes politicos tenían la 

prohibición de 

Gobierno, si 

estableci6 un 

obtener enpleo o ascenso de provisión del 

no fuere de rigurosa f.~scala; además se 

Gran Jurado P-1 cual debía declarar si 

habta o no lugar a formación de causa, en ·las acusaciones por 

delitos oficiales o comúnes que hubiesen cometido los 

Secretarios de Despacho, Ministros de la Suprema Corte 

de Justicia Marcial, Consejeros de Gobierno y Gobernadores 

de Depurtamento.. {11) 

El Ejecutivo, no estaba exento de dicho procPdimiento 

de responsabilidad, no obstante contabc1, con fuero inmunidad 

de carácter relativo (artículos 77, 78 y 90). De cualquier 

manera, dicho procedimiento resultó inoperante: en la 

realidad, dado el cnetrali~mo que p.:~valecía en ese 

período. Es importanh~ recordar la facultad que se 

concedió a favor del President~ de la República en las 

fracciones VIII y XI del artículo 87 df! las Buses 
Constitucionales Orgánicas de 1843 que preceptuaban: 

"Artículo 87.- Corr~spondc al Pn~sídente de la 

República: VII.- Suspender de sus empleos y priv~r, aún de 
la mítnd de sus sueldos, hasta pnr tri.:.s meses, " los 
e.mplc.:idu.:.> di..~ gobierno y hacienda infractores de sus 

6rdcnes. Si crcyci:~ que se les debe formar causa, o 

que es conveniente suspenderlos por tercera \'e;:, los 

{11) Felipe ~·ena Rur.írc:. ~· p.p. 410 - H5. 
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entregará con los datos correspondientes al Jues Respectivo. 

XI.- Imponer multas que no pasen de quinientos pesos a los 

que desobedecieren sus órdenes, o le fallaren al respeto 

debido, arregl~ndose a lo que dispongan las leyes. (12) 

En ese sentido, el drtículo 1~2 t!n sus fracciones VI y 

VII establecía en forma p.J.recida 1.:1 íacul tad para los 

Gobernadores respecto de sus empleados e incluso se les 

facultaba para imponerles multas los que les faltaren 

al respeto, en los casos y el modo que dispongan las 

leyes. (lJ) 

Los anteriores preceptos 

Circular del Ministerio de lo 

siguieron la id.~a de la 

Interior No. 2053 de fecha 

13 de Mayo de 1839, ya que ambas sefialaron la suspensión del 

empleo y de la mitad hasta por tres meses, a los empleados de 

gobierno infractores de las órJenes de sus superiores. Para 

combatir la corrupción, entre los años de 1841-1844, se 

giraron luz .siguientes C"irculares: No. 2207 EMPLE1\DOS.- Se 

impon~ pena de desc1tuc16n ~ los de las oficinas pagadoras 

que especulen sobre lJ mi:;eria de las viudas y dem5s 

acrcedorez del. erario, co1n1lrando a precin infimo sus 
recibos y cobrár1<lolos en seguida por entero''. (14) 

No. 2 5 58 EMP!,EADOS. Medidas para ~vitar sus abusos ... 

"Empleados 

abusando 

infelices 

percib-?n 

en oficinas pagadoras, degr3dando la dignidad y 

de sus empleos, especulen :;obr~ la miseria de las 

viudas, retirados, pensionistas y otros que 

algún haber, obligándoles a ven~ler les sus recibos 

por !nri~os p~~ci0s, l1aciG11dolos pagar en seguida por 

completo .•. en cor.cepto ciP que Ja m1~nnr c:ontr~·:cnciéir: ::;cr<l 

(12) Felipe Tena Ramírez. Oo. C~ p. 418 
( l.l) Idom. 
( 14) Dubllin y Lozano. Tono IV. QE_,_Qt;._,_ p. 41 
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irremisible castigada con la destitución de empleo al 

funcionario de cualquiera clase, condición y categor!a a 

quien se pruebe este delito, que tanto más ofende la 

moral y perjudica al erario nacional, cuanto debe ser 

m§s circunspecta y desinteresada la conducta de los empleados 

y m&s digna de consideración ld suerte de los desgraciados 

contra quienes se ha empleado este manejo reprendible". (15) 

La mano dictatorial y autocr~tica de Antonio L6pez de 

Santa Anna, se hizo sentir en el rn&ximo ordenamiento jur!rlico 
de 1843, ya que no tenla restricción alguna junto con los 

Gobernadores para sancionar a los empleados públicos, 

denot&ndose el Centralismo politico de aquélla época. 

(15) Dublan y Lozano. Tomo IV. Periodo 1840-1845. Op. Cit. 
p. 41 
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1.5.- LA CONSTITUCION MEXICANA DE 1857. 

Los problemas políticos, sociales y económicos llevaron 

al pueblo mexicano a emprender una nueva lucha en contra de 

la monarquía que Santa Anna pretendía establecer en forma 

autoritaria. El 
implantación de 

el estado de 

descontento popular estribaba en la 

contriUuciones onerosas sin tomar en cuenta 

pobreza general, además de utilizar 

indebidamente los ingresos que generaban los impuestos, en 

gastos superfluos e improvisando cuantiosas fortunas a una 

clase privilegiada. 

En 1857, el 5 de febrero fue jurada la Constitución 

liberal por el Congreso Constituyente que sesion6 en la 

Ciudad de México, en cuya redacción intervinieron destacados 

diputados como Ponciano Arriaga, Valent1n G6mez Far!as, León 

Guzmán, Francisco Zarco, Jos~ Mar!a del Castillo Velasco 

Ignacio Ramírez y Luis Ignacio Vallarta, quienes plasmaron 

sus convicciones de justicia social, para diseñar los 

cimientos jurídicos y pol!.ticos de nuestra actual República. 

En el Proyecto de Dictamen de la Constituci6n Política 

en cuestión, se esbosaron las bases legales sobre las que se 

podía destituir o inhabilitar a un funcionario público, 

previo desahogo del juicio político respectivo, por incurrir 

en omisiones o descuidos por ineptitud u otras negativas, 

expres&ndose la siguiente f6rmula: "Sois inepto; no merec~is 

la confianza del pueblo; no debéis ocupar un puesto político: 

es mejor que volváis a la vida privada". (16) 

En los debates parlamentarios del Congreso 

Constituyente de 1856 en la sesión correspondiente a las 

(16) Felipe Tüna Ramírez. Op. Cit. p. 550. 
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responsabilidades de los funcionarios públicos, e!. Dip1:tado 

Castañeda presentó, para su discusión, un esbozo que él nismo 

hdb!.a modificado, procurando conformarse al espír~tu del 

Congreso. Dicho proyecto fue admitido sin dispcnScl de 

trámites y se señaló para su discusión, el día que terminara 

la del dictamen sobre división territorial. {17) 

ocupó 

El Titule IV de la Constitución Liberal de 1857 se 

de rcgl.llar la responsabilidad de los funcionarios 

públicoG en los siguient~s artículos: 

"Artículo 103.- Los diputados del Congreso de la Unión, 

los individuos de la Suprema Corte de Justicia y los 

Secretarios del Despacho, son responsables por los delitos 

comanes que cometan durante el tiempo de su encargo, y 

por los delitos, faltas u omisiones en que incurran en 

el ejercicio 

los Estados 

Constituci6n 

de ese mismo encargo. Los Gobernadores de 

lo son ígualniente 

y leyes federales. 

por infracción de la 

Lo eD también el Presidente 

de la República; durante el tiempo de su encargo s61o podrá 

ser acusado por los delitos de traición a lñ patria, 

violación expresa de la Constituci6n, ataque a la libertad 

electoral y delitos del orden común". fl8) 

Este artículo tuvo una reforma el 13 de Noviembre 

de 1847, agregándosele lo siguiente: 

"No gozan de fuero constitucional los nltos 
funcionarios de la Federación, por delitos oficiales, faltas 

u omisiones en que incurran en el desempeño de algGn empleo, 

(171 Derechos del Pueblo Mexicano, Tomo VIII. Artículo III 
Constitucional. Publicaci6n de la C&mara de Diputados. 
p. 236 

<.18) Felipe Tena Ramírez. Op. Cit. p. 624. Se transcribe el 
texto original de las disposiciones constitucionales de 
1857. 



cargo o 

período 

cornisi6n públicn que hayan ílceptado durante el 

en que conformt~ a la ley se <lisfrut.1 de aquel fuero. 

Lo mismo sucederá con respecto a los delitos comunes qüc 

cometan durante el de~empcii.o de dicho empleo cargo o 

comisión. Para que la 

alto funcionario haya 

causa pueda iniciarse cuando el 

vuelto a ejercer sus funciones 

propias, deberá procederse' con arreglo •l lo dispuesto er. 

el artículo 104 de la Co11stituci6n". {19) 

fue motivo de reformas, adiciones y Nuevamente 

supresiones el de mayo de 1904, para quedar como sigue: 

"Artículo 103. - Los senadores y diputados al Congreso 

de la Unión, los Magistrados de la Suprema Corte de Justicia 

y los Secretarios de Despacho, son responsables por delitos 

comúnes que cometan durante el tiempo de su encargo, y por 

los los delitos, faltas u omisiones en que incurran 

en el cj ercicio de ese mismo cargo. Los Gobernadores de los 

Estados son responsables por infracción de la Constituci6n y 

leyes federales. El Presidente y Vicepresidente de la 

República, durante el tiempo de su encargo, s6lo podr§n ser 

acusados por traición a la patria, violaci6n eApresa de la 

Constituci6n, ataque a la libertad electoral y delitos graves 

del orden comúnª. (20) 

"Artículo 104.- Si el delito fuese común, el Congreso 

erigido en gran jurado declarar~, a mayoría absoluta de 

votos, si ha o no lugar a proceder contra el acusado. En 

caso negativo no habr& lugar a ningún procedimiento ulterior. 

En el afirmativo, el ~cusado queda por el mismo hecho, 

separado de su e~cargo y sujeto a la acci6n de los tr j bunales 

comunes•. (21) 

(19) Felipe Tena Ramírez. Op. Cit. p. 704 
(201 Ibidem. p. 716 
(21) Ibidem. p. 624 
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El 13 de noviemb1'.'e de 1874, se reformó qu-cdando como 

sigue: 

111\rtículo 104. - "Si el delito fuere coman, la Cámara de 

representantes, er.iyid~ en gran jurado, declarará, a mayoría 

absoluta de votos si ha o no lugar a proceder contra el 

acusado. En caso negntivo no habrá lugar a. ningGn 

procedimiento ulterior. En el afirmativo el acusado queda, 

por el mismo hecho, separado de su encargo y sujeto a la 

acción de los tribunales comune$". (221 

"Artículo 105.- De los delitos oficiales conocer~n: el 

Congreso como Jurado de Acusación, y 

como Jut:ado de Sentencia. 

la Suprema Corte 

El Jurado de Acusaci6n tendr~ por objeto declarar 

a mayor!a absoluta de votos, si el acusado es o no culpable. 

Si la declaraci6n fuere absolutoria, el funcionario 

continuarfi en el ejercicio de su encargo. Si fuere 

condenatoria, quedará inmediatamente separadodedicho cargo, 

y será puesto a disposici6n de la Suprema Corte de Justicia. 

Esta en tribunal pleno, y erigida en Jurado de Sentencia, con 

audiencia del reo, del fiscal y el acusador, si lo hubiere, 

procederá a aplicar a mayor!a absoluta de votos, la pena que 

la ley designe". (23) 

En la misma fecha que los art1culos anteriores, el 105 

fue objeto de adicionea y reformas quedando su redacci6n de 

la siguiente forma: 

"Artículo 105. - De los delitos oficiales conocer~n: La 

Cámara de Diputados como jurado de acusaci6n, y la de 

Senadores como jurado de sentencia. 

(22) Felipe Tena Ramtrez. Op. Cit. p. 624. 
(23) Idem. 



El jurado de acusación tendrá por objeto declarar, a 

mayoría absoluta de votos, sí el acusado es o no culpable. Si 

la declaraci6n fuere absolutoria, el funcionario contj.nuará 

en el ejercicio de su encargo. Si fuere condenatoria, 

quedara inmediatamente separado de dicho encargo, y será 

puesto a disposici6n de la Climara de Senadores. Está erigida 

en jurado de sentencia y con audiencid del reo y del 

acusador, si lo hubiere, procederá a aplicar, a mayoría 

absoluta de votos, la pena que la ley designe". (24) 

"Artículo 106.- PronunC.i.dd.i una sentencia de 

reoponsabilidad por delitos oficiales, no puede concederse 

al reo la gracia del indulto". 

"Articulo 107. - La responsabilidad por delitos y faltas 

oficiales s6lo podrá exigirse durante el periodo en que el 

funcionario ejerza su encargo y un año después. 

"Artículo 108.- En las demandas del orden civil no hay 

fuero, ni inmunidad para ningGn funcionario pGblico". (25) 

La Constituci6n de 1857 perfeccion6 el legado 

legislativo de los Constituyentes de 1814, 1824 y 1847, en 

materia de responsabilidades de los funcionarios pGblicos, 

elevándola a rango constitucional y consign&ndola en Título 

especial, el IV. Como se pudo apreciar precis6 con claridad 

las responsabilidades y sanciones que podr!an ser aplicables 

a los diputados del Congreso de la Unión, a los miembros de 

la Suprema Corte de Justicia y los Secretarios de Despacho, 

estableciendo asimismo, una distinci6n entre delitos del 

fuero comGn que cometieran durante el ejercicio de su encargo 

y delitos oficiales en que incurrieran por faltas u omisiones 

(24) Felipe Tena Ram!rez. ~ p. 704. 
(25) ~· p. 625. 
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durante el ejercicio de su empleo, extendiendo dicha 

responsabilidad hasta un año después de haber terminado sus 

funciones. 

Es 

Congreso 

absoluta 

de resaltar el procedimiento de acusación, donde el 

constituido en Gran Jurado, declaraba por mayor.ia 

de votos si había o no lugar a proceder contra el 

acusado cuando era delito común; si era oficial, el Congreso 

como Jurado de Acusación y la Suprema Corte de Justicia, 

reunida esta última en tribunal pleno, como Jurado de 

Sentencia, previa audiencia al acusado, procedería a aplicar, 

por mayoría absoluta de votos, la pena que la ley señalará. 

Una vez dictada la sentencia de responsubilidad por delitos 

oficiales, no podía concederse al reo la gracia de indulto, 

según el articulo 106. 

Por lo que hace, a.l poder Ejecutivo se le otorgó 

el fuero inmunidad de carácter relativo, ya que durante 

el tiempo de su encargo .sólo podr'la ser acusado por los 

delitos de traici5n a la patriu., violación expr:esa de la 

Constituci6n, ataque a la libertad electoral y delitos '._;Laves 

del orden común y los gobernadores de los Estados se le~ hizo 

responsdble por infracción de la Constitución y leyes 

federales, conforme al articulo 103. 

Es importante hacer menci6n a los decretos y circulares 

en de responsabilidad administrativa, que se expidieron en 

esa época. 

" l.2. de Diciembre de 1876. Circular del Ministerio de 

Hacienda. Se Prohibe el ejercicio simultáneo de dos empleos 

en un solo individuo ••• en ningún caso se reúna en un solo 

individuo el ejercicio sirnult~neo que verifique el pago 

de dos o más sueldos a un s6lo servidor de la nación. 

Igualmente dispone que cesen de abonarse las gratificaciones 
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o sobresueldos de cualquiera especie que se hayan antes 

satisfecho y que no estén expresamente señalados en el 

presupuesto 'declarado vigente; comprendiéndose en este 

acuerdo los empleados federales y los del distrito de 

México". (26) 

" 23 de Enero de 1877 .- Circular del Ministerio de 

Gobernación.- Prohibe la Acumulación de Empleos. Diversas 

leyes vigentes inspiradas en razones de moralidad bien 

perceptibles, han declarado que unil misma persona no puede 

acumular varios empleos, y la Consti tuci6~l de la República, 

respetando también esas ra.zoni:s, y teniendo presentes otras 

consideraciones politicas de grande importancia, ccntiene 

preceptos terminantes que establecen la incompatibilidad de 

empleos de los altos funcionarios. Pero como estos preceptos 

y aquellas disposiciones han permanecido hasta hoy en el 

olvido, con positivo perjuicio de lo!; intereses pQblicos, y 

la revolución de Tuxtepec ha ofrecido a la vez, que· el exacto 

cumplimiento de la Ley fundamental de la Repfiblica y de las 

Leyes de Reforma, la moralidad más estricta en la 

administración, el ciudadano general segundo en jefe 

encargado del poder ejecutivo, queriendo hacer efectivas 

estas promesas se ha servido acordar ... " (27) 

Irrafutable resulta, en consecuencia, la trasc~nd-?nci<~ 

histórica del penGamicnto juütic1ero difundido por el 

justiciero difundido por el .Constituyente Liberal de 1857, 

mismo que apuntó con mayor vigor la necesidad de señalar 

limites jurídicon al ejercicio del poder por parte de los 

gobernantes, para construir a6lidamente nuestro actual 

sistema constitucional de rcspons<lbilidades de los ~mplr.,1dos 

y Funcionarios del Estado; son div~rsos los calificativos que 

(26) Dublán y Lozano. Periodo 1876-1879. Op. Cit. p. 108 
(27) Ibidem. p. 143 
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que se le pueden dar a la Constitución de 1857, entre ellos, 

de sobresaliente y " erudita elaboraci6n técnica ". Adem§s 

de lo anterior, sent6 las bases del constitucionalismo 

mexicano que décadas m§s tarde, se recogiera en la 

Constituci6n de 1917; señalando limites al ejercicio del 

poder y estableciendo un capitulo especial para las 

responsabilidades de los servidores pGblicos. 
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1.5.1.- LEY DEL CONGRESO GENERAL SOBRE DELITOS OFICIALES DE 
LOS ALTOS FUNCIONARIOS DE LA FEDERACION DEL 3 DE 
NOVIEMBRE DE 1870. 

Como consecuencia del levantamiento de Tacubaya en 

contra de la Constitución, en 1857 Comonfort depone el poder 

y en 1858 lo asume don Benito Juárez quien expide las Leyes 

de Reforma con las que no hace ninguna alusión a las 

responsabilidades oficiales. A consecuencia de estas leyes 

surge la guerra de Reforma o de tres años que termina en el 

año de 1861 y es hasta el 3 de noviembre de 1870, cuando Don 

Benito Juárez expide la primera ley sobre los delitos de los 

altos funcionarios de la Federacl6n, denominada la "Ley 

Juárez"; respecto de la cual el Licenciado RaQl F. Cárdenas 

comenta: "Esta Ley, es la primera que se expidi6 en nuestro 

pats sobre tan importante tema y sin duda por su sencillez es 

la mejor, aun cuando no abarc6 los numerosos problemas que se 

desprenden, como lo iremos destacando, de las situaciones 

complejas que provoca la responsabilidad de los funcionarios 
y sus relaciones pol1ticas, y con la sociedad en general. 

La Ley de 1670, respondi6 a una necesidad pol1tica, ya 
que el Congreso no se mostraba muy devoto al Presidente 

Juárez y resultaba ur9ente limitar la amplhima libertad de 

la entonces 6nica integrante del Conqreso, la Cámara de 
Diputados, en cuanto a la interpretaci6n de los delitos 
políticos o delitos oficiales mencionados en el artículo 105 

de la Constitución de 1857". (26) 

La Ley del Congreso Sobre Delitos Oficiales de los 
Altos Funcionarios de la Federaci6n, del 3 de Noviembre de 

18701 señalaba: 

(28) Ra6l F, Cárdenas. Responsabilidad de los Funcionarios 
P6blicos. Editorial Porrda, S.A. 9a. edici6n. México 
1982. p. 36. 
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"Ministerio de Justicia e Instrucci6n PGblica.- Secci6n 
l~. El ciudadano Presidente de la República se ha servido 

dirigirme el decreto que sigue: 

Benito Juárez, presidente constitucional de los Estados 

Unidos Mexicanos, a sus habitantes, sabed: 

Artículo 1.- Son delitos oficiales de los altos 
funcionarios de la Federaci6n, el ataque a las instituciones 

democr§.ticas, a la forma de _gobierno republicano 

representativo. federal, y a la libertad de sufragio; la 
usurpaci6n de atribuciones, la violaci6n de las garant1as 

individuales y cualquiera infracci6n de la Constitución o 

leyes federales en puntos de gravedad. 

Artículo 2.- La infracci6n de la Constitución o leyes 

federales en materia de poca importancia, constituye una 

falta oficial en los funcionarios a que se refiere el 

articulo anterior. 

Arttculo 3.- Los mismos funcionarios incurren en 

omisi6n por la negligencia o inexactitud en el desempeño de 
las funciones anexas a sus respectivos encargos, lo cual, 

trat!ndose de los Gobernadores de los Estados, se entiende 

s6lo en lo relativo a los deberes que les imponga la 
Constituci6n o leyes federales. 

Artículo 4.- El delito oficial se castigar! con la 

destituci6n del encargo en cuyo desempeño se haya cometido, y 

con la inhabilidad para obtener el mismo u otro encargo o 
de la Federación, por un tiempo que no baje de cinco 
ni exceda de diez años. 

Articulo 5.- Son penas de falta oficial, la suspensi6n 
r~specto del encargo en cuyo desempeño hubiera sido cometida, 
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la privaci6n consiguiente de los emolumentos anexos a tal 
cargo y a' la inhabilidad para desempeñarlo, lo mismo que 
cualquiera otro encargo o empleo de la Federación; todo por 

un tiempo que no baje de un año ni exceda de cinco. 

Articulo 6. - La omisión en el desempeño de las 
funciones oficiales, será castigada con la suspensión, as! 

del cargo como de su remuneraci6n; y con la inhabilidad para 

desempeñarlo, la mismo que 
del orden federal; todo 

cualquier otro encargo o emple~ 
por un tiempo que no baje de 

seis meses ni exceda de un año. 

Articulo 7.- Los funcionarios cuyos delitos, faltas u 

omisiones deberán juzgarse o castigarse conforme a esta ley, 

son los mismos que enumera el articulo 103 de la Constitución 

federal; y el tiempo en que se puede exigir la 
responsabilidad oficial, es el que se expresa el citado 
articulo y el 107 del mismo C6digo. 

Arttculo 8.- Declarada la culpabilidad de cualquiera de 
los funcionarios a que se refiere el art!culo anterio!, por 
delitos faltas u omisiones en que hayan incurrido 
desempeñando sus 

derecho de la 
respectivos 
naci6n o el 

encargos, 

de los 
queda expedido el 
particulares para 

hacer efectiva ante los tribunales competentes y con 
arreglo a las leyes, la responsabilidad pecuniaria que 
hubiere contratdo por daños y perjuicios causados al incurrir 
en el delito, falta u omisi6n. 

Arttculo 9.- Siempre que se ligare un delito común con 
un delito, falta u omisi6n oficial, despu~s de sente11ciado el 
reo por la responsabilidad de este último carácter, será 
puesto a disposici6n del juez competente, para que se le 
juzgue de oficio o a petici6n de parte, y se le aplique la 
pena correspondiente al delito común. 
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Articulo 10.- En el caso del artículo anterior, la 

secci6n del Gran Jurado terminará su dictamen con dos 

proposiciones: una que corresponda a los delitos oficiales; 

pidiendo se declare que es o no culpable el acusado, Y 

la otra relativa a los delitos comunes, consultando si hay o 

no lugar a proceder. 

Articulo 11. - Los delitos, faltas u omisiones 

oficiales, producen acci6n popular•. (29} 

La anterior Ley distingui6 los delitos oficiales de los 

delitos comunes y contempl6 las faltas oficiales cometidas 

por los funcionarios,, asi como las omisiones por negligencia 

o inexactitud en el desempeño de las funciones anexas y sus 

respectivos encarqos, lo que di5 como resultado el 

surgimiento de la regulación de la responsabilidad 

administrativa de los servidores públicos. Se establecieron 

sanciones significativas encaminadas a frenar la comisi6n de 

actos ilícitos po% parte de algunos funcionarios federales, 

como suspensi6n del cargo y de la remuneración; destituci6n 

en in~ilidad para aesempeñar un encargo. 

A las funcionarios sujetos a responsabilidad oficial, 

la Ley de 1670 rerniti6 el articulo 103 de la Constituci6n de 

1857, y en ~uanto al tiempo en que podia exigirae tal 

xesponsabilidad, al articulo 107 de la Carta Magna señalada 

extendi6 hasta un año después de que el funcionario ejerciera 

su encargo. Se dispuso en forma tajante la responsabilidad 
administrativa de los servidores públicos. Se establecieron 

sanciones significativas encaminadas a frenar la comisi6n de 

actos il1citos por parte de algunos funcionarios federales, 

(29) Juan José González Bustamante. Los delitos de los Altos 
Funcionarios y el Fuero Constitucional. Ediciones Botas._ 
Hhico, 1946. p. 104 - 106. 
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como suspensi6n del cargo y de la remuneraci6n; destituci6n 

en inhabilidad para desempeñar un encargo. 

A los funcionarios sujetos a responsabilidad oficial, 

la Ley de 1870 remiti6 el articulo 103 de la Constituci6n de 

1857, y en cuanto al tiempo en que pod!a exigirse tal 

responsabilidad, al artículo 107 de la Carta Magna señalada 

extendi6 hasta un año después de que el funcionario ejerciera 

su encargo. Se dispuso en forma tajante la responsabilidad 

pecuniaria a consecuencia de daños y perjuicios, causados por 

cualquier funcionario pfiblico, fuera declarado culpable por 

la comisión de delitos, faltas u omisiones, misma que pod!a 

exigirse por parte de los particulares afectados, ante los 

tribunales competentes y con apego a las leyes. 
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1.5.2.- LEY REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULOS 10~ Y 105 DE LA 
CONSTITUCION FEDERAL DEL 6 DE JUNIO DE 1896. 

En la di.ctadura porfirista se promulga la Ley de 

Responsabilidades 

art!culos 104 y 
del 6 de junio de 1896, que reglamentó los 

105 de la Constitución de 1857, a pesar 

de ello dicha ley fue poco aplicada debido al régimen 

dictatorial que impuso Porfirio O!az durante tres décadas. 

Eugenio Florián, señala: Gonzlile.z Bustamante expresa en 

su obra de Derecho Procesal Penal: 'Durante el gobierno del 

General Porfirio Diaz, fueron contados los casos en que se 

exigió responsabilidad a los altos funcionarios por delitos 

de carficter oficial. 

los articulos 104 

La ley del 6 de junio, reglamentaria de 

y 105 de la Constitución Federal, 

estableció el procedimiento que debe seguirse por las 

secciones instructoras de ambas c~maras; tanto por los 

delitos del orden cornün corno para los delitos oficiales. 

Respecto a los primeros, se cuid6 de atender las opiniones 

formuladas por algunos tratadistas de Derecho Constitucional 

en el sentido de que para enjuiciar a un alto funcionario de 

la federaci6n, es indispensable que el Gran Jurado declare 

previamente si ha ~ no lugar a proceder en su contra, porque 

la voluntad del Parlamento, como representaci6n del pueblo 

debe exteriorizarse de una manera expresa y es la Gnica 

atendible para que el funcionario acusado quede a disposición 

de la justicia ordinaria. El requisito constitucional sólo 

queda satisfecho, cuando la C!mara declare que ha lugar a 

proceder, siendo, por lo tanto, inaceptable que un permiso 

otorgado al funcionario para ponerse a disposición de las 

autoridades judiciales que lo reclamen, se equipare al 

desafuero'. (30) 

(30) Juan José Gonz61ez Bustamante. Qp, Cit. p. 106. 



"La responsabilidad de los funcionarios y empleados 

públicos, por los actos u omisiones que cometan en el 

ejercicio de su encargo, debe ser siempre la mejor garantta 

del cumplimiento de sus <leberes y todo prop6sito tendiente a 

exigir dicha responsabilidad, es asunto de vital importancia 

para la vida jurídica de la Naci6n, pero todavía es 

conveniente añadir que el fuero constitucional no tiene otro 

objeto que los funcionarios queden a cubierto de todo ataque 

injustificado, puesto que por la misma delicadesa de las 

funciones que desempeñan y por estar sujetos con frecuencia a 

los ataques de sus enemigos que en un momento dado 

pueden minar la estabilidad del régimen, deben estar a salvo 

de toda acusaci6n festinada". (31) 

La Ley de Responsabilidades de 1896 estaba compuesta de 

capítulos, que a continuaci6n presentarnos una síntesis: 

El Primer Capítulo regulaba la responsabilidad y fuero 

constitucional de los altos funcionarios federales 

trascribiendo la menci6n que le daba la disposici6n 

constitucional de 1857, y especificando la competencia del 

Congreso General para conocer de la responsabilidad oficial 

de los altos funcionarios a que se hac!a referencia 

el artículo 103 constitucional, así como el procedimiento que 

deb!a efectuarse cuando hubiere lugar a proceder contra algún 

Alto Funcionario acusado por delitos o faltas del orden 

com1in. 

Por su parte, el Capitulo Segundo señalaba la forma en 

que conformaban las sanciones instructoras del Gran Jurado, 

mismas que estaban compuestas por dos grupos de 16 individuos 

en la Cámara de Diputados y de 10 individuos en la Cámara de 

(31) Juan Jos6 González Bustamante. ~ p. 106. 
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Senadores, nombrándose por suerte 4 individuos que formarían 

las secciones instructoras del Gran Jurado, debiendo ser 

presidente de cada sección el primer nombrado y secretario 

sin voto el último. 

Mención aparte, hacía el capítulo t~rcero del 

procedimiento relativo a los delitos del orden común, donde 

las secciones instructoras emitían un dictamen en el que 

expresaban si el hecho que al alto funcionario era o 

no calificado por las leyes como . delito; facultaba a las 

secciones instructoras para hacer comparecer al acusado y 

acusador para examinarlos sobre los hechos relativos a la 

practicar las acusación y 

conducentes para obtener 

circunstancias mencionadas. 

diligencias que estimaran 

la comprobaci6n de las 

Se podía legar a establecer si 

se procedia o no contra el acusado, acto seguido1 la Cámara 

de Diputados podia erigirse en Gran Jurado, previo anuncio y 

declaraci6n de su presidente, estudi~ndose el expediente 

respectivo y otorg~ndole el uso de la palabra al acusador, 

posteriormente al acusado y a su defensor o defensores. 

Finalmente se sometía el dictamen a discusión 

declar~ndose si habia o no lugar a proceder contra el 

acusado, si procedia se separaba de su encargo y sornetia a 

la acci6n de los tribunales comunes; y en caso de no proceder 

no había lugar a procedimiento ulterior. 

El capitulo cuarto precis6 los procedimicntcs del 

Jurado de Acusaci6n en los casos de denuncia por 

responsabilidad oficial, intervenía la acción instructora 

correspondiente para instruir inmediatamente el proceso, 

llevándose todas las diligencias pertinentes para el 

esclarecimiento de los hechos y regulándose en lo conducente 

a las reglas establecidas para la instrucción en el C6digo 

de Procedimientos Penales del Distrito Federal vigente en esa 
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época. Posteriormente, se pasaba el período de alegato donde 

las partes discutían lo que a su derecho convenía: haciéndose 

por ·último, la referencia a la culpabilidad o inocencia del 

funcionario acusado. 

Cuando la Sección Instructora conclu!a el dictamen 

establecía proposiciones resolutivas que se entregaban a los 

secretarios de la Cámara para que el presidente anunciara, 

llegado el caso que ella debería erigirse en Jurado de 

Acusaci6n lo cual se hacía del conocimiento del acusador 

y del acusado para que presentaran sus alegatos. Acto 

seguido, se señalaba un día determinado para el desahogo de 

las pruebas y alegatos, procediéndose a discutir y a votar el 

dictamen propuesto. En el caso de que la declaraci6n de la 

Cámara fuera absolutoria el funcionario continuaba en el 

ejercicio de su cargo; pero si fuera condenatoria, quedaria 

inmediatamente separado de su cargo y se le pon!a a 

disposición de la Cámara de Senadores a la que se le remit!a 

también el veredicto del Jurado de Acusación. 

En el Capitulo Quinto se regulaba el procedimiento 

seguir en el Jurado de Sentencia, representado por la Cámara 

de Senadores la que enviaba el veredicto a la Secci6n 

Instructora, emplazándose al acusador y al acusado y a su 

defensor, haciéndoles saber que dentro de tres d!as podr!an 

presentar sus alegatos escritos. Acto continuo, la Sección 

Instructora realizaba un dictamen del expediente enviado por 

el Jurado de Acusación, proponiéndose la pena que al 

funcionario delincuente correspondiera. Posteriormente, el 

presidente declaraba instalado el Jurado de Sentencia de la 

Cámara de Senadores, leyéndose el veredicto del Jurado de 

acusaci6n, as1 como los alegatos presentados a la Secci6n 

Instructora del Senado y la resolución de la misma~ 

Finalmente, una vez que se desahogaban los alegatos 
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verbales de las partes, se discut!ti y votaba por mayoría 

absoluta, 

de que 

el dictamen de la Sección Instructora. En el caso 

un delito o falta u omisión oficial 

coincidiera con algún delito del orden común y si así 

lo manifestaba la Cámara de Diputados, el reo por 

responsabilidad oficial era puesto a disposcii6n del juez 

competente para que lo juzgara por delito común. 

Por 

generales 
derecho de 

último el Capítulo sexto señalaba las reglas 

que regulaban los procedimientos señalados; el 

la recusaci6n y la excusa en las secciones 

respectivas, las que se tramitaban conforme a lo establecido 

en el C6cligo de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal. 
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l.6.- LA CONSTITUCION MEXICANA DE 1917. 

Después de tres décadas de régimen dictatorial, por 

parte, del General Porfirio Diaz; que si bien otorgaron 

estabilidad y paz social a México, el autoritarismo se hizo 

presente en diversos aspectos, sobre todo, en beneficio de 

los grandes capitalistas, quienes explotaban a sus 

Ley de 1896, no tuvo 

político existente en 

trabajadores. Como recordaremos, la 

aplicaci6n real ante el centralismo 

aquella época. 

Más que esbozar, la serie de acontecimientos que se 

sucitaron en el movimiento revolucionario iniciado en 

Noviembre de 1910, culminando con la promulgaci6n de la Carta 

Magna el 5 

referencia 

de 

al 

Febrero de 1917, es pertinente hacer 

Título IV de dicho documento jurídico, 

intitulado: "De las Responsabilidades de los Funcionarios 

PGblicos 11
, encargado de regular especifica.mente la materia 

que estamos abordando. 

Del artículo 10 8 al 114, son los encargados de reqular 

la responsabilidad de los funcionarios públicos, a 

continuaci6n transcribiremos el texto original de los mismos: 

la 

la 

del 

"Titulo Cuarto: 

De las responsabilidades o:.!.e los 

Funcionarios Públicos. 

Artículo 108.- Los senadores y diputados al cor.Jr"~º de 

Unión, los magistrados de la Suprema Corte de Justic~a de 

Suprema Corte de Justicia de la Naci6n, los secretarios 

despacho y el procurador general de la Repúblic~¡ son 

responsables por los delitos comunes que cometan durante el 

tiempo de su encargo y por los delitos, faltas u omisiorics en 

que incurran en el ejercicio de ese mismo cargo. 
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Los gobernadores de los Estados y los diputados a las 

Legislaturas locales son responsables por violaciones a la 

Constitución y Leyes Federales. 

El presidente de la RepGblica, durante el tiempo de su 

encargo; sólo podrá ser acusado por traici6n a la patria 

y delitos graves del o.rden coman. 

Articulo 109.- Si el delito fuere coman, la C§mara de 

Diputados, erigida en gran jurado,_ declarará por mayoría 

absoluta d~ votos del número total de miembros que la formen, 

si ha o no lugar a proceder contra el acusado. 

En caso negativo, no habrá lugar a ningGn procedimiento 

ulterior; pero tal declaraci6n no será obstáculo para que 

la acusaci6n continué su curso, cuando el acusado haya dejado 

de tener fuero, pues la resolución de la C§mara no prejuzga 

absolutamente los fundamentos de la acusaci5n. 

En caso 

hecho, separado 

la acci6n de 

afirmativo, el acusudo queda, por el nismo 

de su encargo y sujeto desde luego a 

los tribunales comunes, a menos que ne 

trate del presidente de la RepGblica; pues en tal caso; 

s6lo habrá lugar a acusarlo ante la C~mara de Senadores, como 

si se tratase de un delito oficial. 

Artrculo 110.- No gozan de fuero constituciona.l los 

altos funcionarios de la Federaci6n, por los de~itos 

oficiales, faltas u omisiones en que incurran en el dese:ipeño 

de algGn empleo, cargo o comisi6n pGblica que hayan aceptado 

durante el período que conforme a la ley se disfrute el 

fuero. Lo mismo sucederá respecto a los delitos comunes que 

cometan durante el desempeño de dicho empleo, cargo o 

comisión. Para que la causa pueda iniciarse cuando el alto 

fqncionario haya vuelto a ejercer sus funciones propias, 
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deberá proccderesc con arreglo a lo dispuesto en el artículo 

anterior. 

l\rt!culo 111.- De los delitos oficiales conocerá el 

Senado; erigido en gran jurado; pero no podrá abrir 

la averiguaci6n correspondiente sin previa acusaci6n de la 

Cámara de Diputados. 

Si la Cámara de senadores declarase, por mayor.ta de las 

dos terceras partes del total de sus miembros, después de oir 

al acusado y de practicar las diligencias que estime 

convenientes, que éste es culpable, quedará privado de 

su puesto, por virtud de tal d~claraci6n e inhibilitado 

para obtener otro, por el tiempo que determinase la ley. 

Cuando el mismo hecho tuviere señalada otra pena en la 

ley el acusado quedará a disposici6n de las autoridades 

comunes, pard que lo juzguen y castiguen con arreglo a ella. 

En los casos de este articulo y en los del anterior, 

las resoluciones del Gran Jurado y la declaraci6n, en su 

caso, de la Cámara de Diputados, son inatacables. 

Se concede acción popular para denunciar ante la 

Cámara de Diputados los delitos comunes u oficiales de los 

altos funcionarios de la federaci6n y cuando la C~mdra 

mencionada declare que hc1 lugar a acusar ante el 

Senado, nombrará una comisión de su seno, para que soste11ga 

ante aquél la Ycusación de que se trate. 

El 

una ley 

empleados 

oficiales 

perjuicio 

Congreso de la Unión expedirá, a la mayor brevedad, 

sobre responsabilidad de todos los funcionarios y 

de la federación, determinando como faltas 

todos los actos u omisiones que puedan redundar en 

de los intereses pGblicos y del buen despacho; 
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aunque hasta la fecha no hayan tenido carácter delictuoso. 

Estos delitos serán siempre juzgados por un Juzgado popular, 

en los términos que para los delitos de imprenta establece el 

art!culo 20. 

Articulo 112. - Pronunciada una sentencia de 

responsabilidad por delitos oficiales, no puede concederse al 

reo la gracia del indulto. 

Art1culo 113.- La rcsponsabili4ad por delitos y faltas 

oficiales, s6lo podrá erigirse durante el periodo en que el 

funcionario ejerza su encargo, y dentro de un año después. 

Artículo 114.- En demandas del orden civil no hay fuero 

ni inmunidad para ningún funcionario público". {32) 

En el articulo 108, se nos señala que "los senadores 

y diputados al Congreso de la Unión, los magistrados de la 
Suprema Corte de Justicia de la Naci6n, los Secretarios de 

Despacho y el Procurador General de la RepGblica son 

responsables por los delitos, faltas u omisiones en que 

incurran en el ejercicio de ese mismo cargo, los Gobernadores 
de los Estados y los Diputados a las legislaturas locales, 

son responsables por violaciones a la Constituci6n y leyes 

federales. El Presidente de la RepGblica durante el tiempo de 

su encargo, s6lo podrá ser acusado por traici6n a la patria 

y delitos graves del orden comGn, es conveniente destacar que 

en el artículo 108 se agreg6 como sujeto de responsabilidades 

al Procurador General de la RepGblica. (33) 

(32) Constituci6n Politica de los Estados Unidos Mexicanos 
del 5 de Febrero de 1917. Reproducci6n Fascilar. PRI 
Secretar1a de divulgaci6n Ideol6gica. M6xico, 1985. 
p.p. 125-130. 

(33) RaGl F. C~rdenas. Op. Cit. p. 21. 
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En el artículo 109, la CSrnara de Diputados, erigida en 

Gran Jurado conoce de los delitos del fuero coman, buscándose 

que el delito a un funcionario público presunto responsable 

no quedara impune. 

conocer& el Senado 

Por su parte, los delitos oficiales 

erigido en Gran Jurado; pero no podrá 
abrir la averiguaci6n correspondiente sin previa acusaci6n de 

la CSmara da Diputados. 

Si la Cámara de Senadores declarase por mayoría 

de votos (dos tercios del total de sus miembros), despu~s de 

practicar las diligencias que eatime convenientes y de oir al 

acusado, que éste es culpable, quedará privado de su puesto 

por virtud de tal declaración e inhabilitado para obtener 

otro por el tiempo que determine la ley. 

Cudndo él mismo hecho tuviere señalado otra pena en la 

ley el acusado quedará a disposición de las autoridades 

comunes para que los juzguen y condenen con arreglo a ella. 

Las resoluciones del Gran Jurado y la dcclaraci6n, en 

su caso de la Cámara de Diputados, son inatacables. 

Se concede acción popular para denunciar ante la Cámara 

de Diputados los delitos comunes u oficiales de los altos 
funcionarios de lü federación~ Cuan<lo la C~mara mencionada 

declare que hay lugar a acusar, nombrará una comisión de su 

seno para que sostenga ante el senado la acusaci6n de que se 

trate. 

El Presidente de la República podrá pedir ante la 

Cámara de Diputados la destitución por mala con<lucta de 

cualquiera d~ los magistrados de Circuito, de los Jueces de 

Distrito, de los Magistrados del Tribunal Superior de 

Justicia del Distrito Federal. En estos casos si la Cámara 

de Diputados primero y la de Senadores después, declaran por 



43 

mayoría absoluta de votos justificada la petición, el 

funcionario acusado quedará privado desde luego de su puesto 

independientemente de la responsabilidad legal en que hubiere 

incurrido y se procederá a r.ueva designación. 

El Presidente de la República, antes de pedir 

las Cámaras la destitución de algún funcionario judicial 

oir~ este en lo privado efecto de poder apreciar 

en conciencia la justificación de tal actitud. 

Pronunciada una sentencia de responsabilidad 

delitos oficiales, no P'Jedc concederse al reo, la gracia 

indulto. 

por 

de 

El articulo 113, nos señala que s6lo podrá pedirse o 

exigirse responsabilidad por delitos o faltas oficiales, 

durante el periodo en que el funcionario ejerza su cargo 

dentro del año siguiente; el artículo 114, previene que en 

demandas del orden civil no hay fuero ni inmunidad para 

ningGn funcionario pGblico. (34) 

Resumiendo, se puede decir que la Constitución de 1917, 

repiti6 las ideas expresadas en la Constituci6n de 1857, pero 

se apartó de otras, mejoró su redacción, estableció una 

distinción en cuanto al procedimiento según se trate de 

delitos del orden común o delítos oficiales. Respecto a los 

primeros, el principio de igualdad ante la ley y la 

prohibición de tribunales especiales, somete a los 

funcionarios a los jueces del orden común como a cualquiera 

otro ciudadano. 

Por lo que se refiere a los delitos oficiales, son 

(34) Raúl F. C§rdenas. Oo. Cit. p. 25 



'- . ___ _ 

44 

juzgados no por los tribunales del orden común, porque 

evidentemente quedan fuera de la naturaleza de los hechos 

sometidos al conocimiento de estas autoridades y se ha 

establecido que los juzgue el Senado mediante el siguiente 

procedimiento. La Cá~ara de Diputados hace la acusaci6n a la 

de Senadores, que dicta la sentencia previos los tr§.mites 

ordinarios de todo proceso como son oir al acusado y 

practicar todas las diligencias necesarias para comprobar su 

responsabilidad. 

Finalmente, se hace hincapié en la necesidad de que los 

delitos cometidos por los funcionarios y empleados públicos, 

cualquiera que sea la falta en que incurran, sean juzgados 

por el juicio popular. 
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1.6.1.- REFORl1AS AL ARTICULO 111 CONSTITUCIONAL DE 20 DE 
AGOSTO DE 1928. 

La reforma en cuesti6n, tan sólo consisti6 en modificar 

el tercer p&rrafo del artículo 111 constitucional, ·el cual 

al expedirse la Constituci6n de 1917 señalaba: 

"En los casos de este artículo y en los del anterior, 

las resoluciones del Gran Jurado y la declaración, en su 

caso, de la C&mara de Diputados, son inatacables". ( 35) 

Con la reforma publicada el 20 de agosto de 1928, quedo 

como sigue: 

"En los casos de este artículo y en los del 109, las 

resoluciones del Gran Jurado y la declaraci6n, en su caso, de 

la C.!imara de Diputados, son inatacables". (36) 

El motivo de la reforma, que precisar el art!culo donde 

se hace menci6n a los delitos del orden coman cometidos por 

el empleado público durante su cargo; es decir, fue una 

reforma de técnica legislativa, ya que el articulo 110 hacia 

referencia a dichos delitos pero en relaci6n al no goce de 

fuero constitucional de altos funcionarios de la Federaci6n 

que incurr!an en esos actos u omisiones. 

Asimismo, se adicioncS el siguiente párrafo: 

El Presidente de la República podr~ pedir ante la 

Cámara de Diputados la destituci6n por mala conducta, de 

(35) Constituci6n Política de los Estados Unidos Meixcanos. 
~ p.p. 125-130. 

(36) Reforma Publicada en el Diario Oficial del 20 de agosto 
de 1928. 
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cualquiera de los Ministerios de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, de los Magistrados de Circuito, de los Jueces 

de Distrito, de los Magistrados del Tribunal Superior 

de Justicia del Distrito Federal y de los territorios. En 

estos casos, si la C&mara de Diptuados, primero, y la de 

Senadores despu~s, declaran por mayor1a absoluta de votos 

justificada la petici6n, el funcionario acusado quedar& 

privado desde 

responsabilidad 

luego de su puesto, independientemente 

legal en que hubiere incurrido, 

proceder~ a una nueva designaci6n. {J7) 

de la 

y se 

El constitucionalista Jorge Carpizo ha señalado 

respecto 

Judicial 

de esta reforma que: "la destituci6n del Poder 

establecido en el artículo 111 vulnera la 

independencia del citado poder y pone sobre su cabeza la 

espada que puede caer a voluntad del presidente 11
• Por lo que 

propuso: "dichos p~rrafos deben desaparecer dentro de nuestra 

Constituci6n, si queremos reforzar la autonomía de 

poder judicial•. 

nuestro 

(37) Jorge Carpizo. El 
Edici6n. Editorial 
p. 227. 

Presidencialismo Mexicano. la. 
Siglo XXI. México, D.F., 1979. 
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1.6.2.- LEY DE RESPONSABILIDAD DE LOS FUNCIONARIOS Y 
EMPLEADOS DE LA FEDERACION Y DEL DISTRITO FEDERAL DEL 
21 DE FEBRERO DE 19~0. 

Siendo Presidente de la República Lázaro Cárdenas, se 

expide la Ley de Responsabilidades de los Funcionarios y 

empleados de la Federación del Distrito Federal y de los 

Altos Funcionarios de los Estados, la cual entra en vigencia 

el 21 de Febrero de 1940, reglamentando el Título IV de la 

Constituci6n de 1917. Cabe destacar, ,que desde la expedición 

de la Carta Magna, no se hab!a dictado ninguna Ley 

de Responsabilidades cor:io lo señalaba su artículo 111. 

En el Título Primero, hace referencia a que es 

aplicable a los funcionarios y empleados de la Federaci6n del 

Distrito y Territorios Federales, así como a los Gobernadores 

de los Estados y a los Diputados locales. 

Los delitos de los altos funcionarios, en los términos 

de la Ley en cueeti6n eran, conforme al artículo 13: 

a) El ataque a las instituciones democráticas. 

b) El ataque a la forma de gobierno republicano 

representativo federal. 

c) El ataque a la libertad de sufragio. 

d) La usurpaci6n de atribuciones. 

e) La violaci6n de garantías individuales. 

f) Cualquiera infracci6n a la Constitución o a las leyes 

federales, cuando causen perjuicios graves a la Federación 

o a uno o varios Estados de la misma, o motiven algGn 

trastorno en el funcionamiento normal de las instituciones. 

g) Las omisiones de carácter grave, en los términos 

fracci6n anterior. 

de la 

El licenciado Gilberto Vargas L6pez citado por Burgoa 
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Orihuela señala al respecto que: en la Ley 

de Responsabildiades de 1940 se trata en forma desigual a los 

altos funcionarios de la Federaci6n, porque los hechos 

comprensivos de los delitos oficiales de los funcionarios y 

empleados de la Federación no establecidos en el artículo 2~ 

a que se refiere el artículo 18 no podían ser cometidos por 

los altos :uncionarios de la Federación, a más de que la 

misma 
otra 

ley acentúa 

categoría de 

la desigualdad señalando para una y 

funcionarios públicos una penalidad 

diferente grave, severa para los que no eran Secretarios del 

Despacho, Ministros de la Suprema Corte, Procurador de la 

República o Senador o Diputado al Congreso de la Unión y leve 

para los anterio:'.'mente señalados auspiciándose su impunidad 

al ser sometidos al sistema de veredicto de jurado aun cuando 

hubiesen cometido un delito del orden común que aparentemente 
est:i. señalado como oficial•. {38} 

Los delitos oficiales de los funcionarios y empleados 

de la Federación y del Distrito y Territorios Federales que 

no fueran contemplados en el articulo 2! de la ley comentada, 

se enumeraban en el artículo 18 que contenía setenta y dos 

fracciones de las cuales mencionaré algunas de ellas, por su 

importancia: 

"Fracci6n VII.-Coaligarse para tomar medidas contrarias 

a una ley, reglamento o cualquiera otra disposici6n de 

carácter general o impedir su ejecuci6n o para hacer dimisión 

de sus puestos con el fin de impedir, entorpecer o suspender 

la administración pública en cualquiera de sus ramas. 

Fracci6n VIII.- Solicitar indebidamente dinero o alguna 

dádiva o aceptar una promesa para sr o para cualquiera otra 

{38} Ignacio Burgoa Orihuela. Derecho Constitucional Mexicano 
Editorial Porrúa, S.A. México, D.F. p.p. 119-120. 
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persona por hacer algo justo o injusto, o dejar de hacer algo 

justo relacionado con sus funciones. 

Fracción X.- Ejercer violencia sin causa justificada, 

en el ejercicio de sus funciones o en el desempeño de su 

cargo, a 

diligencia; 

resoluciones 

cualquiera persona que intervenga en 

vejar la o insultarla, o l".!mplcar en 

alguna 

sus 

términos injuriosos u ofensivos contra alguna 

de las partes, perso:ias o autoridades que intervengan en el 

asunto de que se trate. 

Fracción XXVII.-Distra.:?r <le su objeto vara usos propios 

o ajenos, el dinero, valores, fincas o cualesquiera otras 

cosas perteneciente a la Federación, al Distrito Federal o 

algún territorio o a un Estado, a un Municipio o 

un particular, si los hubiesen recibido por raz6n de su 

encargo, en administración, en depósito o por cualquiera otra 

causa. Es aplicable la disposición anterior, a toda persona 

encargada de un s~rvicio públi:..:o, aunque sea en comisión por 

tiempo limitado y no tenga el carácter de funcionario. 

Fracción LXII.- Desempeñar algún otro empleo oficial o 

un pue5to o cargo particular que la ley le prohiba. 

Fracción LXVIII.-Ejccutnr actos o incurrir en omisiones 

que produzcan daño o concedan alguna ventaja indebida a 

alguno de los interesados, o a cualquiera otra persona. 

Fracción LXX.-Retardar o entorpecer maliciosamente o 

por negligencia o descuido, el despacho de los asuntos de su 

competencia". (39) 

(39} Ley de Responsabildiades de. los Funcionarios y Enipleados 
de la Federación del Distrito y Territorios Federales y 
de los Altos Funcionarios de los Estados. Publicada el 
21 do Febrero de 1940. 
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La Ley en mención establecía en su artículo 19, en once 

fracciones, las sanciones que eran aplicables, entre otros, 

a los delitos enumerados y comparados con anterioridad; las 

sanciones eran: 

1} Prisión que iba desde un mínimo de tres dí.as hasta 

un m&ximo de doce años, según la gravedad del delito 

cometido. 

2) Multil desde cincuenta p~so~3 hasta dos mil peso::;. 

3} Destitución del empleo, ~argo o comisión que 

ejerciera el funcionario o empleado infractor. 

4) Suspensión del empleo por un míni~o de un mes y un 

m~ximo de un año. 

5) Inhabilitación por un mínimo de dos y un máximo de 

seis años. 

El procedimiento 

Responsabilidades tle los 

contemplado 

Funcionarios y 

por la Ley de 

Empleados de la 

Federación, del Distrito y Territorios Federales, y de los 

Altos Funcionarios de los Estad.os: respecto de los delitos y 

faltas oficiales de los altos funcion,;irios de la Federación 

iniciaba con la integración de secciones instructoras del 

Gran Jurado y de la propia comisi6n instructora, misma que 

tcn!an la facultad de hacer comparecer tanto al acusador como 

al acusado para examinarlos sobre los hechos relativos a la 

acusación, i la de practicar las diligencias que egtimaran 

conducentes para obtener la 

circunstancias que determinaran la 

altos funcioanrios de la Federación 

comprobación de las 

responsabilidad de dichos 

y de los Estados. 

Acto seguido la Cámara de Diputados se erig!a en Jurado 

de Acusación otorgándose la oportunidad al acusado y su 

defensor para hacer uso de la palabra en su defensa; de igual 

forma la Cámara de Senadores pod1a erigirse en Jurado 

d.e Sentencia cuyo papel consistía en emitir el 
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veredicto final, qu~ podía ser absolutorio o condenatorio; en 

este este Gltimo caso, se remitía al acusado a disposición de 

la autoridad judicial competente para que lo juzgarán. 

Los veredictos que emitían los Jurados de acusación 

y de sentencia eran inatacables, por lo que no procedía 

contra ellos recurso alguno. En cambio la sentencia que 

dictaba la autoridad judicial en los términos ya expuestos, 

era recurrible en la vía de amparo en cuanto a la sanci6n que 

fuera impuesta al funcionario. 

Por los que se refiere al procedimiento respectivo de 

los delitos y faltas oficiales de los demás funcionarios y 

empleados de la Federación del Distrito y Territorios 

Federales, éste se iniciaba en forma ordinaria con arreglo a 

las disposiciones del C6digo de Procedimientos Penales que 

fuera aplicable en cada caso, es decir, el Federal, el 

Militar o el del orden Común. En el caso de los delitos que 

no ameritaran sanción corporal, o de faltas, y una vez 

practicadas las diligencias que fuesen necesarias, el juez 

mandaba a citar al funcionario o empleado incuJ.p,1do para 

tomarle su declarací6n preparatoria; y en los casos en au~ 

el juez decretara la liberta·a del acusado, por falta. de 

elementos para su formal prisi6n, se comunicaba ~icha 

resoluci6n a la autoridad de quien dependienra su 

nombramiento, para que aquél continuara en el ejercicio de 

sus funciones, caso contrario, le transcribía el auto de 

formal prisión, para que el infractor continuara separado del 

desempeño de su cargo y quedara a disposici6n del Juzgado, 

hasta la legal terminación del proceso. 

Una vez terminado el proceso y formuladas las 

conclusiones del Ministerio PGblico y del acusado y de su 

defensor, el juez remitía el expediente al Jurado 

de Responsabilidades Oficiales de los Funcionarios y 
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Empleados PGblicos que correspondiera. 

En consecuencia se establecieron dos clases de jurados: 

A) Jurado Federal y de Responsabildiudes Oficiales <le los 

Funcionarios y Empleados de la FeCeración, en cada uno de 

los lugares en que se residlcran JuzgJdos de Distrito con 

jurisdicción en materia penal. 

B) Jurado de Responsabilidades Oficiales de los Funcionarios 

y Empleados del Distrito y 'l'erritorios Federclles en cada 

uno de los Partidos Judiciales en que se residieron Cortes 

Penales o Jueces de Primera Instancia en materia penal, 

dentro de aquellas jurisdicciones. 

Los Jurados de responsabilidades indicados, 

componían de siete individuos, que podían ser: 

- Un representante de los servidores públicos, de 

Federación del Distrito Federal, Territorio o Estado. 

- Un representante de la prensa. 

se 

la 

- Un profesionista perteneciente a cualquiera de las 

profesiones liberales, que 

empleado público. 

- Un profesor. 

- Un obrero. 

- Un campesino, y 

no fuera funcionario, ni 

- Un agricultor, induHtrial o comerciante. 

~..os requisitos para ser miembro del Jurado de 

Responsabilidades eran: 

- Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno goce de sus 

derechos; 

- Saber leer y escribir, y 
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- Ser vecino del lug~r, dolegaci6n o mur1icipalidad en que 

radicar u ~l Ju:gatlo de Distrito d del Orden Común .:¡ue. haya 

instruido el. proceso, ~on jurisdicción propia. 

Asimismo. se regulaba la int~sraci6n d~l Jurado Pc?ula:r 

Federal conío:rmc J la Ley Org.'.inica del Poder Judicial je la 

Federación, misino que Sf! componLl de lu!:> r8pr~:?.sent<J.ciont=-s que 

se formilLd:1 p1:..~via elaboración cic l!.~;tas de jurados. 

El Jurado de Rcsponsab i. l idadcs Oficiales de los 

funcion irios y empleados de Ll Federación, tenía competencia 

para conocer: 

1) De lon delitos oficialc~ que aparecíun definidos en el 

artículo 18 Je la propia ldy, 

2) De las falt.:is oficiales que s12 n:t'!ncionaban en los 

artículos 20 y 21 de esa misma ley. 

Por su parte, el Jurado J~ responsabilidad~s oficiales 

de los funcionu.rios y cmpleaJo.3 del Diatrito y Territorios 

Fedcr~lcs, te~ru. competencia para conocer: 

1) De los delitos oficiales mencionados anteriormente, en el 

artículo 18 de la misma ley, cuando fueru.n cometidos por 

funcionarios y empleu.do.s de dichas jurisdicciones. 

2) De las faltas ofici~lcs J~ l'l~ µrupias tuncior1arios y 

empleados, definidas y sanciorlM1aspor ·~l a!'tículo 21 de la 

I.ey de referencia. 

Por otro lado, el artículo 21 de la lt~y de la materia 

definta a las faltas oficiales do los funcionarios y 
empleados, como aquellas intraccionns y omisiones cometidas 

por éstos, en el desempcilo de sus funciones y que no fueran 
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conceptuadas como delitos por ella misma; dichas faltas eran 

sancionadas en la forma que dcterminctru.n las leyes y 

reglamentos respectivos. El artículo 22 ordenaba que eran 

aplicables las reglas co1\signadas ~n el C6digo Penal que 

regía en esa époc.i, en todo aquello que no pugnara con l.ls 

disposiciones de 1,1 Ley en comcntn:.·io. En cstd forma r~l 

Código Penal tenía aplicación supletoria, .J. fin de evitar 

lagunils jurídici1s o vacíos que impidieran una adecuada 

aplicación. 

En el c:ipítulo sexto, marca las causds y formas dp 

remoción dt:! los funcionnrios judiciales, cuando alguno 

cometía algún delito o falta oficial, el Presidente de la 

República, de acuerdo con el p5.rr3fo final del artículo 111 

Constit.ucionL1l podrá pedi1· '"'n te la Cámara de Diputados, la 

destitución de cu.:tlquiera <le los funcionarios del Poder 

Judicial. 

En cu"1nto ill Enriqu~::!cimiento inexplicable de los 

· funcion,1rios y Bmpleados públicos nos dice esta Ley que 

durante el t.i.~::ipo en qu'~ un funcionario o empleado público se 

encuentre en el desempeño dL? su encargo, o una vez 

separado de él, si éste 5e encontrara en posesión de bienes, 

sea o por si o por interp6sita µersona, que sobrepasen 

notoriamente a sus poaibilidu.des económicas, tomando en 

considcraci6n sus e ircunstilncias personu.lcs y la cuantía de 

dichos bi ~neo; 1->n realción con el importe de sus ingresos 

sus ingresos:YJ sus g.:ist;0~ ,)rdin¿1rio.s dando motivo n presumir 

fundamente falta de propiedad en stt actuación t!n el carqo que 

desempeñe, 

Distrito 

entonces el Ministerio PGblico Federal o 

bien st?rá por denuncia de oficio, i.niciarct 

del 

investic3ación respecto a la procedencia de dichos bienes, ,,. 
inst,1ndo al funciona.rio o emple..ido de qm~ se trate olJligado a 

justificar que es legítima. 
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Una vez practicadas las investigaciones y diligencias 

necesarias y si el funcionario ha procedido con notoria falta 

de probidad, el Ministerio PGblico hará la 

Juez correspondiente, para que ante él 

legitima procedencia de los bienes, o 

hacerlo, el propio Juez abra en su 

respectivo. 

consignaci6n al 

se justifique la 

para que de no 

caso el proceso 

Al servidor pGblico inculpado se le efectuará el 

aseguramiento de los bienes cuya legítima procedencia no 

haya µodido justificar y el Juez respectivo, ordenar§ que 

pasen éstos al dominio de la Naci6n o del Distrito Federal, 

segGn su caso. Salvo que un tercero lo reclame y justifique 

la legítima propiedad de ellos, en cuyo caso el Juez dejará 

a salvo sus derechos para que scñn ejercitados en la vía y 

términos que correspondan, más si el funcionario o empleado 

justificare la legitima procedencia de los bienes en 

cuestión, el Juez mandará levantar el aseguramiento que 

sobre ellos hubiere y devolverlos al interesado. 

El artículo 110, de la Ley en menci6n señala que todo 

funcionario o empleado público antes de tomar posesi6n de su 

cargo y al dejarlo, hará una protesta de manifestación de 

decir la verdad ante el Procu'rador General de la República o 

del Distrito Federal, segOn corresponda, de sus bienes tales 

como propiedades raíces, depósitos en numerario, acciones 

de sociedad, bonos, et.e.; con el fin de que en un momento 

dado, autoridad competente estuviera en aptitud de comparar 

el el patrimonio del funcionario o empleado antes de 

haber tomado posesión del cargo, durante el tiempo que estuvo 

en él o cuando haya dejado de desempeñarlo. 
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1.6.3.- REFORMAS AL ARTICULO 111 CONSTITUCIONAL DE 21 DE 
SEPTIEMBRE DE 19114. 

La presente reforma, agregó el siguiente párrafo al 

artículo 111 constitucional: 

El Presidente de la RepGblica, antes de pedir a las 

C~maras la destitución de algGn funcionario judicial, oirá 

a éste, en lo privado, a efecto de poder aprecü1r en 

conciencia la justificación de tal solicitud. (40) 

El motivo de la adición del anterior párrafo, tiene su 

fundamento en el artículo 14 constitucion~l, que consagra la 

garantía de audiencia, a efecto de no violar el derecho del 

funcionario judicial acusado. Considero, que las adiciones 

al precepto constitucional en cuestión, trataron de 

especificar el procedimiento de destitución de los 

funcionarios del Poder Judicial, olvidando también que son 

funcionarios pGblicos. 

Actualmente, el artículo 110 constitucional enpecifica 

quienes podrán ser sujetos de juicio político incluyendo a 

los miembros del Poder Judicial, corno lo comentaremos 

en incisos más adelante. 

(40) Reforma publicada en el Diario Oficial del 21 de 
Septiembre de 1944. 
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1.6.4.- LEY DE RESPONSABILIDAD DE LOS FUNCIONARIOS Y 
EMPLEADOS DE LA FEDERACION DEL DISTRITO FEDERAL Y DE 
LOS ALTOS FUNCIONARIOS DE LOS ESTADOS DEL 4 DE ENERO 
DE 1980. 

Dentro del sexenio de 1976-1982 correspondiente al 

gobierno 

denominada 

del Lic. ~losé L6pez Portillo, se llevó a cabo la 

Reforma Administrativa, la cual tuvo entre otros 

propósitos lograr !a eficiencia y la honestidad en la 

administración pública; en ese sentido, se expide la ley de 

Responsabilidades de los Funcionarios y Empleados de la 

Federación del Distrito Federal y de los Altos Funcionarios 

de los Estados del 27 de Diciembre de 1979. 

La mencionada ley retomó algunos lineamientos de su 

antecesora de 1940, pero también dispuso algunas modalidades 

encaminadas a simplificar y hacer más claro y expedito, el 

procedimiento para fijar responsabilidades a los empleados 

pGblicos que fueran responsables por la comisi6n de delitos 

comunes y por delitos y faltas oficiales, durante su eucargo 

o con motivo del mismo. 

El 'l"ítulo Primero establecía que los funcionarios y 

empleados públicos serían responsables por los delitos 

comunes y por los delitos y faltas oficiales que cometieran 

durante su encargo o con motivo del mismo: dando la misma 

clasificación de los sujetos mencionados en la Ley 

de de Responsabilidades de 1940 a los delitos oficiales 

lo~ concibió como aquellos actos u omisiones que cometieran 

durante su encargo o con motivo del mismo, que redundaran en 

perjuicio de los intereses públicos y del buen despacho, 

señalando las siguientes situaciones: 

l.- El ataque a las instituciones democráticas. 

2.- El ataque a la forma de gobierno republicano, 
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3.- El ataque a la libertad de sufragio. 

4.- La usurpación de atribuciones. 
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s.- Cualquiera infracción la Constitucion o a las 

leyes federales, cuando causaran perjuicios graves 

a la Federación o a uno o varios Estados de la 

misma, o motivaran algún trastorno en el 

funcionamiento normal de las instituciones. 

6.- Las omisiones de carácter grave, en los términos 

del punto anterior. 

7 .- Las violaciones sistemáticas a 

individuales y sociales. 

las garantías 

8.- Actos u omisiones en perjuicio de los intereses 

pGblicos 

tuvieran 

disposición 

comunes. 

y del buen despacho siempre que no 

carácter delictuoso conforme a otra 

legal que los definiera como delitos 

Por su parte, las faltas oficiales las defini6 como 

aquellas infracciones que afectaban de manera leve los 

intereses públicos y del buen despacho y que no trascendian 

al funcionamiento de las instituciones y del Gobierno, en que 

incurrieran los funcionarios o empleados durante su encargo o 

con motivo del mismo. 

Cabe resaltar que la responsabilidad por delito y 

faltas oficiales sólo podía exigirse durante el período en 

que el funcionario ejerciera su encargo y se extcndia hasta 

un año después, operando la prescripción de la acci6n penal, 

en tanto los delitos comunes se regí.a por las reglas 

establecidas en el C6digo Penal. 

El procedimiento referente a los delitos oficiales de 

los empleados públicos que estuvieran en ejercicio, lo 

conocía el Senado erigido en Gran Jurado, pero no podía 
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abrirse la averiguación sin la acusación de la Cámara de 

Diputados. Si la Cámara de Senadores declaraba, por mayoría 

de las dos terceras partes del total de sus miembros después 

de que practicara las diligencias que estimara convenientes 

y de oír al acusado, que este era culpable, entonces quedaba 

privado de su encargo por virtud de tal declaración e 

inhabilitado para obtener otro por el tiempo que determinara 

la propia ley. Cuando el mismo hecho tuviera señalada otra 

pena, después de declarada la culpabilidad por el delito 

oficial, el acusado quedaba a disposición de las autoridades 

comunes, para que lo juzgaran con arreglo a ella. 

La sanción a que se hacía acreedor el empleado pGblico 

por la comisi6n de los delitos oficiales consistia en la 

destitución del cargo y la inhabili tació11 por un término no 

menor de cinco años ni mayor de diez años. 

En el caso de las faltas oficiales de los funcionarios 

que no gozaban de fuero, se sancionaban con la suspensión 

del cargo por un término no menor <le un mes, ni mayor de seis 

meses o inhabilitación hasta por un año para obtener 

otro cargo. 

Por lo que hace a los delitos comunes, para proceder 

contra los funcionarios dotados de fuero constitucional, 

la CSmara de DiPutados erigida en Gran Jurado declaraba, por 

mayorta absoluta de votos, del número total de miembros que 

la formaran, si había o no lugar a proceder contra el 

acusado; en caso negativo no habría lugar a ningún 

procedimiento pero tal declaración no sería obstáculo para 

que la acusación continuara su curso cuando el acusado 

hubiese dejado de tener fuero; en caso afirmativo, el 

acusado quedaba separado de su encargo y sujeto, desde luego, 

a la acci6n de los trióun~les comunes, a menos que se tratara 

del Presidente de la República pues, en tal caso, s6lo habr~ 
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lugar a acusarlo ante la C~mara de Senadores, 

tratara de un delito oficial. 

como si se 

Los funcionarios y empleados pGblicos que no gozaran de 

fuero ser!an juzgados por los Tribunales Penales competentes, 

incolindose 

arreglo a 

Penales 

las 

los procedimientos en la forma ordinaria y con 

disposiciones del C6digo de Procedimientos 

aplicable 

delitos comunes. 

en cada caso, cuando aquellos cometieran 

Se estableci6 un Jurado popular que conocía 

de los delitos o faltas oficiales de los demás funcionarios 

y empleados que no gozaran de fuero, quienes eran juzgados en 

los términos que para los delitos de imprenta establecía el 

artículo 20 Constitucional. 

El Titulo Segundo indicaba el procedimiento que debla 

seguirse respecto de los funcionarios que gonzaran de fuero. 

Su Capítulo I se ocupaba de la integración de las secciones 

Instructoras del Gran Jurado; el Capítulo II señalaba el 

procedimiento en los casos de delitos comunes, observándose 

que se modificó la denominación de alto funcionario 

utilizaba la ley de 1940, a la de funcionario con fuero; 

Capítulo III establecía las reglas aplicables para que 

que 

el 

la 

Cámara de Diputados se erigiera en Jurado de Acusaci6n, pero 

todas las acusaciones o denuncias por delitos o faltas 

oficiales de los funcionarios que gozaran de fuero y fueran 

presentadas en dicha Cámara debían pasar primero a las 

comisiones de Gobernación y Puntos Constitucionales y la de 

Justicia, para que dictaminara si el hecho atribuído era 

delito o falta oficial, si el acusado estaba comprendido 

entre los funcionarios que go:aran de fuero y si la 

motivación de la queja justificaban el procedimiento, en cuyo 

caso se turnarían a la Seccción Instructora del Gran Jurado. 

En la fracción II del artículo 38 de la ley en cuestión 

se cambio la palabra culpabilid~d que utilizaba la ley 
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antecesora, por la de responsabilidad; el Capítulo IV 

se referia a los trámites referentes a los veredictos que 

emitieran los Jurados de Acusaci6n y de Sentencia, para lo 

cual se requería que lu Sección Instructora correspondiente 

emplazara a la comision de Diputados encargada de la 

acusaci6n, turnandolo después, u la secretaria de la Cámara 

de Senadores y una vez erigida ésta en Jurado de Sentencia, 

se citaba a la comisión de Diputados designada para tal 

efecto y al acusado para darles a conocer el dictamen 

respectivo, los veredictos de los Jurados de Acusación y de 

Sentencia eran inatacables; s6lo era recurrible la via de 

amparo en cuanto a la sanción que le fuera impuesta 

al funcionario infractor; el Capítulo V consignaba 

disposiciones generales que mencionaban los trámites a que 

debían sujetarse las acusaciones. 

Por su parte el Titulo Tercero detallaba el 
procedimiento que debía seguirse en los delitos y faltas 

oficiales de los funcionarios y empleados que no gozaran de 

fuero. El Capítulo 1 se refer!a a la icoaci6n del 

procedimiento en los casos de delitos o faltas oficiales que 

fueran imputados a funcionarios y empleados que no gozaran de 

fuero, mismo qu~ se instauraba en la forma ordiflaria, con 

arreglo a las disposiciones del C6digo de Procedimientos 

Penales aplicables en cada caso. El Capítulo 11 bajo el 
título de disposiciones generales, disponía algunas medidas 

relacionadas con los emolumentos que percibiría el 

funcionario o empleado acusado, quien quedaba separado de su 

cargo hasta la legal terminación del proceso, cubriéndosela 

una parte de su sualdo que no de berra e:-cceder del 50%, a 

juicio de la autoridad de quien dependiera el nombramiento; 

el funcionario o empleado acusado por delito o falta oficial 

disfrutaba del beneficio mencionado hasta que se dictara 
sentencia conforme a la propia ley. 
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El Título Cuarto mencionaba las reglas para la 

integración del Jurado de Responsabilidades Oficiales de los 

Funcionarios y Empleados Públicos por Delitos o Faltas 

Oficiales. En el Capítulo se establecía el Jurado Popular 

asignándole 

empleados de 

la atribución de juzgar a los funcionarios y 

la Federación y del Distrito Federal que 

no gozaran de fuero, atendiendo a las reglas que contenía el 

artículo 20 fracción VI de la Constitución; establecieron, al 

igual que en la ley de Responsabilidades de 1940, dos 

jurados: Jurado de responsabilidad~s Oficiales de los 

funcionarios y Empleados de la Federación, por cada uno de 

los Juzgados de distrito con jurisdicción en Materia Penal, 

en cada lugar en que éstos residieran; y un Jurado de 

Responsabilidades Oficiales de los Funcionarios y Empleados 

del Distrito Federal, por cada uno de los Juzgados de Primera 

Instancia en Materia Penal del Distrito Federal; se efectu6 

una adición para que la interpretación competencia y 

procedimiento de dichos Jurados de Responsabilidades se 

sujetaran a las disposiciones del Capitulo II, a los Códigos 

de Procedimientos Penales respectivos y a las Leyes Orgánicas 

del Poder Judicial de la Federación y de los Tribunales de 

Justicia del Fuero Común del Distrito Fetleral. 

El Capitulo II fijaba 

Jurado de 

la competencia de los Jurados 

Responsabilidades de los asignándole al 

Funcionarios y Empleados de la Federación, competencia para 

conocer, exclusivamente, de los delitos y faltas oficiales 

cometidos Por funcionarios y empleados públicos que no 

gozaran de fuero; y al Jurado de Responsabilidades de 

Funcionarios 

para conocer, 

y Empleados del Distrito Federal, competencia 

exclusivamente, de los delitos y faltas 

oficiales que fueran cometidos por funcionarios o m;ipleados 

del Departamento del Distrito Federal; los veredictos que 

emitieran estos jurados eran inatacables. 
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El Título Quinto tenía el rubro de Disposiciones 

Complementarias. El Capítulo I disponía las medidas para la 

remoci6n de los funcionarios judiciales y el Capítulo II se 

refería a las investigaciones sobre el enrequecimiento 

inexplicable de los funcio11drios y empleados pGblicos. 
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1.6.5.- REFORMAS AL TITULO IV CONSTITUCIONAL QUE COMPRENDE 
LOS ARTICULOS DEL 108 AL 11~. DEL 28 DE DICIEMBRE DE 
1982. 

Como pudimos observar en el apartado anterior, la idea 

de lucha y combate contra la corrupci6n arranca desde que 

somos pa!s independiente, aunque la corrupci6n date de épocas 

anteriores a nuestra independencia. Como la lucha por la 
corrupci6n muchas veces se utiliza exclusivamente como 

bandera de campañas políticas, hubo necesidad de crear 

un programa que permitiera darle contenido, fuerza y realidad 

a este compromiso y que se denomin6 programa de "Renovaci6n 

Moral de la Sociedad". 

Este programa de renovaci6n moral significa que el 

derecho, debe reflejar en las normas jurídicas fundamentales 

su ~s di~fana expresi6n dentro del servicio público. 

Para lograr poner en marcha este programa y combatir la 

corrupci6n, se precisaron varias acciones en diversos campos. 

se refiere a los cambios jurídicos que La primera 

permitieron al gobierno tener los instrumentos necesarios 

para actuar en todos los ámbitos de la vida nacional. 

En atenci6n a lo anterior, el Presidente de la 

Reptlblica envi6 al Congreso de la Unión, diversas propuestas 

legislativas que una vez discutidas y modificadas fueron 

aprobadas y pasaron a ser leyes a partir de enero de 19 B 3. 

Entre las acciones más 

legislativa se encuentran: 

Se modific6 el Titulo 

importantes en materia 

Cuarto Constitucional para 

adecuarlo a la situaci6n real del país, permitiendo que su 

normatividad estuviese en congruencia con las exigencias 
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sociales. Este nuevo Título permite la estructuración de un 

orden jurídica para el servicio público, estableciendo con 

claridad y haciendo la diferenciaci6n entre las 

responsabilidades politicas, penales y administrativas que 

son obligaciones comunes a todo servidor público. 

"La iniciativa propone avanzar en el tratamiento a que 

est:in sujetos los servidores públicos. Las bases 

constitucionales son insuficientes para garantizar que los 

empleos, cargos o comisiones en servicio público subordinen 

el interés particular a los intereses colectivos superiores 

de de la sociedad. Si queremos esas garantías, tenemos que 

renovar esas bases. Hay que establecer las normas que 

obliguen con efectividad al servidor pGblico con la sociedad, 
para que sus obligaciones no se disuelvan y para que el 

comportamiento honrado prevalezca. Se necesitan bases nuevas 

por las que la sociedad recurra al Derecho y no se vea 

forzada a quebrantarlo para obtener del gobierno lo que en 

justicia le corresponde; para que las recursos econ6micos 

nacionales aumenten el bienestar del Pueblo". (41) 

Este titulo Constitucional, de la "Responsabilidad de 

los Servidores Públicos" que contiene los articulas del 108 

al 114 fue reformado segun decreto publicado en el Diario 

Oficial de la Federación del 28 de Diciembre de 1982, en el 

cual se introdujeron nuevos conceptos, entre los que se 

encuentran: 

En primer lugar, se cambió el concepto de 

público por el de servido:: público. 

funcionario 

(41) Colección Documentos. LIII Legislatura, Proceso 
legislativo de la iniciativa presidencial de refor:-nas y 
adiciones al título cuarto y demás de la Constitu~ión. 
p. 67. Edit. Talleres Gráficos. 
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Este cambio realizado por nuestros legisladores, al 

establecer un concepto genérico, es decir, el de servidor 

público público y evitar el de empleado o funcionario 

público, tienden a eliminar las discusiones bizantinas en 

cuanto a estas dos últimas denominaciones no estaban 

plenamente clasificadas y detalladas, lo cual ocasionaba 

diversas confusiones, al tratar de encuadrar a las personas 

relacionadas en una de ellas. Asimismo, obedece al 

prop6sita de aplicar un criterio igualitario y que no fue 

el que inspir6 al Constituyente de 1917. Al respecto, el 

diputado Antonio Gershenson con motivo de la discuci6n del 
artículo 108 Constitucional indicó: Mse ha pretendido 

considerar obsoleta la categoría de funcionario público y 

sustituirla por la de servidor público; el artículo 108 

define lo que se en tiende por ésta ••• o sea, que la 

modernizaci6n supera la obsolencia, aquí consiste en que el 

mismo grado de lealtad que le debe un Secretario de Estado 

al Presidente, se la debe el que barre la Secretaría de 

Estado: se les pone con el mismo nivel de responsabilidad al 

que está escribiendo a máquina, que al que est~ tomando 

decisiones; se coloca a todos en ·la misma cateogría de 

servidores Públicos sin ninguna distinción". (42) 

Por otro lado, es necesario hacer notar que la 

denominaci6n de servidor público, conlleva a incurrir en el 

error comGn deconsiderar que la función pública se refiere 

únicamente a la creación y gestión del "servicio público", 

olvidando las relaciones laborales que se dan en el desempeño 

de la misma, así como aquellas 
0

actividatles que ejecuta el 

funcionario y que no des~mbocan necesariamente 

satisfacción directa de la colectividad. 

en 

(42) Colección Documentos LIII Legislatura. Op. Cit. p. 67. 

la 
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Es indiscutible que aGn con el cambio de denominación, 

no se puede igualar a todas las personas que colaboran de 

alguna manera con el Estado, pues aún dentro de sus 

actividades unos se caracterizan por expresar y participar en 

la formación y ejecuci6n del Estado, esto es con capacidad 

para emitir decisiones, en cambio otros no participan en la 

formaci6n y ejecución de la voluntad estatal no toman 

decisiones, y sólo se limitan a realizar una parte de la 

función pública, as! se observa corno acertadamente en el 

art!culo 213 del Código Penal, que al individualizar la 

pena, el juez tiene que tomar en cuenta 

elementos. 

entre otros 

Si el servidor público es de base o funcionario o 

empleado de confianza 

De igual forma "no es posible desconocer que la 

expresi6n 'servidores públicos• responda a una concepción 

altamente autoritaria. Pues en la obra actual en que las 

leyes y corrientes sociales tienden a elevar el rango 

liberario y la dignidad social de las personas, la expresi6n 

•servidores públicos• encierra una idea de subordinaci6n y 

obediencia, que menoscaba la calidad y dignidad de las 

personas y es m&s propia de un Estado totalitario que de un 

Estado de Derecho. El nombre de 'Funcionarios Públicos' 

que presidía a la legislaci6n derogada, tenía solamente un 

rango liberal, e implicaba una condici6n social inherente a 

una categoría de personas, incluso en las manifestaciones rn§s 

simples del lenguaje moderno se eluden las palabras 

'servidor' y 'sirviente', y se austituyen por las más humanas 

de 'traba]ador doméstico' o 'empleado de hogar•. (43) 

(43) Jirnénez Huerta Mariano. Derecho Penal Mexicano. 
Suplemento al Tomo IV de la obra Delitos Cometidos por 
Servidores Públicos. Editorial Porrúa, S.A. 4a. Edici6n 
Mlxico, D.F., 1983. p. B. 
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El artículo 108 Constitucional enumera a quienes debe 

considerárseles como servidor público y establece: 

11 Para los efectos de las responsabilidades a que alude 

este título, se reputarán como servidores públicos los 

representantes de elecci6n popular, a los ministros de los 

poderes Judicial, Federal y Judicial del Distrito Federal, 

los Funcionarios y empleados, y en general a toda persona que 

desempeñe un empleo cargo o comisión de cualquier naturaleza 

en la Administración Pública Fedetal o en el Distrito Federal, 

quienes serán responsables de los actos y omisiones en 

que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones•'. 

(44) 

Como se puede observar, se citan en primer término como 

servidores pfiblico~ a los representantes de elección popular, 

que de acuerdo con nuestro sistema, las únicas autoridades 

federales con tal característica son: El Presidente 

Constitucional 
Diputados y 

de los Estados Unidos Mexicanos y los 
Senadores al Congreso de la Unión. El texto 

Constitucional distingue a las autoridades locales 

excluyéndolas, ya que alude únicamente a las autorjdades 

federales o las del Distrito Federal al señalar: 

en general a toda 

cargo o comisi6n 
Administración Pública 

Federal ••. ". 

persona que desempeñe un empleo, 

de cualquier naturaleza en la 

Federal o en el Distrito 

(44} Diario Oficial de la Federación, de iccha 28 de 
Diciembre de 1982, Decrata de Reformas y Adiciones al 
T1tulo Cuarto Constitucional que comprende de lo~ 
artículos 108 al 114 de la Constitución. 
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Pero aún cuando na se encuentran comprendidos en el 

concepto de servidor público del primer párrafo del artículo 

108. las autoridades locales de elección popular están 

sujetas a responsabilidad oficial, como lo seiiala el párrafo 

tercero del articulo mencionado. 

En segundo lugar, se mencionan como servidores públicos 

los miembros del Poder Judicial Federal, los cuales son: 

Los ministros de la Suprema Co~te de Justicia de la 

Naci6n, los Magistrados de los Tribunales Colegiados y 
Unitarios de Circuito, los Jueces de Distrito, los 

dem~s Funcionarios y empleados adscritos a este poder. 

En tercer término, se menciona a los mcimbros del poder 

Judicial del Distrito Federal. 

Por filtimo se considera como servidores públicos a los 

funcionarios y empleados en general, a toda persona que 

desc~peñe un empleo, cargo o cornisi6n, de cualquier 

naturaleza en la Administr~ción Pública Federal o en la del 

Distrito Federal. 

Como puede observarse, los conceptos Funcionarios y 

Empleados, siguen apareciendo en la Constitución {sin que se 

haya logrado la estandarización pretendida por el 

legislador) , ni en la Carta Fundamental, ni en su Ley 

Reglamentaria se aclara quienes son uno y quienes otros. 

El primer párrafo del artículo en cuesti6n, incurre en 

la omisión de no señalar a l:Js funcionarios y empleados 

adscritos al Poder Legislativo Federal, situación que no 

encuentra otra explicación, que la del descuido del 

legislador, ya que no existe razón alguna para su exclusión. 

L~ Ley de 1982 aluda indirectamente a ellos, al señalar la 
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obligación de establecer las Contralorías Internas de las 

Cámaras, en su artículo 51 y por otra parte el Código Penal 

en su articulo 212 los considera sujetos de los delitos que 

pueden cometer en el ejercicio de sus funciones. 

"Sin embargo, tanto el artículo 108 Constitucional, 

como el artículo 2~ de la Ley califican con la categoría 

de servidor pGblico, a toda persona que desempeñe un empleo, 

cargo o comisi6n de cualquier naturaleza en la 

administración pGblica federal, surgiendo así la duda si 

dentro de 

particulares 

tal 

que 

concepto pueden 

forman parte de 

quedar incluidos los 
Comisiones, Comités, 

Asociaciones o juntas, cuyas funciones son primordialmente 

colaborar y participar con los órganos estatales propiamente 

dichos y sus funciones, as! por ejemplo, las juntas de 

vecinos, Asociaciones de Presidentes, o las diversas 

comisiones, que por cierto, en el Distrito Federal han 

empezado a proliferar, tales como la Comisi6n de Espectáculos 

o Taurina, etc. Tal clase de comisiones normalmente realizan 

funciones de consultoría y asesoria a los 6rganos de 

decisi6n, más como esta redactada la disposici6n 

constitucional, tal parece que tales sujetos quedan incluidos 

en la ley. En mi opini6n, en la forma en que se encuentra 

redactada la disposici6n constitucional, se incluye tal 

categoría de Comisiones, Comités o Juntas que aunque parte de 

sus miembros sean particulares, por el hecho de constituir 

6rganos públicos quedan incorporados en consecuencia a la 

estructura de organización estatal por ende sujetos la 

presente ley, no importando que reciba o no remuneraci6n por 

el desempeño de sus encargos". (45) 

(45) Hamdan Amad Fauzi. Notas Sobre la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos. Vid Revista 
de investigaciones jurídicas. Escuela Libre de Derecho 
México, 1987. p.p. 241 y 242. 
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Asimisrr.o, en el art!culo 108 párrafo tercero se asent6 

el principio general de responsabilidad por el manejo 

de fondos y recursos federales, y se incluyeron a los 

magistrados de los tribunales de justicia locales como 

sujetos a responsabilidad por violaciones al pacto federal y 

a sus leyes, y se extendi6 a los gobernadores de los Estados 

y a los diputados de las legislaturas locales la 

responsabilidad por 

recursos federales, 

la aplicaci6n 

bajo el 

indebida 

supuesto 

de 

de 

fondos 

que 

y 

la 

descentralizaci6n no debe servir de e~cusa para la inmunidad 

de ninguna autoridad que maneja recursos econ6micos de la 

Federaci6n. 

"Por lo que hace al manejo indebido de fondos y 

recursos federales que aportan el centro en apoyo a las 

entidades, una vez que obran en las tesorerías estatales 

pasan a ser fondos propios. Para determinar posibles 

responsabilidades, en respecto de la autonom.ta local, si bien 

el gran jurado hace una declaraci6n de culpabilidad, la 

imposici6n de las sanciones queda a la discreci6n de las 

legislaturas estatales, 

pGblico queda privado 

acierto•. (46) 

mientras ésta se hace, el servidor 

de sus funciones, lo que es un 

La Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos en su art!culo 2~ establece: 

"Son 

. mencionados 

sujetos 

en el 

a esta ley, 

párrafo I 

los 

y 

servidores 

III del 

pGblicos 

articulo 
108 Constitucional y todas aquellas personas que maneJan o 

apliquen recursos econ6micos federales". 

(46) Elisur Arteaga Nava. El Nuevo Sistema de ResoonsaOilidad 
de los Servidores Públicos. Vid. Revista de 
Investigaciones Jur!dicas, ELD, Año "6;'""Ño. 6, 2a. parte. 
M~xico, 1982, p. 339. 
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cuando la Ley menciona en su artículo 22. "a todas 

aquellas personas que manejan o apliquen recursos económicos 

federales se refiere a personas que sin encuadras en el 

concepto de servidor pOblico, son sujetos de responsabilidad 

por el manejo y aplicaci5n de recursos económicos federales. 

Fauzi 
económicos 

juridica 

Hamdam entiende, 

federales, "debe 

que el concepto recursos 

limitarse en su connotaci6n 

a los recursos en numerario", {47) mas no debe 

extenderse este concepto para incluir dentro de estos 

recursos, los bienes en especie tales como muebles o 

inmuebles o inmu~bles que particulares tuvieran en 

custodia; administraci6n, explotaci5n por un titulo otorgado 
por los 6rganos estatales, pues si as! fuese quedar!an 

sujetos a la Ley de Responsabilidades, cualquier particular 

que detente algún bien estatal por cualquier t1tulo legal. 

Establecimiento de los Procedimientos para los 

Distintos tipos de responsabilidad: Se establece que el 

Congreso de la Uni6n y la legislatura de los Estados expedirá 

las Leyes de Responsabilidades de los servicios pQblicos y 

reconoce las dos vertientes de juicio, por una parte el 

juicio. pol!tico y por otra el proceso penal. Asimismo, se 

establece por prmera vez el procedimiento de la 

responsabilidad administrativa, que serán objeto de estudio 

en el siguiente capitulo. 

En tal virtud, el actual art!culo 109 trata de aclarar 

la confusi6n derivada de una terminolog!a que tend1a ~ 

otorgar un fuero de hecho al distinguir entre "delitos y 

faltas oficiales y delitos comunes"; estableciéndose qe~ 

"corresponde a la legislación penal determinar las sancione:.1 

(47) Fauzi Hamdam Amad, Notas, Op. Cit. p. 42. 
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y procedimientos para aplciarlas por cualquier delito 

cometido por servidores públicos, sea con motivo de un 

empleo, cargo o comisión o no, con lo que se propone eliminar 

cualquier forma de tratamiento discriminatorio entre el 

régimen penal a~licable a los gobernantes y a los gobernados; 

se establecen vías políticas y ad.I'linistrativas distintas y 

autónomas entre sí para exigir responsabilidades, en su caso, 

mediante juicio EK>lítico sustanciado en el Congreso de la 

Unión, y en el otro, mediante procedimiento administrativo 

para sancionar el incumplimiento de ~as obligaciones en esta 

materia, con la garantia de que no podrán imponerse dos veces 

a una misma conducta sanciones de una misma naturaleza". (48) 

Eliminaci6n del Concepto de Acci6n Popular. Se 

establece la posibilidad de que cualquier ciudadano pueda 

formular denuncias ante la c~ra de Diputados del Congreso 

de la Uni6n. 

•se elimina el concepto mal entendido de aé::ci6n 

popular, toda vez que t~cnicamente hablando nunca se ha 

entendido la acci6n popular como una denuncia anónima o 

ap6crifa por lo que es correcta la introducción en la reforma 

constitucional de la denuncia individualizada por cualquier 
ciudadano•. ( 49) 

Constitucionalización de la figura del enrequecimiento 

il!cito.- Se eleva a rango constitucional la pena de la 

figura del •enrequecim.iento ilícito• de los servidores 

pGblicos, para resolver las dudas existentes sobre el 

imperativo de sancionarlo". Para constitucionalizar la 

figura del enriquecimiento ilícito o inexplicable, cuya 

(48) José Carreña CarlÓn. Servidores Públicos y sus Nuevas 
responsabilidades. México. INAP. Serie Pr~xis No. 60. 
1984. p. 37. 

(49) Fauzi ffamdam Amad. Op. Cit. p. 237. 
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figura se introdujo en nuestro sistema legal en 1974 estando 

vigente la Ley de Responsabilidades de 1940, se establece que 

será la ley respectiva la que calificar~ dichos actos como 

ilícitos y su sanción, respecto de los bienes que no tengan 

una procedencia licita, serán objeto de decomiso". (50) 

Ampliaci6n de los servidores pGblicos sujetos a juicio 

político.- Se amplia la lista de servidores pUblicos que 

pueden ser sujetos de juicio político; en la actualidad, 

por virtud de la reforma, se adicionan los siguientes: 

A) Jefes de departamento administrativos. 

B) Procurador General de Justicia del Distrito Federal. 

C) Magistrados y jueces tanto 

Distrito Federal. 

federales como locales del 

D) Directores generales o sus equivalentes de los organismos 

descentralizados, empresas de participaci6n estatal 

mayoritaria, 

pUblicos. 

sociedades asociaciones, fideicomisos 

Por otra parte, •se elimina la deformaci6n conceptual 

de la instituci6n del gran jurado; precisando en el 
juicio pol!tico, que la Cámara de Diputados actGa como Jurado 

de Acusaci6n y la Cámara de Senadores como Jurado de 

Sentencia, terminología mlis adecuada las instancias 

instructoras y enjuiciamiento propias de nuestra tradici6n 
jurídica•. (51) 

Motivo de improcedencia del juicio político.- Se 

precisa la improcedencia del juicio político por la mera 

expresi6n de ideas "declaración que resulta inneccs~ria por 

(SO} Fauzi Hamdam Amad. Op. Cit. p. 238. 
(51) José Carreño Carlón. Op. cit. p. 38. 
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constituir un derecho subjetivo público consagrado en el 

artículo 6~ de la Constitución. Si tal prerrogativa quiere 

entenderse en los términos previstcs en el artículo 61 

Constitucional para los Diputados y Senadores, es decir, 

corno una inmunidad absoluta por la expresión de opiniones 

con motivo del desempeño de sus funciones, entonces lo más 

correcto debió haber sido modificar este último numeral, para 

hacer extensiva la inmunidad a todos aquellos que menciona el 

artículo 110 Constitucional, o sea, a los que quedan sujetos 

a juicio polftico". {52) 

Requisito de Procesabilidad.- Por lo que toca al 

desafuero, que existi6 en el texto derogado, existen cier~as 

variantes, actualmente se encuentra regulado en el artículo 

111 Constitucional. 

1.- Lo que era la instituci6n del desafuero se 

convierte en un requisito de procedibilidad. 

2.- Se establece las bases del procedimiento del juicio 

de procedencia, a iin de prevenir que la a.::ci6n 

penal no se utilice con fines politicos, y elimina 

las prerrogativas de los servidores públicos frente 

al respeto de la población, para ser proc~sado 

penalmente por los delitos en que incurran. 

3.- A la lista original de altos funcionarios objeto 

del desafuero, se agregó al Procurador General de 

Justicia del Distrito Federal. 

4 .- 1\ nivel de funcionarios estatales, a la lista 

original se agregan los magistrados, de los 

Tribunales superiores de justicia; se agreg6 que 

los altos funcionarios locales que cometan delitos 

(52) Fauzi llamd:in Adam. Op. Cit. p. 236. 
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federales, la CSmara de Diputados dictará 

resolución de procedibilidad y pondrá al 

funcionario destituído a disposir:i6n de las 

legislaturas locales para que éstas lo juzguen, y 

le apliquen la sanción. 

"En el actual articulo !l! se incide en la misma falta 

de técnica jurt.dica que aprecía en el artículo 108 anterior, 

el texto derogado en forma impropia, exigía que tanto para 

determinar si se desafo1:aba a un alto funcionario, como para 

determinar la negativa requería de la concurrencia de una 

mayoría absoluta de votos del número total Je miembros, lo 

que era il6gico, era suficiente con que no reuniera el número 

de votos requeridos para aprobar el desafuero, para estimar 

que, la situación del alto funcionario continuaba sin 

alteraci6n; al exigir el anterior precepto que también para 

negar el desafuero se reuniera dicha mayoría, pues eso se 

desprende de la fórmula: 
1 
••• si ha o no lugar a proceder ••. ' , de no reunirse ésta el 

presunto desaforado quedaría en una situaci6n indefinida, 

porque 

hab1a 

no se puede decir que estuviera subjudice, pues no 

propiamente juicio. Tra'cándose de funcionario!l activos 

es impropio exigir una mayoría especial para determinar que 

no ha lugar para desaforar o poner a disposici6n. Existe la 

presunci6n legal de que no hay resolución, que debe seguir. 

No obstante que dicha irregularidad existía en el texto 

anterior y que se hab1a hecho notar, pasó al nuevo texto; 

aunque en éste se tuv6 el acierto de reducir el número de 

votos que es necesario, se acuerda por sir.i.ple mayoria". (53} 

Por lo que se refiere a la declaración de 

procedibilidad respecto de funcionarios estatales cuando 

(53) Elisur Arteaga Nava. Op. Cit. p. 338. 
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cometen delitoG federales comunes, hasta antes de la reforma, 

la aplicación del derecho federal a casos concretos hab!a 

sido confiada a los tribunales federales, salvo el caso de 

que se afectaran únícamente íntereses particulares en los que 

podrta conocer, a elecci6n del actor, un jues federal o un 

juez local. En lo sucesivo "por virtud de las reformas, 

aplicaran l~yes federales los Estados. El precepto se limita 

a decir, ' ... para el efecto de que 

las legislaturas locales, para que en 

se comunique a 

ejercicio de sus 

atribuciones procedan como correspon4a 1
• La fórmula carece 

la mas elemental técnica jurídica, cuando menos debió haber 

dicho la legislatura respectiva o competente al congreso 

local lo que a no dudarlo, salvo que e~ista consigna 

condenatoria, puede propiciar impunidad, pues de hecho, en 

muchos casos, gran parte de los encargados de sancionar, 

pudieran deber su nombramiento o estar ligados al servidor 

público local procesado". ( 54 l 

Determinaci6n de la Pena.- Se establece que en aquellos 

casos en que el servidor público obtenga un beneficio 

econ6mico o cause daños de naturaleza patrimonial, la ley 

determinar~ la pena graduSndola en proporción al lucro 

obtenido, 

pueden 
estableciéndose que las sanciones econ6micas 

nunca exceder de tres tantos de 

beneficios obtenidos o de los daños o perjuicios causados. 

no 

los 

PlQZOs de Prescripción.- Se ampl!an los plazos de 

prescripción a los consignados en la ley Penal, por los 

delitos cometidos por los servidores públicos, que en ningún 

caso será inferior a tres años. 

(54) Elisur Arteaga Nava. Oo. Cit., p. 341. 
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Se elimina el Jurado Popular para juzgar de los delitos 

y faltas oficiales de los servidores pGblicos menores. 
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1.6.6,- LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES 
PUBLICOS DEL 31 DE DICIEMllRE DE 1982. 

A raiz de la reforma constitucional, del 31 de 

diciembre de 1982, se publicó en el Diario Oficial de 

la Federaci6n, la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Püblicos, reglamentaria del Título IV de la 

Constitución, que abrog6 a la Ley de Responsabilidades de 

los Funcionarios y Empleados de la Federación, del Distrito 

Federal y de los Altos Funcionarios de los Estados de 1980. 

En la iniciativa presidencial se puede leer: "En un 

Estado de Derecho el ámbito de acción de los poderes públicos 

est~ determinado por la 

responden ante ésta por 

ley 

el 

y sus 

uso de 

agentes estatales 

las facutlades que 

expresamente se les confiere. La irresponsabilidad erosiona 

al Estado de derecho y actúa contra la democracia, sistema 

pol!tico que nos hemos dado los mexicanos. 

El estado de Derecho exige que los servidores públicos 

sean responsables. Su responsabilidad no se da en la realidad 

cuando las obligaciones son meramente declarativas, cuando no 

son exigibles, cuando hay impunidad, o cuando las sanciones 

por su incumplimiento son inadecuadas. Tampoco ha} 

responsabilidad cuando el afectado no puede exigir 

f~cil, práctica y eficazmente el cumplimiento de las 

obligaciones de los servidores públicos". (55) 

La ley se encuentra dividida en cuatro títulos: 

{55) Colección Documentos, LIII Legislatura, Proceso 
Legislativo de la Iniciativa Presidencial de la Ley 
Federal de Responsabilidades de los servidores pGblicos. 
Edit. Talleres Gráficos de la Cámara de Diputados del 
Congreso de la Uni6n. p. 7. 

ESTA TES15 flO 
SAUR Bf LA 

DEBE 
BISUUTECA 
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El primero continee Ull sólo capítulo "Disposiciones 

Generales" formado por cuatro artículos. 

El segundo denominado "Procedimientos ante el Congreso de la 

Uni6n en materia de Juicio Político y Declaraci6n de 

Procedencia", está dividido en cuatro partes: Capítulo I, 

sujetos, causas de juicio político y sanciones, con tres 

artículos del 5 al 8; Capítulo II, procedimiento en el Juicio 

Político, con dieciseis artículos; Capítulo III, 

procedimiento para la declaraci6n de procedencia, con cinco 

artículos del 25 al 29; Capítulo IV, disposiciones comunes 

para los capítulos II y III del título segundo, can dieciseis 

articulas del 30 al 45. 

El tercero "Responsabilidades administrativas", 

capítulos, el primero "Sujetos y obligaciones 

público", con tres articulas del 46 al 

con tiene dos 

del servidor 

48; y el 

segundo "Sanciones administrativas y procedimientos para 

aplicarlas", con treinta articulas del 49 al 78. 

Por último, el cuarto titulo contiene un capítulo denominado 

"Registro patrimonial de los servidores públicos", con doce 

art!culos del 7 9 al 9 O. 

Esta ley que va a derogar a la de 1979, se moderniza 

mediante una vía expedita para la prevención y sanción de 

los ilícitos, asimismo; contiene una nueva estructura acerca 

de la declaración de situaci6n patrimon~al, que la considera 

una importante herramienta que permitirá investigar y 

descubrir el enriquecimiento ilícito. Regula a su vez, la 

inveterada costumbre de aceptar y pedir regalos por parte de 

los servidores públicos. En general define las obligaciones 

políticas y administrativas de los servidores públicos, las 

responsabilidades en que incurren por su incumplimiento, los 

medios para identificarlos, las sanciones y procedimientos 
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para prevenirlo y corregirlo. 

términos constitucionales y 

Habiendo 

creada la 

modificado los 

nueva ley de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, se vió la 

necesidad de modificar la Legislación penal federal y del 

Distrito 

servidores 

Federal, pues en materia de responsabilidad de los 

públicos, había sido definida desde hace m&s de 

medio siglo y ya no se adecuaba a la actualidad de 

país. 

La iniciativa establece: "el ~jcrcicio de la 

nuestro 

acci6n 

penal, es el recurso de última instancia con que cuenta la 

sociedad para protegerse de la inmoralidad qeu infringe la 
ley, que daña sus legitimas intereses y los de sus miembros. 

S6lo procede cuando han fallado la adhesi6n convenida a los 

valores nacionales, la solidaridad a la patria y otras 

políticas y mecanismos para prevenir la delincuencia; la 

persecución eficaz de la corrupci6n de los servidores 

pGblicos, utilizando su empleo, cargo o comisi6n, es s6lo una 

parte de la política de renovación moral. Exige antes ~ue 

nada que la Legislación Penal contemple como delito de las 

conductas al través de las que se manifiesta la. corrupción 

pública y establezca las sanciones efectivas para prevenirla 

y castigarla". (56) La iniciativa propuso nuevos tipos 

· penales, la ampliación de los ya existentes, la eliminación 

de la responsabilidad penal de conductas cuya peligrosidad no 

ameritan sanciones penalmente y la sanci6n expresa a la 

conducta de cualquier persona que promueva la corrupción 

delictuosa del servicio público. 

Para efectos de realizar una breve descripci6n de los 

(56) Colección Documentos, LIII Legislatura, proceso 
legislativo de la Iniciativa Presidencial de Reformas al 
Código Penal pra el D.F. en materia de fuero común y 
para toda la RepGblica en materia de fuero federal. 
p. 5 y 6. 
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tipos penales contra la corrupción y de la adecuación de los 

existentes antes de la reforma, se transcribe la exposición 

de motivos de la iniciativa de reformas y adiciones al Código 

Penal: 

"El delito de 1 uso de atribuciones y facultades', sanciona el 

manejo ilícito de recursos econ6micos pGblicos y de 

facultades para regular la economía. 

El deli~o de 'intimidación', sanciona al servidor público que 

mediante la violación física o moral inhiba a cualquier 

persona a presentar denuncia, querella o aportar información 

relativa a un acto ilítico. 

El delito de 'ejercicio abusivo de funciones', sanciona el 

uso de empleo, cargo o comisión del servidor público para 

promover 

familiares 

sus intereses econ6micos personales, los de 

y los de sus afines; as1 corno de personas 

las que tengan v!nculos afectivos o económicos. 

sus 

con 

El delito de 'tráfico de influencia', sanciona el uso 

del empleo cargo o comisión del servidor pGblico para 

inducir, promover o gestionar cualquier tramitación o 

resolcui6n de algún negocio público. 

El delito de 'deslealtad', sanciona a la infedilidad 

del servidor público tanto por no proporcionar información 

para prevenir daños graves a los intereses del Estado, como 

sustraer, destruir, difundir, ocultar e inutilizar 

ilicitarnente información que el servidor pGblico custodia o a 

la cual tenga acceso en virtud de su empleo, cargo o 

comisión. 

El d~lito de 'enriquecimiento il!cito•, sanciona la 

adquisición de bienes cuyo valor exceda notoriamente el monto 

:¡~•w~-. . -J.' ""'- -
{!! ......:.~·-· 
~ r~r~··;-.;. 
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de los ingresos de los servidores pGblicos y cuya procedencia 

legítima no queda o pueda justificar•. 

La iniciativa amplía los tipos penales existentes de 

abuso de autoridad, cohecho y peculado; asr se puede observar 

que: 

El delito de "abuso de autoridad", se amplía con el 

otorgamiento de empleos, cargos o comisiones en el servicio 

pGblico con el conocimiento de que no.serán desempeñados, con 

el otorgamiento de acreditaciones falsas en el servicio 

pGblico y con la contratac16n de personal inhabilitado. 

El delito 

cualquier 

de 

d.1diva 

•cohecho•, 

por parte 

se amplió con la solicitud de 

del servidor pGblico para 

cualquier tercero. 

El delito de 

pGblicos y 

•peculado", se amplia con el 

de facultades y atribuciones 

la econom!a a efecto de lograr la promoción 

uso de fondos 

para regular 

personal o la 

deniqraci6n de cualquier persona, as! como con la sustracci6n 

de dichos fondos para usos indebidos por parte de quienes 

los custodian aunque no sean servidores pGblicos federales o 
del Distrito Federal. 

Dentro de estos tipos, renulta relevante el 
de enriquecimiento ilícito, que sienta las bases para 

castigar a los servidores pGblicos que incrementan su 

patrimonio mlis all§ de sus posibilidades, permitiendo adem§s 

recuperar en beneficio del patrimonio pGblico los excedentes 

ilícitos en el servicio pGblico. 

Respecto a la reparaci6n del daño, "es indudable que a 

la sociedad le interesa lo mismo castigar a los servidores 

pµblicos que traicionan su funci6n o la utilizan para hacerse 
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de beneficios ilegítimos, que recuperar el producto o daño 

patrimonial causado por los actos ilícitos de aquéllosª. (57) 

Este es el objetivo buscado por las normas relativas a la 

reparación del daño, que se encuentran previstas tanto en la 

Constituci6n Política Mexicana, como en el C6digo Penal 

Federal, estableciendo la 

entre otras cosas, que 

primera en su 

las sanciones 

articulo 111 

penales deberán 

graduarse de acuerdo con el lucro obtenido y con la necesidad 

de satisfacer los daños y perjuicios causados por la conducta 

iHcita. 

Por su parte, el Código Penal en su artículo 

29 ordena que la sanción pecunaria comprende la multa 

y la reparación del daño y en la fracción III del 

articulo 30, establece: 

" ••• tratándose de los delitos comprendidos en el 

titulo décimo, la reparación del daño, abarcar~ la 

restitución de la cosa o de su valor y además, hasta 

dos tantos el valor de la cosa o los bienes obtenidos 

por el delito". 

Igualmente en los artículos 85 y 90, fracci6n II, 

inciso E, se condiciona la libertad preparatoria y la 

condena condicional a que se satisfaga la reparación 

del daño o que se otorgue caución que la garantice. 

MEl esquema de reparación del daño hace ostensible el 

especial interés que el legislador puso, para que la 

sociedad fuera resarcida en los perjuicios patrimoniales que 

(571 Baeza Fernando. Prevención de la Corrupción 
Servicio Público, los Servidores Públicos y el 
Penal, INAP, p. 81. 

en el 
c6digo 
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se le ocasionaren. Este esquema de sanción aunque pudiera 

juzgarse exagerado, hay que recordar que el anterior no era 

sino un estímulo para la corrupción pGblica". (58) 

En relación a la distinción de sanciones, sin perjuicio 

de lo dispuesto por el artículo 52 del Código ·Penal 

que establece los criterios para la adecuación judicial de la 

pena, de acuerdo con la reforma de referencia, se es"f.'llblece 

también un criterio de excepción para la individualziación de 

las sanciones, que se encuentra contenido en el art!culo 213 

del propio Código Penal, que establece: 

"Para la individualización de las sanciones previstas 

en este título, el juez tomará en cuenta, en su caso, 

si el servidor pOblico es trabajador de base u 

funcionario, o empleado de confianza, su antiguedad en 

el empleo, sus antecedentes de servicio, sus 

percepciones, su grado de instrucci6n la necesidad de 

reparar los daños y perjuicios causados por la conducta 

ilícita y las circunstancias especiales de los hechos 

constitutivos del delito. Sin perjuicio de lo anterior, 

la categoría del funcionario o empleado de confianza 

será circunstancia que podrá dar lugar a una agravaci6n 
de la pena". 

nEste esquema para la individualización y distinción de 

sanciones que permite hacer el C6digo Penal, respecto del 

nivel del servidor pGblico infractor, obedece a la convicción 

de que en la medida que la sociedad confía funciones más 

importantes dentro del servicio pGblico, es mayor la 

obligaci6n de cumplirlas y permite al juzgador imponer las 

penas de acuerdo con los elementos que se allegue el 

cumplimiento de la inmediatez procesal que debe prevalecer 

(~8) Fernando Baeza. Op. Cit. p. 82. 
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en todo proceso penal". (59) 

Otra parte importante, es la graduaci6n de las penas, 

esta graduación se dividP. en dos vertientes: Una, la que la 

propia legislaci6n establece al prevenir sanciones 

distintivas para la baja y para la gran corrupci6n, de 

acuerdo a sus consecuencias patrimoniales, y otra, la que 

corresponde realizar al juzgador, en cumplimiento del 

art1culo 109 constitucional antes citado que establece: 

que las sanciones deberán graduarse de acuerdo con 

el lubro obtenido y la necesidad de satisfacer 

los daños 

ilícita 11
• 

y perjuicios causados con la conducta 

Habiéndose sentado las bases juridicas para combatir en 

todos sus aspectos la corrupci6n, era necesario el 

instrumento administrativo que llevara a cabo la tarea de 

renovaci6n moral, en virtud de ello, el Ejecutivo Federal 

envi6 a la CSmara de Senadores, una iniciativa de reformas y 

adiciones a la Ley Org&nica de la Administraci6n Pfiblica 

Federal; en su exposición de motivos, respecto a la propuesta 

de creaci6n de la Secretaria de la Contralor!a General de la 

Federaci6n, se señal6 que constituye una medida fundamental 

para la iniciación de la renovación moral de la sociedad que 

es demanda del pueblo de M~xico. Explic6 que las atribuciones 

de la Secretaria en cuesti6n, provienen de las que en materia 

de vigilancia en el manejo de fondos y valores de la 

federaci6n y de fiscalizaci6n del gasto pfiblico federal, 

tenían hasta ese momento las secretarías de Hacienda y Crédito 

Pfiblico y de Programaci6n y Presupuesto. Adem&s se refiri6 

a que la intcgraci6n de facultades en la Secretaría do la 
Contralor!a abarcaba recursos humanos, financieros y 

materiales ya existentes, por lo que no recargarían el 
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el aparato burocrático. (60) 

Por otra parte, aclar6 que la creaci6n de la 

nueva Secretaría no releva a las dependencias y entidades de 

su responsabilidad, en cuanto al control y supervisión de sus 

propias ~reas que manejen recursos econ6rnicos del Estado, 

recalcando el hecho de que esta Secretaría fungiría como 

globalizador.:i en materia de control. {61) 

En la c&mara de Senadores que actu6 como Cámara 

de origen, practicamente no hubo debate, y la Iniciativa 

Presidencial de referencia fue aprobada casi sin 

modificaciones, no as! en la CAmara de Diputados, en donde se 

discutió entre otros puntos, que el Poder Ejecutivo seguia 

acrecentándose indefectiblemente. (62) Que la funci6n de 

control del gasto del gobierno federal, la habian venido 

desempeñando la Secretaria de hacienda y Cr6dito Público y 

de Programaci6n y Presupuesto, las que no lograron una 

efectividad de control y se concluyó que por el hecho de 

cambiar la funci6n a una nueva Dependencia, se lograría el 

objetivo. ( 63) 

Referente al control que debe ejercer la Secretaría de 

la Contralorta General de la Federación, el maestro Elisur 

· Arteaga dice: "es necesario hacer notar que al Secretaría es 

un instrumento de control secundario y accesorio, que a nivel 

de administraci6n pública federal hace las veces de una 

(60) De la Madrid llurtado Miguel. El Marco Legislativo para 
el Cambio. T. 3. México. Editorial Talleres Gr~ficos 
de la Naci6n 1983. p. 124 y 125. 

(61) Idem. 

(62) Ibidem. p. 196. 

163) Ibidem. p. 203. 
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auditor:ta interna, para los efectos de detectar posibleR 

irregularidades habidas en el manejo del fondo público y, en 

su caso, se le ha facultado para exigir cierto tipo de 

responsabilidades a los servidores federales, ello sin 

perjuicio de dos instituciones: el juicio de responsabilidad 

y del control que del gasto público está facutlada a realizar 

la Cámara de Diptuados por medio de la Contaduría Mayor: a 

nivel constitucional éste es el verdadero y efectivo control. 

La Cámara de representantes siguiendo una tradici6n que se 

remonta al parlamento inglés, siempre ha estado facultada 

para vigilar el manejo del gasto público, para conocer en 

primer lugar de lo r~Jativo a contribuciones y empréstitos; 

la existencia de. la nueva dependencia la Secretaría de la 

Contraloría, sólo tiene una explicación: la Contaduría Mayor, 

por razones políticas ha sido remisa en el cumplimiento de 

su función constitucional y, a menos de que en verdad se 

tenga el firme propósito de procurar un verdadero cambio, es 

de suponerse que con la nueva dependencia, con muchas otras 

m~s similareG se pudieran crear, las cosas pucUeran seguir 

como hasta ahora. No era necesaria la nueva Secretar!a, 

f6rmula que de alguna manera ya se experimentó y desech6, 

era suficiente con desempolvar la antigua instituci6n de la 

Contaduría Mayor, atribuirle en la Ley Org~nica que 

necesariamente para actuar, dejarla al margen del control 

partidista, proveerla de los elementos humanos de 

supervisi6n, vigilancia y acusación, para lograr en forma 

institucional lo que a través de mayor burocracia ahora se 

pretende alcanzar". ( 64) 

Antes de entrar en funciones el gobierno actual, se 

encontraba ante el hecho de que la corrupción en el ~mbito 

(64) Elisur Arteaga Nava. Op. cit. p.p. 345 y 346. 
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pGblico, social y privado había avanzado a grados 

inimaginables, por lo que el pueblo exiqla que se tomarán 

medidas no sólo para combatirlas, sino para erradicarlas. 

Todos 

control de 

los instrumentos que se han dispuesto para el 

la Administración Pública a través de los 

diferentes ordenamientos, como la Ley del Presupuesto, 

Contabilidad y Gasto Público Federal y su Reglamento; la Ley 

de Obra Pública y su reglamento; la Ley de Adquisiciones, 

Arrendamientos y Almacenes de la Administraci6n Pública 

Federal, etc., pudieron ser efectivos, si hubiera existido la 

voluntad política de aplicarlos, no obstante su existencia la 

corrupción continuaba, ante ello el gobierno propuso como uno 

<l•.: sus puntos fundamentales la Renovación Moral de la 

Sociedad; de esta manera en su toma de posesión el Licenciado 

Miguel de la Madrid Hurtado, manifestó: "La Renovaci6n Moral 

de la Sociedad, será compromiso y norma de conducta de mi 

gobierno. Aspiro a inducir con el ejemplo del gobierno, 

empezando con el mío, el compromiso de todos y cada uno de 

los sectores, de todos los gremios, para fortalecer nuestros 

valores. Perfeccionaremos los sistemas de administración, de 

recursos del Estado y fortaleceremos los sistemas de control 

y vigilancia de la Administración Pablica. Para cumplir 

con el propósito de que el gobierno de la República se 

constituya en patrón de conducta, proveeré la creación de la 

Contraloría General de la Federación con rango de Secretaria 

de Estado, para sistematizar y fortalecer las diversas 

facultades de fiscalización, control y evaluación de la 

Administraci6n Pública. Usaremos con vigor y decisi6n este 

nuevo instrumento". (65) 

(65) El gobierno Mexicano, Dirección General de Comunicación 
Social de la Presdiencia de la República, No. 1, p. 25. 
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"La Contraloría pretende crear un sistema de control, 

fiscalización y evaluación 

sensiblemente los fenómenos 

que permitía eliminar 

de inmoralidad social, 

ineficiencia y deshonestidad en la administración pública 

federal, dando as! la transparencia que deben tener los 

actos de gobierno". (66) 

acciones de la Contraloría se Básicamente 

desarrollan en 

las 

dos vertientes: la primera de ellas 

relacionada con los sistemas de con.trol y evaluación de la 

administración, y la segunda tiene por objeto básico la 

prevención y el combate de la corrupción de los servidores 

pUblicos, en su instancia sancionadora. Para cumplir con 

el control y evaluación de la Administración, cuenta con los 

siguientes instrumentos: 

A) Expedici6n de diversas normas para regular el control de 

la Administraci6n Pública federal en todos sus asepctos. 

B) Realizaci6n de auditorías por parte de los 6rganos de 

control interno de las dependencias y entidades. 

C) La auditoría que realizan por ley los auditores externos. 

D) La auditoría gubernamental directa que efectúa la propia 

Secretaría de la Contraloría en las dependencias y 

entidades. 

E} Los comisarios de los órganos de vigilancia en los 

consejos de administración de las empresas propiedad 

parcial o total del gobierno. 

(66} Del Val Blanco Enrique. Funciones objetivos y M~todos 
~ralorias. Serie Práxis No. 64. INAP. p. 50. 
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F) El apoyo de los contralores internos de las dependencias y 

entidades, que dependen directamente del titular de la 

dependencia y que realizan sus funciones de acuerdo con 

las disposici~nes, normas y lineamientos que ~xpide la 

Secretaría de la Contralor!a. 

En lo que respecta a la corrupción, la Secretaría de 

Contraloria est& desarrollando por ley un sistema a fin de 

que el público pueda libremente recurrir a las contralortas 

internas de las dependencias y entidades o a la unidad 

responsable 
denuncias 

en la propia secretaría a presentar quejas y 

cuando la conducta del servidor público se aparte 

obligaciones establecidas en la Ley de la materia. de las 

Dichas quejas son investigadas y sentenciados los 

procedimientos para fincar la responsabilidad administrativa 

en su casa. En suma "la contraloría pretende responder al 
reto del mandato popular para combatir eficazmente la 

corrupci6n mediante diversos instrumentos, siendo el 

fundamental el de la prevención y no el punitivo, que 

desgraciadamente como en otros países es el que más destaca 

en la prensa y más llamativo es"~ {67) 

(67) Del Val Blanco Enrique. Nuevo Marco de Referencia en el 
Combate de la Corrupción en el servidor público. INAP. 
p. 35. 



CAPITULO SEGUNDO 

LAS RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PUBLICOS 

2.1.- MARCO CONCEPTUAL. 

En primer lugar, se cambió el concepto de funcionario 

pGblico por el de servidor público. 

Este cambio realizado por nuestros legisladores, al 

establecer un concepto genérico, es decir, el de servidor 

pGblico y evitar el de empleado o funcionario pOblico, 

tienden a eliminar las discusiones en cuanto a que estas 

dos Gltimas denominaciones no estaban plenamente clasificadas 

y detalladas, lo cual ocasionaba diversas confusiones, al 

tratar de encuadrar a las personas relacionadas en una de 

ellas. Asimismo obedece al propósito de aplicar un criterio 

igualitario y que no fue el que inspir6 al Constituyente de 

1917. 

Al respecto, el Diputado Antonio Gershenson con motivo 

de la discusi6n del artículo 108 Constitucional indic6: "Se 

ha pretendido considerar obsoleta la categoría de funcionario 

pGblico y sustituirla por la de servidor público; el artículo 

108 define lo que se entiende por éste ... o sea, que 

la modernización supera la obsolencia, aqu! consiste en que 

el mismo g1·ado de lealtad que le debe un Secretario de Estado 

al Presidente, se la debe el que barre la Secretaría de 

Estado; se les pone con el mismo nivel de responsabilidad al 

que está escribiendo a máquina, que al que está tomando 

decisiones; se coloca todos en la misma cateqoría de 

servidores públicos sin ninguna distinci6n". {68} 

(68} Colección Documentos. LIII Legislatura. Proceso 
Legislativo de la Iniciativa Presidencial de Reformas y 
Adiciones al Tft11_lo Cuarto y demás de la Constitución. 
Mexico D.F. Editorial Talleres Gráficoo de la Cámara de 
Diputados del Congr·~so de la Unión. Diciembre 1982 p. 67 
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Por otro lado, es necesario hacer notar qua la 

denominación de servidor público, conlleva a incurrir en el 

error común de considerar que ld función pública se refiere 

únicamente a 1.1 creación y gestión del "servicio público", 

olvidando las relaciones labornles que se dan en el desempeño 

de la misma, así como aquellas actividades que ejecut::i el 

funcionario y que no desembocan necesariamente en la 

satisfacción directa de lu colectividad. 

Es indiscutible que aún con el .cambio de denominación, 

no se puede igualar a todas las personas que colaboran de 

alguna manera con el Estado, pues aún dentro de sus 

actividades unos se caracterizan por expresar y participar en 

l~ formación y Ejecución del Estado, e~to es con capacidad 

para emitir decisiones, en cambio otros no participan en la 

formación y ejecución de la voluntad estatal ne tornan 

decisiones, y sólo se limitan a realizar una parte de 

la función pública, así se observa como acertadamente en el 

artículo 213 del C6digo Penal, que al individualizar la 

pena, el juez tiene que tomar en cuenta entre otros 
elementos si el servidor público es de bnse o 

funcionario o empleado de confianza. 

De igual forma "no es posible desconocer que la 

expresión "servidores públicos" responda a una concepción 

altamente autoritaria, pues en la obra actual en que 

las leyes y corrientes sociales tienden a elevar el 

rango liberaría y J.a dignidad social de las personas 

y es más propia de un Estado totalitario que de un 
Estado de 

que presidía 

un rango 

inherente a 

Derecho. El nombre 

a la legislación 

liberal, e implicaba 

una categoría de 

de funcionarios públicos 

derogada, tenía solamente 

una condición social 
personas, incluso en las 

manifestaciones más simples del lenguaje moderno se eluden 

las palabras "servidor" y 11 sirviente", y se sustituyen 
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por las más humanas de "tr.:ibaj.:idor doméstico" o "empleado del 

hogar" (69). 

(69) Mariano Jim~nez Huerta. Op. Cit. p. 8. 
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2.1.1.- RESPONSABILIDAD. 

El maestro Manuel Ovilla Mandujano, en su obra Teoría 

del Derecho, 

Daniel Moreno 

en interpretación a los constitucionalistas 

Díaz y Miguel Lanz Ouret expresan: 

El primero de estos autores, "utiliza el concepto como 

contenido de ~a forma jurídica, la responsabildiad de los 

funcionarios públicos, exige que debe estar dentro de 

las normas de derecho. También se utiliza la responsabilidad 

corno sinónimo de coacci6n. 

Por otra parte, el conatitucionalista Miguel Lanz Duret 

afirma que la Constituci6n vigente establece numerosos casos 

de responsabilidad y duras sanciones penales en teoría ••• así 

mismo que en nuestro país donde no hay cducaci6n cívica no 

pedimos la irresponsabilidad del presidente, sino la 

efectividad en las respon~abilidades para el desenvolvimiento 

de nuestras practicas de gobierno" (70). 

Fausto Vallado Barr6n dice: "en una sentencia de 

responsabilidades por delitos oficiales, no puede concederse 

al reo la gracia del indulto; y, la responsabilidad 

por delitos y faltas oficiales, sólo puede exigirse 

durante el período en que el 

(71). 

funcionario ejerza su 
cargo y durante un año m5.s 11 

El Doctor Ignacio Burgod Orihucla, manifiesta: nEl 
funcionario público cualquiera que sea su categoría y la 

índole de sus atribuciones, debe considerarse como un 

(70) 

(71) 

Manuel Ovilla Mandujano. Teoría del 
Edici6n de ensayo. 1985. p. 198. 

Derecho. México. 

Fausto Vallado Barrón. Sistem~tica Constitucional. 
México 1985. Editorial Her;r;e;ro""'",~s""".A~.=-p-.-""1~6~7~.~""'~""''°" 
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servidor público qu~ evidentemente est5n ligados con los 

gobernados d través de dos principale.u ne:rnn jurídicos 

dentro de un sistema democrático que Gin el derecho 

sería inconcebible: el que entrañ..'\ la obligación de ajustar 

los actos en que se traduzca sus funciones a 

consiste en la Constituciór. y a la Ley; i el que 

realizarlos honestamente con el espíritu de servicio. 

En el primer caso esos actos están sometidos al principio de 

legalidad, y en el segundo al de responsabilidad ••• Al 

quebrantarse el de r~sponsabilidad, el funcionario p6blico 

que la infringe se hace ucreedor a la imposici6n de 

sanciones que constitucional o legalmente estén 

previstas" (72). 

De lo anterior, podemos ver que el quebrantamiento 

del principio de responsabilidad, sujetan al titular o 

encargado del órgano estatal respectivo a las expresadas 

sanciones independientemente de la impugnibilídad jurídica 

de los mismos. Por tanto, 

medios juridicos de que los 

hacer respetar el régimen de 

legalidad, existen otros que 

independientemente de los 

gobernados disponen para 

constitucionalidad y de 

conciernen a la exigencia 

de responsabilidad de las personas físicas que encarnan a una 

autoridad, cuando su comportamiento pahlico ha sido ilícito y 
notoriamente antijuridico. 

El maestro Andrés Serra Rajas expresa: " ••• la falta de 

cumplimiento de los deberes de la f unci6n pública o por los 

trabajadores pablicos origina responsabilidades de naturaleza 

diversa con respecto de la .:idministraci6n ptíblica y de 

(72) Ignacio Burgoa Orihuela. La Responsabilidad de los 
Funcionarios PGhlicos. Vid. Revista de la Procuraduría 
Gene~al de la República.lfümero especial. México, 1980, 
p. 86. 
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terceros. El funcionario y empleado público están 

subordinados a la ley y a su debido cumplimiento, por eso 

están obligados a responder de sus actos pQblicos. La 

responsabilidad de la función pública es la obligación 

en que se encuentra el servidor del Estado que ha 

infringido la ley, por haber cometido un delito, una 

falta, o ha causado una pérdida o un daño" (73). 

El servidor público en el desempeño de su cargo 

puede incurrir en responsabilidad, por lo que los actos 

que vayan en contra del buen funcionamiento de una 

eficaz y justa administración, deben ser reprimidos. Esto 

provoca diversos tipos de responsabilidad: la política, 

la administrativa, la penal y la civil, mismas que serán 

analizadas más adelante por constituir el objeto del 

presente trabajo. 

(73) Andfes Serra Rojas. Derecho Administrativo. Tomo I. 
Sa. edición. México. Editorial Porrúa, S.A. 1980. p. 441 
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2.1.2.- SERVIDOR PUBLICO. 

El artículo 108 Constitucional enumera a quienes debe 

considerárseles como servidor pÍiblico, y establece: 

"Para los efectos de las responsabilidades a que alude 

este título, se reputarán como servidores públicos a los 

representantes de la elección popular, a los ministros de 

los poderes Judicial, Federal y Judicial del Distrito 

Federal, a los funcionarios y empleados y, en general, 

a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de 

cuc.lquier naturaleza en la Administración Pública Federal o 

en en el Distrito Federal, quienes serán responsables de los 

actos y omisiones en que incurran en el desempeño de sus 

respectivas funciones" (74). 

Como se puede observar, se citan en primer término 

corno servidores pGblicos a los representantes de elecci6n 

popular, que de acuerdo con nuestro sistema, las únicas 

autoridades federales con tales características son: El 

Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos y 

los Diputados y Senadores al Congreso de la Unión. 

El texto constitucional distingue a lás autoridades 

locales excluyéndolas, ya que alude Gnicamente a las 

autoridades federales o las del Distrito Federal al señalar: 

" ••• en general a toda persona que desempeñe un empleo, 

cargo o cornisi6n de cualquier naturaleza en la Administración 

(74) Diario Oficial de la Federaci6n, de fecha 28 de 
diciembre de 1982. Decreto de REformas y Adiciones al 
Titulo Cuarto Constitucional que comprende del artículo 
108 al 114 de la Constituci6n. 
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Pública Federal o en el Distrito Federal. ... 11
• 

Pero aún cuando no se encuentran comprendidos en el 

concepto de servidor público del primer párrafo del art!culo 

108 constitucional, las autoridades locales de elección 

popular, eztán sujetas a responsabilidad oficial, como lo 

señala el párrafo tercero del artículo mencionado. 

Las autoridades municipalés deberán quedar en la 

definición que hagan las constituciones entatales, de acuerdo 

con el último párrafo del artículo 108 constitucional. 

En segundo lugar, se mencionan como servidores públicos 

a los miembros del Poder Judicial del Distrito Federal, los 

cuales son: 

1.- Los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la 

Naci6n. 
2.- Los Magistrados de los Tribunales 

Unitarios de Circuito. 

3.- Los Jueces de Distrito; y en general, 

Colegiados y 

4.- Los demás funcionarios y empleados adscritos a este 

Poder. 

En tercer término, se menciona a los miembros del Poder 

Judicial del Distrito Federal. 

Por último se considera como servidores públicos a los 

funcionarios y empleados, en general, a toda perscnl que 

desempeñe un empleo, cargo o comisión, de cualquier 

naturaleza en la Administración Pública o en la del Distrito 

Federal. 

Como puede observarse, los conceptos funcior.ario y 

empleado siguen apareciendo en la Constitucí6n (sin que se 



haya logrado la 

legislador); ni en 

estandarización pretendida 

la Carta Fundamental ni 
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por el 

en su ley 

reglamentaria se aclara quienes son uno y quienes son otros. 

El primer párrafo del artículo en cuestión, incurre en 

la omisión de no señalar los funcionarios y empleados 

adscritos al Poder Legislativo Federal, situación que no 

encuentra otra explicación que la del descuido del 

legislador, ya que no existe razón alguna para su exclusi6n. 

La ley de 1982 alude indirectamente a ellos, al señalar la 

obligación de establecer las Contralorías Internas de las 

Cámaras, en su artículo 212 los considera sujetos de los 

delitos que pueden cometer en el ejercicio de sus funciones. 

"Sin embargo, tanto el artículo 108 Constitucional, 

como el artículo 2~ de la Ley califican con la categoria 

de servidor público, a toda persona que desempeñe un empleo, 

cargo o comisi6n de cualquier naturaleza, en la 

Administración Pfiblica Federal, surgiendo así la duda si 

dentro de tal concepto pueden quedar incluidos los 

particulares que forman parte de Comisiones, Comités, 

Asociaciones o Juntas, cuyas funciones son primordialmente 

colaborar y participar coadyuvando con los órganos estatales 

propiamente dichos y sus funciones, así por ejemplo, las 

juntas de vecinos, asociaicones de presidentes, inclusive el 

Consultivo del Distrito Federal, o las diversas comisiones, 

que por cierto, en el Distrito Federal han comenzado a 

proliferar, tales como la Comisión Taurina o de Espect§culos 1 

etc. Tal clase de comisiones normalmente realizan funr.ion~~ 

de consultoría y asesoría a los órganos de rlecisi6n, m~s como 

cst.1 redactada la disposición constitucional 1 tal parer.:e q'Jr-! 

tales sujetos quedan también ín~luidos en la Ley. En 

mí opinión, en la forma en que se encuentra rcdactad1 

la disposici6n constitucional, se incluye tal categoría de 

Comisiones, Comités o Juntas que aunque parte de sus miembros 
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sean particulares, por el hecho de constituir órganos 

pOblicos, quedan incorporados en consecuencia a la estructura 

de organizaci6n estatal por ende sujetos a la presente 

Ley, no importando que reciba o no remuneraci6n por el 

desempeño de sus encargos" (75). 

(751 Fauzi llaman Amad. Notas Sobre la Ley Federal 
de Responsabilidades de los Servidores pQblicos en: 
Revista de Investigaciones Jur!dicas, Escuela Libre de 
Derecho, año 7 No. 7 México, 1985. p.p. 241 y 242. 
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2.2.- TIPOS DE RESPONSABILIDADES. 

Expuestas que fueron las ideas que imperaron en 

la historia constitucional mexicana y el marco conceptual, 

revelan la importancia de la existencia de medios jurídicos 

de control para el eficaz servicio público, en nuestro 

país; analizaremos ahora los dispositivos jurídico~ 

constitucionales existentes en el Derecho Positivo Mexicano 

tendientes a regular los distintos tipos de responsabilidad, 

sus diferentes modalidades en que puede presentarse: 

administrativa, penal, civil y política; como consecuencia 

del ejercicio indebido del poder, por parte de los servidores 

públicos. 

Ahora bien, consideramos importante para tener una 

total comprensión del concepto de responsabilidad de los 

servidores públicos, incluir el análisis que nos brinda el 

Dr. Ignacio Burgoa Orihuela, quien en su obra Derecho 

Constitucional Mexicano, expone de manera clara y precisa sus 

puntos de vista al respecto, al aseverar en forma categórica 

"que ningún funcionario público debe actuar en beneficio 

personal, es decir, anteponiendo sus intereses particulares 

al interés pGblico, social o nacional, que está obligado a 

proteger, mejorar o fomentar dentro de la esfera de 

facultades que integran la competencia constitucional o legal 

del órgano estatal que representa o encarna" (76). 

En consecuencia, reiteramos que los servidores públicos 

deben propender al cumplimiento de sus funciones, dentro del 

ámbito de su competencia respectiva, considerándose a la vez 

como "siervos de la nación", según lo expresara el notable 

(76-) Ignacio Burgoa Orihuela. Derecho Constitucional 

~· Op. Cit. p. 540. 
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Morelos. Asimismo el profesor Ignacio Burgoa Orihuela, 

formula una interesante distinción "la 

legalidad es un principio intuiti 

precisando 

acto y 

que 

el de 

responsabilidad intuiti personas, siendo ambos, no obstante 

signos distintivos de 

somete al 6rgano 

la democracia, 

del Estado en 

por cuanto el primero 

s! mismo como ~nte 

despersonalizado y el segundo al individuo que lo personifica 

o encarna" (77). 

Como ya lo 

legalidad significa 

órganos del poder 

la responsabilidad, 

vigilar y sancionar 

hemos 

ln 

con 

por 

a la 

dejado asentado, el principio de 

conformidad de los actos de los 

el derecho positivo del Estado, y 

su parte, se ocupa de controlar, 

persona o personas individuales que 

integran dichos órganos, cuando hayan cometido acciones y 

omisiones indebidas. POr otro lado, el autor en cita realiza 

una clasificación, respecto de dicha responsabilidad de los 

servidores públicos, distinguiendo entre la responsabilidad 

juridica y la pol!tica, y señalando que "esta Gltima surge 

en el ~mbito de las relaciones entre los mismos gobernantes 

dentro de un orden jerárquico de f1mcionarios públicos" (78). 

En relaci6n a la responsabilidad jur!dica, la divide, a 

su vez, en responsabilidad administrativa, civil y penal. 

En consecuencia el 

disfruta de inmunidad 

delictivo distinto de 

titular del órgano ejecutivo Federal 

respecto de cualquier otro tipo 

los señalados en el precepto 

constitucional 

su encargo. 

disposición 

anterior exclusivamente durante el tiempo de 

Cabe señalar que la teleología de la 

supralegal citada, se desprende del hecho, 

(77) Ignacio Burgoa Orihuela. 
Mexicano. ~ p. 541. 

(78) Ibidem. p. 542. 

Derecho Constitucional 
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de que, si se permitiera acusar al Presidente de la República 

por los delitos consignados en la legislación penal 

ordinaric·,, lo más probable es que recayeran, sobre el primer 

servidor público de la Nación, diversas acusaciones por la 

supuesta comisión de delitos en los que se presumiera su 

responsabilidad, encubriéndose, de esta manera motivos 

políticos tendientes a obstaculizar las tareas y funciones 

que como titular del órgano Ejecutivo Federal debe realizar, 

todo lo cual ocasionará graves trastornos y perjuicios a la 

colectividad. 

Por lo que se refiere al fuero de no procesabilidad 

entre las autoridades judiciales ordinarias federales o 

locales, el profesor Burgoa señala la conveniencia de 

precisar que éste no guarda ninguna relación con lo anterior, 

indicado que: "la no procesabilidad realmente se traduce en 

la circunstancia de que, mientras no se promueva y 

decida contra el funcionario de que se trate el llamado 

'juicio político, los Diputados y Senadores al Congreso 

de la Unión, los Ministros de la Suprema Corte de 

Justicia los secretarios de Estado y el Procurador General de 

la RepGblica, en los casos a qu~ se refiere el primer p~rrafo 

del artículo 108 Constitucional, no quedan sujetos a la 

potestad jurisdiccional ordinaria" (79). 

Se otorga fuero de no procesabilidad en nuestra Ley 

Fundamental, a los miembros siguientes del poder judicial: 

"Artículo 94 .- Los ministros de l.3 Suprema Corte de Justicia 

s6lo podrSn ser privados de sus puestos en los términos del 

Título Cuarto de esta Constitución". 

Dicho fuero se extiende igualmente: 

(79) Ignacio Durgoa Orihuela. Derecho Constitucional 
~- Op. Cit. p. 548. 
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Articulo 9i .. - Los magistrados de Circuito i' los jueces de 

Distrito... s6lo podr&n ser privadas de sus puestos en los 

términos del T.ttulo Cuarto de esta Constitución." 

Conviene se:ialar que actualmente, dadas las 

modificaciones aprobadas por el organc legislativo, los 

sujetos del juicio pol!tico a que alude el autor en 

cita, se señalan en el artículo llC constitucional y no se 

puede proceder 

declaraci6n de 

mayorta absoluta 

contra ellos en tanto no exista una 

procedencia que debe ser emitida por la 

de los miembros presentes de la Cámara 

de Diputados, conforme a lo dispuesto 

del artículo 111 de nuestro Cuerpo 

en el primer pSrrafo 
Constitucional, que 

constituye, asimismo, una condici6n necesaria para que 

queden a disposición de los tribunales que deban juzgarlos, 

como se desprende del segundo párrafo del mismo precepto 

supralegal citado. 

nArticulo 111.- ••• La C~ra de Diputados declararS por 

mayor!a absoluta de sus miembros presentes en sesión, si ha o 

no lugar a proceder contra el inculpado. 

Si la resolución de la camara fuese negativa se 

suspender~ todo procedimiento ulterior, pero no ser~ 

obst~culo para que la imputación por la comisión del delito 

continGe su curso, cuando el inculpado haya conclu!do el 

ejercicio de su encargo, pues la misma prejuzga los 

fundamentos de la imputaciónª. En 1983, dichas normas fueron 

aplicadas como se señala en el desafuero de un Senador. 

Mediante dicha declaraci6n de procedencia, que debe ser 

emitida por la Cámara señalada, no se pretende proteger la 

persona de cada uno de los servidores públi:os a que hace 

referencia el articulo 110 constitu~ional, sino que por el 

contrario, la finalidad de dicha declaraci6n es posibilitar 
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el funcionamiento normal de las instituciones políticas a fin 

de mantener el equilibrio entre los poderes del Estado, sin 

impedir el eficaz servicio público qu~ caracterizan al Estado 
Mexicano. 
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2.2.1.- RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA. 

Sobre el particular, cabe destacar que las 

Constituciones y leyes reglamentarias estudiadas con 

antelaci6n no contemplaban la especie de la responsabilidad 

administrativa de manera clara, precisa o específica, toda 

vez que se ocupan de otras responsabilidades de tipo penal y 

político. 

En efecto, en la exposici6n de.motivos que fue enviada 

por el Presidente de la Repllblica a la H. Clúnara de Senadores 

del Congreso de la Uni6n de fecha 2 de diciembre de 1982, se 

pretende subsanar el error que cometían los anteriores 

ordenamientos ya comentados, toda vez que el mismo expresa: 

nLa iniciativa que presento a esta H. Representación 

Nacional, supera una deficiencia que ha venido mostrando 

nuestra legislación: La falta de un sistema que regule la 

responsabilidad administrativa, sin perjuicio de las de 

naturaleza penal, poHtica y civil" (80), 

En ese orden de ideas, es claro la importancia que 

representa el anfilisis de esta figura jur!dica, ya que 

podemos apreciar la evoluci6n que ha tenido la misma en estos 

Qltimos ocho años, en atenci6n a que con aquello se ha 

superado el error en que por muchos años estuvieron nuestros 

ordenamientos legales anteriores toda vez que la 

responsabilidad administrativa s6lo era estudiada por nuestra 
doctrina nacional. 

En el presente caso, de conformidad a la fracci6n III, 

(80) Secretarla de la Contralor!a General de la Federaci6n. 
Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos. M~xico, D.F. 1984. p&g. !l. 
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del articulo 109 constitucional se establece que se aplicarán 

sanciones administrativas a los servidores públicos por los 

actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, 

lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el 

desempeño de sus e~pleos, cargos o comisiones, estos cinco 

valores se encuentran ubicados en las ventid6s fracciones 

del articulo 47 de la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos en vigor. 

&ujetos.- Los sujetos de esta responoabilidad 

administrativa se encuentran ubicados en los articulas 108 

constitucional y 2~ de la Ley Federal de Responsabilidades de 

los Servidores Públicos. 

Procedimiento.- Al respecto, diremos que el an:ilisis 

del procedimiento se efectuar& en el Capitulo III del 

presente trabajo, de ahi que sólo comentaremos que de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 113 

constitucional, corresponde a la ley reglamentaria determinar 

administrativamente, quienes pueden ser responsables 

infracciones, 6rganos de competencia 

el procedimiento que tiene que seguirse y 

que el procedimiento lo encontramos 

para aplicarlas 

sus sanciones, ya 

ubicado bajo la 

denominaci6n de "Sanciones Administrativas y Procedimientos 

para Aplicarlas" en los articulas del 49 al 78 de la 

Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicosª 

A manera de colación, cabe recordar que la 

responsabilidad administrativa se produce como consecuencia 

de los actos u omisior.es realizados por los servidores 

pablicos en ejercicio de sus funciones y se ubique en la 

hip6tcsis prevista por el catálogo de las 22 fracciones del 

articulo 47 de la Ley de la materia. 
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2.2.2.- RESPONSABILIDAD CIVIL. 

En el presente caso, la responsabilidad civil de los 

servidores públicos s6lo se genera por actos u omisiones 

realizados en ejercicio de sus funcione~, que causen daños a 

los particulares. 

En eÍecto, el párrafo octavo del artículo 3~ de 

nuestra Carta Magna se menciona la responsabilidad en 

comento, ya que como se dcnpre~de del mismo precepto 

s6lo corre a cargo de cualquier servidor público. 

Ahora bien, debemos comentar que el Título IV de la 

Constituci6n General de la República, en especial el artículo 

109 establece los diferentes tipos de responsabilidades de 

los servidores pGblicos, mSs no define ni menciona la 

responsabilidad civil,aunque en la exposici6n de motivos de 

las reformas de este T!tulo en estudio,hace referencia a los 

cuatro tipos de responsabilidades. 

Asimismo, hay autores que consideran que la 

justificación de la existencia de esta responsabilidad 

encuentra un punto de partida en el principio de que "aquel 

que cause un daño a otro tendrá la obligación de repararlo", 

tal como lo establece el artículo 1910 del C6digo Civil y su 

base constitucional en los artículos l~, 12, 13 y 27 

constitucional, toda ve¿ que los mismos establecen 

la igualdad ante la ley, puesto que ningún individuo tendrá 

prerrogativas 

gozarán de 

o 

las 

ventajas especiales 

garantías que 
y todos en general 

otorga la Constituci6n. 

Igualmente, se garantiza el derecho de la propiedad privada, 

limitada sólo en los casos que ésta dispone y con las 

modalidades y limitaciones que dicte el interés público. 

Por su parte, nuestro Código Civil en su artículo 1928 
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regula la responsabilidad del Estado por los daños que sus 

funcionarios causen en el ejercicio de sus funciones, pero 

esta responsabilidad es subsidiaria, por lo que s6lo puede 

hacerse efectiva cuando el funcionario directamente 

responsable no tenga bienes, o los que tenga no 
sean suficientes para responder por el daño causado. De ah1 

que se pueda afirmar que la responsabilidad civil de los 

servidores públicos se regula por el Código Civil y que la 
misma corre a cargo de los servidores públicos1 cuando en 

ejercicio de sus funciones causen d~ños a los particulares. 

Sujetos.- Como ya manifestamos en párrafos anteriores, 

en términos del art!culo 192R del Código Civil, este tipo de 

responsabilidad corre a cargo de los servidores públicos y la 

doctrina establece que esta responsabilidad se da en la culpa 

del propio Estado por irregularidades de elecci6n o 

vigilancia de sus funcionarios la cual se le llama culpa in 

eli9iendo o in vigilando. 

Procedimiento.- Sobre el particular, mencionaremos que 

el procedimiento de esta responsabilidad civil, la doctrina 

para efectos de su estudio la divide en varios elementos como 

son: 

a) Los sujetos 

b) La acción u omisión 
c) El daño 

di La culpa 

e) El nexo causal 

a) Por lo que toca a los sujetos es necesario que sea un 

servidor público y que el daño causado sea precisamente en 

ejercicio de las funciones y:ue le son encomendadas de 

conformidad al multicitado articulo 1928 del C6digo Civil, ya 

que si el daño se produce cuando el servidor pUblico no actUa 
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investido de su cargo, no obstante que la responsabilidad se 

genere, luego entonces no le es imputable en su carácter de 

funcionario. En consecuencia, el responsable directo resulta 

ser la persona física, siempre y cuando el sujeto esté 

actuando en ejercicio de sus funciones pOblicas, el afectado 

tiene a su favor un responsable subsidiario que en este caso 

es el Estado. 

b) La ac.::ión u o:nisi6n dt•be ser el resultado de 

una actuación humana, toda ve·.: que ~a primera implica hacer 

algo qu~ llega a producir el daño o en otras palabras 

realizar algo en contra de lo que la Ley establece, ya que la 

segunda implica un no hacer que de igual manera es causa del 

daño producido, es decir abstenerse de obrar tal y como lo 

determina o establece la Ley. 

c} El daño, en la doctrina es un elemento necesario para 

la existencia de la responsabilidad, toda vez que sin ella no 

puede hablarse de un resarcimiento, en virtud de que la misma 

tiene como fin la recuperación o indeminización, lo cual no 

se puede lograr si no existe algo que reparar, es decir, 

reparar o indeminizar lo dañado. 

Ahora bien, el daño puede ser material o moral, el 

materi~l lo encontramos regulado por el articulo 2108 de 

nuestro C6digo Civil el cual establece que por daño debemos 

de entender como la pérdida o menoscabo sufrido en el 

patrimonio por falta de cumplimiento de una obligaci6n. 

Asimismo, el artículo 2109 del mismo ordenamiento establece 

que el perjuicio es la privaci6n de cualquier ganancia lícita 

que debiera haberse obtenido en el cumplimiento de la 

obligaci6n. Por su parte, el artículo 1916 del C6digo Civil 

establece que el daño moral es la afectaci6n que una persona 

sufre en.sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, 

r~putaci6n, vida, configuración de aspectos físicos, o bien 
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en la consideraci6n que de sI misma tienen los dem~s y que 

deberá repararse mediante una inderainizaci6n en dinero 

independientemente del daño material que también se hubiere 

ocasionado. 

d} Por lo que toca a la culpa cuando se trata de la 

responsabilidad prevista en el artículo 1928 del C6digo 

Civil, es necesario que el funcionario actúe ya sea en forma 

intencional o negligentemente y esté vinculado con el 

ejercicio de sus funciones. 

e) El nexo causal, es la relación de causalidad 

que existe entre el daño que se produce precisamente corno 

consecuencia directa e inmediata de la actuaci6n del servidor 

público en el ejercicio de su cargo, comisi6n o empleo, toda 

vez de que si se genera por una causa diferente o si 

intervienen excluyentes de responsabilidad corno la culpa 

inexcusable de la víctima, el hecho de un tercero y el caso 
fortuito o la fuerza mayor, la responsabilidad no se produce, 

en el presente caco el nexo causal lo encontramos regulado en 

el art!culo 2110 del C6digo Civil vigente el cual a la letra 

dice: "Los daños 

inemdiata y directa 

y perjuicios 

de la falta 

deben ser consecuencia 

de cumplimiento de la 

obligación, ya sea que se hayan causado o que necesariamente 

deban causarse" (81). 

En los términos expuestos, podemos afirmar que cuando 

los servidores públicos en el desempeño de su empleo, cargo 

o comisión incumplan con las obligaciones que les impone 

salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad 

y eficiencia en el ejercicio de la función pQblica, la 

(81) C6digo Civil para el Distrito Federal. Ed. Teocalli, 
México, D.F. 1988. p. 215. 
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naturaleza de la responsabilidad es de carácter 

administrativo; cuando los servidores públicos lesionan 

valores 

en que 

protegidos por las leyes penales, la responsabilidad 

incurren es penal, por lo que son aplicables 

los procedimientos y sanciones penales¡ cuando los mismos 

con su 

estaremos 

finalmente 

producen 

funciones, 

conducta afectan intereses públicos fundamentales, 

en presencia de una responsabilidad política y 

cuando los servidores públicos con su conducta 

daños a los particulares en ejercicio de sus 

entonces ea aplicable un~ responsabilidad civil. 
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2.2.3.- RESPONSABILIDAD PENAL. 

De conformidad a la fracci6n II del articulo 109 
constitucional establece que la comisi6n de delitos por parte 

de cualquier servidor público ser& perseguida y sancionada en 
los términos de la legislaci6n penal, por lo tanto el C6digo 
Penal para el D.F. en materia común y para toda la República 

en materia federal, en sus artículos 212 al 224, regula los 

tipos legales delictivos en las que el sujeto activo 

necesariamente deber~ tener la calidad de servidor público, 

asimismo, en la parte final del art1culo 212 establece que se 

impondr~n las mismas sanciones previstas para el delito de 

que se trate a cualquier persona que participe en la 

perpetraci6n de alguno de los delitos en ese Titulo, los 

delitos aludidos son: ejercicio indebido de servicio público, 

abuso de autoridad, coalici6n de servidores pGblicos, uso 

indebido de funciones, concusión, intimidaci6n, ejercicio 
abusivo de funciones, tráfico de influencia, Cohecho, 
peculado y enri4uecimlento ilícito. 

Aunado a lo anterior, 

estos delitos son: pena& de 

eéonómica, destitución e 

las sacniones por la comisión de 

privación de la libertad, sanción 
inhabilitación para desempeñar 

empleos, cargos o comisiones públicas, as! corno el decomiso 

de bienes cuya legal procedencia no se logra acreditar. 

Sujetos.- De conformidad al articulo lll de nuestra 
Carta Magna son: Los diputados y senadores del Congreso de la 
Uni6n, los Secretarios de Despacho, los jefes de Departamento 

Administrativo, los representantes a la asamblea del Distrito 
Federal, titular del 6rgano de gobierno del Distrito Federal, 
el Procurador General de la RepObllca y el Procurador General 
de Justicia del Distrito Federal. Igualmente los Gobernadores 
de los Estados, diputados locales y magistrados de los 
Tribunales Superiores de Justicia de los Estados y también 
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el Pres.idente de la RepGblica. 

Procedimiento.- Sobre el particular, cabe mencionar que 

en el Derecho Penal Mexicano existe la protecci6n 

constitucional llamado fuero, que se otorga a los servidores 

públicos de alta jerarquía, citados con antelaci6n, como ya 

vimos en el articulo 111 constitucional, cuando cometen 

delitos durante el tiempo de su encargo. 

Ahora bien, la protecci6n en comen.to es un privilegio 

en materia penal, ya que se otorga con el fin d~ proteger no 

a la persona, sino al ejercicio de la funci6n pública que 

tienen a su cargo los servidores públicos de alta jerarquía 

y cuyo efecto consiste en que no se puede proceder contra el 

funcionario sin la autorizaci6n previa de la Cámara de 

Diputados, autorizaci6n conocida como Declaración 

de Procedencia. 

Si se resuelve que se debe proceder en contra del 

acusado, éste queda separado de su cargo, empleo o comisi6n y 

está sujeto a la jurisdicci6n de los tribunales comunes. En 

caso negativo no habrá lugar a procedimiento ulterior 

mientras subsista la protección constitucional. Igualmente, 

los Gobernadores de los Estados, Diputados Locales ·y 

magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia, 

gozan de esta protección, pero para estos individuos, la 

Declaración de Procedencia deberá enviarse a la Legislatura 

correspondiente, para el efecto de que en ejercicio de sus 

atribuciones resuelva lo procedente. 

Sin embargo, existe la excepci6n hecha al Presidente de 

la RepGblica, toda vez que la Declaraci6n de Procedencia dará 

lugar a que la Cámara de Diputados asuma las funciones de 

Jurado de Acusaci6n para iniciar un procedimiento parecido al 

juicio pol!tico, en el que la Cámara de Senadores dictará 
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sentencia con base en la legislaci6n aplicable. 

En resumen, debemos comentar que de acuerdo a lo 

establecido por la fracción XVII del artículo 32 bis de la 

Le}' orgánica de la Administración Pablica Federal se 

confieren facultades a la Secretaria de la Contralorf.a 

General de la Federación para realizar denuncia ante el 

Ministerio Público sobre la comisión de delitos por parte de 

los servidores públicos. 
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2.2,q,- RESPONSABILIDAD POLITICA. 

La fracción I, del artículo 109 constitucional, 

establece que mediante juicio pol!tico se impondr5n, las 

sanciones indicadas en el diverso 110 del mismo ordenamiento, 

a los servidores públicos señalados en el mismo precepto, 

cuando en el ejercicio de sus funciones incurran en actos 

u omisiones que redunden en perjuicio de los intereses 

pGblicos fundamentales o de su buen despacho. No procede 

el juicio pol1tico por la mera expresión de ideas. 

Sujetos.- Los sujetos de responsabilidad politica en 

términos del artículos 110, son los siguientes: los senadores 

y diputados al Congreso de la Uni6n, los ministros de 

la Suprema Corte de Justicia de la Naci6n, los Secretarios 

de Despacho, los Jefes de Departamento Administrativo, los 

representnates a la asamblea del Distrito Federal, el 

Procurador General de la República, el Procurador General de 

Justicia del Distrito Federal, los Magistrados de Circuito y 

Jueces de Distrito, los magistrados y jueces de fuero 

coman del Distrito Federal, los directores generales o 

sus equivalentes de los organismos descentralizados, 

empresas de participaci6n estatal mayoritaria, soci~dades y 

asociaciones asimiladas a éstas 

Igualmente los gobernaUores de 

locales y magistrados de los 

y fideicomisos públicos. 

los Estados, diputados 

Tribunales Superiores de 

Justicia locales, éstos últimos pueden ser sujetos de 

juicio político por violacione3 grúves a esta Constitución 

y a las leyes federales que de ella emanen, así como el 

manejo de fondos y recursos federales. 

En consecuencia, se desprende que no todos los 

servidores públicos pueden incurrir en esta responsabilidad 

en comento, toda vez que las características de los sujetos 

a .este juicio poli tico es en rc:i.=ón a que tienen facultades de 
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gobierno y administración, ya que con su actuación pueden 

causar perjuicios a los intereses públicos fundamentales o de 

su buen despacho. De ahí yuc no todos los servidores públicos 

pueden incurrir en este tipo de responsabilidad. 

En ese orden de ideas, las conductas que afectan los 

intereses públicos fundamentales y de su buen despacho, 

se encuentran ubicados en el artículo 7~ de la Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos y 

éstas son: El ataque a las instituciones democráticas, el 

ataque a la forma de gobierno republicano, representativo, 

federal; las violaciones graves y sistemáticas a las 

garantías individuales o sociales, el ataque a la libertad 

de sufragio, la usurpaci6n de atribuciones; cualquier 

infracci6n a la Constitución o a las leyes federales 

cuando cause perjuicios graves 

o varios Estados de la misma 

a la Federaci6n, a uno 

o de la sociedad, o 

motive algún trastorno 

las instituciones; las 

los términos del caso 

en el funcionamiento 

omisiones de carácter 

anterior y las 

normal de 

grave, en 

violaciones 

sistemáticas 

presupuestos 

o 

de 

graves a los 

la Administración 

planes, 

Pública 

programas y 

Federal o del 

Distrito Federal y a las leyes que determinen el manejo 

de los recursos econ6micos federales y del Distrito Federal. 

Asimismo, las sanciones que pueden ser aplicables se 

encuentran descritas en el párrafo tercero del multicitado 

artículo 110 de nuestra Carta Magna en relación con el 81 de 

la ley de la materia, las cuales pueden ser la destituci6n y 

la inhabilita~i6n desde un año hasta por veinte años. 

Procedimiento.- Sobre el particular, comentaremos que 

el procedimiento se encuentra regulado por el artículo 110 

constitucional y por la propia Ley Federal de 

Responsabilidades de los servidores PGblicos, el cual podr& 
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iniciarse dentro del tiempo en que el servidor público 

desempeñe su empleo, cargo o comisión o hasta un año 

después de concluido éste. 

Ahora 

Diputados la 

la Cfunara de 

absoluta del 

bien, el juicio comienza ante la C~mara de 

cual proceder& a la acusación respectiva ante 

Senadores, previa declaración de la mayoría 

número de los miembros presentes en sesión, 

después de haber sustanciado el procedimiento y con 

audiencia 

acusaci6n 

del inculpado. Asimismo, conociendo de la 

la Cámara de Senadores erigida como jurado 

de sentencia deberá aplicar la sanción correspondiente 

mediante resoluci6n de las dos terceras partes de los 

miembros presentes en sesión, una vez practicadas las 

diligencias correspondientes y con audiencia del acusado. 

Aunado a lo anterior, como ya señalamos 

de 

los 

los Estados, diputados 

Tribunales Superiores de 

también 

locales y 

Justicia 

los gobernadores 

magistrados de 

locales, s6lo son sujetos de juicios 

graves a la Constituci6n 

de ella emanen, as1 como 

po11tico por 

leyes violaciones 

federales 

indebido 

que 

de fondos y recursos 

y a las 

por el manejo 

federales, pero en este 

caso la resoluci6n que dicte será declarativa y se 

comunicará a las Legislaturas locales para que en ejercicio 

de sus atribuciones procedan como corresponda; el único 

problema que se presenta es que en ningún ordenamiento se 

establece en que consiste la gravedad de la violaci6n. 



CAPITULO T E R C E R O 

LAS RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. 

3.1 CONCEPTO. 

El establecimiento 

responsabilidades de los 

de un 

servidoras 

régimen adecuado 

públicos, ha sido 

120 

de 

la 

preocupación 

constitucional. 

constante de todo sistema democr&tico 

La falta de un sistema que regulara la responsabilidad 

administrativa y el llamado " Marco Jurídico de la 

Renovación Moral ", entendiendo éste como la traducción a 

pensamiento central del señor nivel instrumental del 

Presidente, dieron lugar las mencionadas reformas al 

Título Cuarto de la Constitución, así como a la expedición de 

una nueva ley de responsabilidades, en donde se establecen 

las bases de la responsabilidad administrativa en la que 

se incurre por actos u omisiones que afecten los criterios de 

legalidad, honradez, imparcialidad, econom1a y eficacia, que 

orientan a la Administración Pública y que garantizan el buen 

servicio. 

La iniciativa 

Constituci6n y de la 

presidencial de reformas a la 

Ley Federal de Responsabilidades de 

los Servidores Públicos, en sus respectivas exposiciones de 

motivos, explicaron que con la introducción de la 

responsabilidad administrativa, se pretende avanzar en el 

tratamiento a que est&n sujetos los servidores públicos y 

garantizar que los empleos, cargos y 

servicio público, subordinen el interés 

intereses colectivos superiores de 

comisiones 

particular 

ln sociedad 

en 

a 

y 

el 

los 

por 
otra parte, 

mostrando 

superar una deficiencia que habia venido 

nuestra legislación, consistente en la falta de 
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un sistema que 

sin perjuicio 

regulara la responsabilidad administrativa, 

de las responsabilidades de naturaleza penal, 

politica, civil y laboral (82). 

Por su parte, René Gonz&lez 

cuanto al sistema sancionador 

de la Vega 

de esta 

afirma " en 

clase de 

responsabilidad, no pode~os dejar de expresar nuestro temor 

en el sentido de que no reglamentarse el mismo, con cuidado y 

precisión jurídica, se caería en la inaplicación de la Ley y 

por tanto, en la impunidad, pues _si bien su propósito 

es generoso, al abrir un novedoso y útil canal de sanción 

para 

vez 

con 

el servidor pGblico, que daña 

que se puede caer f&cilmente en 

el estatuto laboral de dichos 

la administración, toda 

deterioros o conflictos 

servidores. Por lo 

que respecta el régimen jurídico de los trabajadores 

del Estado, este fue considerado en épocas de liberalismo, 

como parte del Derecho Administrativo, pero hoy por hoy, a la 

luz de las luchas sociales, pertenece al Derecho del Trabajo, 

por lo que muy difícil resulta estructurar sistemas y 

procedimientos qu~ afecten al servidor público en sus 

intereses, desde el enfoque del derecho público, sin vulnerar 

los principios de Derecho Social " (83). 

La responsabilidad administrativa es la que procede por 

aquellos actos u omisiones de los servidores públicos 

que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad 

y eficiencia que deben observar en el desempeño de sus 

~mpleos, cargos o comisiones. 

Como habíamos mencionado, los artículos 109 Fracci6n 

(82) Miguel de la Madrid Hurtado. Op. Cit., p.p. 15-16 y 126. 
(83) Rcné González de la Vega. El Nuevo Derecho 

Constitucional Mexicano. Editorial PorrOa, S.A. 9a. 
Edici6n. México, D.F. 1988. p. 411. 
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III, 113 

establecen 

as! como el 

114 párrafo tercero, constitucionales, 

las bases de la responsabilidad administrativa, 

Ti.tulo Tercero de su Ley Reglamentaria. 

Por su parte 

Responsabilidades de 

" Los procedimientos 

a que se refiere 

el artículo 4~ de la Federal de 

los ServiJores Públicos, dispone que: 

para 

el 

la aplicación de las sanciones 

articulo 109 constitucional 

se desarrollarSn autónomamente, según su naturaleza y por 

la vía procesal que corresponda, deben las autoridades a 

que alude el artículo anterior turnar las denuncias a quien 

deba conocer de ellas. No pudiendo imponer dos veces por 

una sola conducta sanciones de la misma naturaleza ". 

El ejercicio de la facultad disciplinaria sobre quienes 

desempeñan un empleo, cargo o comisión en 

pOblico, le corresponde exclusivamente a 

el servicio 

la propia 

Administración Pública, pretendiendo con ello salvaguardar y 

preservar su buen y adecuado funcionamiento. El ejercicio de 

dicha facultad es independiente de que por la misma conducta 

a castigar, se inicien otros procedimiento~ de diferente 

naturaleza y ante autoridades diversas. 

n De lo que antecede se desprende que, si bien no se 

puede duplicar un mismo tipo de responsabilidad por una sola 

conducta no hay impedimento alguno para que esta última 

origine dos o m~s tipos de responsabilidad; esto es, se puede 

dar el caso de que una misma conducta ocasione una sanción 

política o administrativa como una penal e, incluso, 
civil" (84). 

(84) José de Jesús Orozco Henríquez. Régimen Constitucional 
de Res onsabilidades de los Servidores Púbh.c.:os. La 
responsabilidad de los servidores p blicos. Colección 
Jurídica Manuel Porrúa. 7a. Edición. México, D.F. 1987. 
p. 115. 
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3.2. SUJETOS. 

El Título Tercero de la Ley Federal de Responsabilidades 

de los Servidores Públicos, en su Capítulo I, denominado 

" Sujetos y Obligaciones del Servidor Público 11
, adem.§.s de 

enunciar lo que se entiende por servidor pGblico enumera cada 

uno de los deberes a los cuales está constreñido el 

funcionario, y el Capítulo II, establece las sanciones 

aplicables. Asi, el artículo 46 señala que : 

" Incurren en responsabilidad administrativa los 

servidores públicos a que se refiere el artículo 2 de esta 

Ley " 

De acuerdo con el artículo 2~ de la Ley de 

Responsabilidades, que a su vez remite el artículo 108 

constitucional, se consideran servidores públicos : 

"... a los representantes de elección popular, a 

los miembros de los poderes Judicial Federal y Judicial 

del Distrito Federal, 

en general, a toda 

cargo o comisi6n 

Administración Pública 

a los funcionarios y empleados, y, 

persona que desempeñe un 

naturaleza de cualquier 

Federal o en el Distrito 

empleo, 

en la 

Federal 

De este modo, atendiendo al principio de igualdad 

ante la ley, se pretendió establecer la responsabilidad 

a nivel constitucional de todos los servidores pGblicos, 

independientemente de su jerarqu1a, rango, origen o lugar 

de su empleo, cargo o comisión. 

Sin embargo, la ley omite a los funcionarios y 
empleados del Organo Legislativo, aGn cuando el articulo 

51, segundo párrafo, supone que quedan includios. Por 
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un error del legislador es necesaria una labor de 

interpretación para incluir como sujetos de la Ley a 

los funcionarios y empleados del Organo Legislativo 11 (85). 

De la definici5n del articulo 108 constitucional, 

se desprende que quedan incluidos prácticamente todos 

los funcionarios y empleados que forman la estructura 

de organización de los órganos centrales federales y de 

los del Distr.ito Federal, al igual que todos los funcionarios 

y empleados que forman parte de l~ Administraci6n Pública 

Federal. 

También son responsables por violaciones a la 

Constituci5n y leyes federales, los Gobernadores, Diputados 

y Magistrados de los Tribunales Superiores de los Estados, 

pero en este caso la responsabilidad no ser!a administrativa, 

sino política o penal; en cambio, el Presidente de la 

República sólo puede ser acusado por traición a la Patria y 

delitos graves del orden coman. 

El art1culo 2~ de la Ley de Responsabilidades en 

an&lisis, añade: 

a todas aquellas personas que manejen o apliquen 

recursos económicos federales ". 

Al respecto, José Luis Soberanes FernSndez dice: 
11 esta disposición ademSs de mencionar sujetos no incluidos 

por la Ley Suprema, puede resultar peligrosa, ya que 

supuestamente se pueden reclamar a particulares 

responsabilidades que son propias de los funcicnarios y 

empleados públicos, m&s afin que existen responsabilidades 

(85) Hamdam Amad Fauzi, Op. Cit. p. 241. 
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civiles y 

particulares. 

penales en las que pueden incurrir dichos 

Sin embargo, el artículo 46 de la ley citada 

señala que incurren en responsabilidad administrativa los 

servidores públicos a que se refiere el artículo 2e; ello se 

puede interpretar como que 

manejen o apliquen los 

servidores públicos, no se 

administrativa " (86). 

las personas particulares que 

recursos federales, no siendo 

le podrá exigir responsabilidad 

La técnica que utiliza la L~y para establecer los 

sujetos de la responsabilidad administrativa, plantea varios 

problemas, el decir de Fauzi Hamdan, interpretando los 

preceptos sostiene que, 

en el artículo 110 y 

los servidores públicos mencionados 

111 constitucional, están sujetos 

a un régimen especial (refiriéndose al juicio político y 

la declaraci6n de procedencia), por lo que quedan 

excluidos del régimen de responsabilidad administrativa 11 l87). 

(86) José Luis Soberanes Fernández. La Responsabilidad 
Administrativa de los Servidores PGblicos. La 
responsabilidad de los servidores públicos. Colecci6n 
Jurídica Manuel Porraa. ?a. Edición. M~xico, D.F. 198;. 
p. 132. 

(87) Hamdan Amad Fauzi. Op. Cit. p. 247. 

'· . ·t· 
¡f> 
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3.3.- C A U S A S . 

El articulo 47 de la Le:ir Federal de Responsabilidades 

de los Servidores Públicos, en forma general, señala 

como obligaciones de los servidores públicos salvaguardar 

la legalidad, actuar con honradez, lealtad, imparcialidad 

y eficiencia en el desempeño de su curgo, y en las 

diferentes fracciones de dicha disposición legal, de 

manera enunciativa, se señalan cuales son los actos 

que pueden dar lugar la imposición de sanciones por 

contravención a esas obligaciones. 

3.4.- S A N C f O N ES . 

" Independientemente de las figuras de juicio de 

procedencia y juicio politice que ya tenían cabida en 

el teKto anterior se crea una figura jurídica adicional : la 

de sanciones administrativas por actos u omisiones que 

afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y 

eficacia de los servidores pGblicos " (88). 

José Trinidad Lanz describe estos cinco deberes 

genéricos de la siguiente manera : " legalidad, es decir, 

lo contrario de la arbitrariedad, del capricho, honradez, 

la honestidad, la sariedad y la ética, conceptos inseparables 

lealtad al Estado, a las instituciones, no a las personas ni 

a los partidos; los deberes del servidor pGblico son para la 

naci6n que est~ por encima de otros intereses; imparcialidad 

y eficiencia, la imparcialidad introduce en nuestro Derecho 

Administrativo por vez primera después de muchos años de 

haberse olvidado en el derecho mexicano, exceptuando en 

(88) Elisur Arteaga Nova. Op. Cit. p. 343. 
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la legisla-:i$n del Poder Judicial; lus restricciones y la 

prohibici6n al :1P.potismo que ya existí.:i desde las Leyes 

de Indias, ::;.ue 1;.uiso !"egular !-\or2los 1 sin t?mbargo se 

perd~ó e~ la eta~~ de la !n1epend~nci~ sabenos 

Estado, 

la 

el i:nagen de ellas car.1biando l::>s fines del 

trabajo paI:"a el hornbre o el hombre para el tr.J.ta:¡o, 

cu&l es el lema ~ " (99). 

Cun:-:da un se::":idor p(1blico incurre en rcsponsa.bilidcJ.d 

administrativa, el articulo 1!3 constituciona: se~ala que 

se l~ podrán 3plicar las siguientes sancione5 : suspensión, 

destitución, inh3bilitaci6n, sanción ~ccn6~1ca, Jden5s de 

las que sefiale~ las leyes, esto es, el apcrcibi~ic~tc ~ 

la amonestación, en ambos casos en forma pública o privada, 

de acuerdo con el articulo 53 de la Ley de Responsabilidades. 

La ley sefiala que tanto el apercibiraie~to co~o la 

amonestación pueden ser públicos o privados, entendiéndose 

por privado el apercibimiento o amonestación que realiza 

la autoridad en forma \'erbal, sin que se deje constancia 

documental de su imposici6n por no considerarlo conveniente, 

en virtud de la escasa importancia del asunto; t!n tanto que 

ser& público, 

responsabilidad 

cuando la autoridad estima que la 

incurrida amerita que el apercibimiento 

o la amonestación deban quedar por escrito e integradas 

al expediente que 

de que la sane ión 

servidores públicos 

corresponda, esto 

quede inscrita 

sancionados que 

es con la finalidad 

en el registro de 

alud~ e~ artículo 

68 de la Ley Feder.Jl de ResponsabilidaC.c;; j' que .'.! la 

letra di.ce 

{89) José Trinidad Lar.z Cárdenas. La Le\' de Responsabilidades, 
un C6digo de Conducta del Servicio Público. Revista !NAP 
Praxis No. 65. lla. Edición. =-~é.xico :i.F. 1990. p. 148. 
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Las resoluciones dCUCCÓOS de la S~cretar{a y 

de las Dependencias durante el procedir.üento al que se 

refiere este capitule constarSn por ¿scrito y se ascntar~n en 

san~iones 

impuestas, entrt- cll.:>.s, en todo c.iso, l.:ts de inha.hilitación. 

La suspensi6n consist0 en prohibir a u~ s~r~idor ?5blico que 

realice sus !uncion~s por 11n perfodo ~~ rnenJr de tres 

días ni mayor de tres rncs.-~s. La destitución, es la 

sanción administrativa por la cual un servidor pGblico 

es sepa:-ado Ce su em;:--leo, cargo o ccr.ii.s1ón que desernpe:1aba en 

el servicio ;:-úblicó, por habiSrsele encontr,1do respon~;~ble en 

los términos de ley. 

La inhabilitación, es la prohibición temporal de ejercer un 

empleo, cargo o comisión en el scn·i:::-i.o público, decretado 

por autoridad competente. Cu,1:ido la inhabilitación se imponga 

como consecuencid de un acto u onisión que i~plique lucro o 

que cause daiios y perjuicios; será de tres meses a tres años 

si el monto de aquellos no excede de cien veces al salario 

mínimo mensual vigente en el Distrito Federal y d~ tres a 

diez años si excede de dicho l!mite. 

Respecto a esta sanci6n, José Luin Soberanes Fernández 

en su obra citada dice: " la Ley Federal de Responsabilidades 

en el artículo 59 habla de la pena de inhabilitación, aunque 

se trata de una sdnción de naturaleza penal es correcta que 

se contemple en esa ley federal, tod.:i vez que se trata de una 

norma reglamentaria de un precepto constitucinnal, que d2bc 

precisar las directrices tra~adas por nuestra ley suprema; 

sobre todo, debe ser tomada en ~uenta por las legislaciones 

locales " (901. 

(90) José Luis Soberanes Fernández, .QE.,_QL p. 136. 
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Respecto a la sanción econ6mica, ésta se aplica cuando 

por incumplimiento de lo prescrito en el articulo 47 se ha 

obtenido un beneficio econ6mico o se ha causado daños 

y perjuicios, el monto de la sanción se fijará duplicando la 

cantidad de aquél o de éstos, tal situaci6n la establece el 

articulo 55 de la Ley de Responsabilidades : 

"Artículo 55.­

por beneficios 

incumplimiento 

articulo 47 se 

En caso de aplicación de sanciones económicas 

obtenidos y daños y perjuicios causados por 

de las obligaciones. establecidas en el 

aplicarán dos tantos del lucro obtenido y 

de los daños y perjuicios causados ". 

De esta cuestión surge un hecho importante, mismo que 

no fue tomado en cuenta por el legislador, ya que no 

establece dentro del procedimiento administrativo an medio 

expedito y fácil para poder resarcir al perjudicado 

cuando éste se trate de un particular y no del Estado, 

debido a que se considera como materia de responsabilidad 

civil. Al respecto, José Luis Soberanes Fernández dice "cuando 

el afectado es el Estado, entendemos que con el monto tle la 

sanqi6n 

pues se 

contempla 

económica se cubren los daños y perjuicios causados 

trata de un crédito fiscal y en este caso se 

como responsabilidad civil del servidor público. 

En consecuencia encontramos una falla muy grande al no 

establecerse un medio expedito y f~cil para resarcir al 

perjudicado, lo cual además hará que prácticamente los 

particulares no tengan interés en denunciar ni en que 

se sancione a un servidor público cuando incurra en una 

causa de responsabilidad; pero sobre todo es una 

injusticia que no se repare de la misma manera el 

daño y perjuicio causados " ( 91). 

(91) José Luis Soberanes Fernández. Op. Cit. p. 136. 
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Aplicaci6n de las sancioncr:: administrativas: 

La aplicación de lils sanciollt'?S aclmi.nistratiVa5 no se 

deja al arbitrio ele la autoridad sancionador~, ya que 

el articulo 54 de la Ley de Responsabilidades 

los elementos que se deberán tom.:ir ~r, cuenta para aplicar 

dichas sanciones : 

" ••• l.- La gravedad de la responsabilidad en que r.e incurra 

y la conveniencia de suprimir practicas que 

infrinjan, en cualquier forma, las disposiciones 

de esta ley o las que se dicten con base a ella; 
II.- Las circunstancias socioeconómicas del servidor 

público; 

III.- El nivel jer.'.írquico, los antecedentes y las 

cü11diciones del infractor; 

IV. - Las condiciones exteriores y los medios de 

ejecuci6n; 

V.- La antigüedad del servicio; 

VI.- La reincidencia en el incumplimiento de 

obligaciones; y 

VII.- El monto del beneficio, daño o perjuicio econ6micos 

derivado del incumplimiento de obligaciones ". 

" A nuestro entender fue mal redactado el mencionado 

artículo .54 ya que no señala si dichos elementos se tomarán 

en cuenta para agravarla o atenuarla " (92). 

El articulo 76 de la Ley de Responsabilidades dispóne : 

" Si el servidor püblico presunto responsable confesare su 

responsabilidad por el incumplimiento de las obligaciones 

(92) José Luis Soberanes Fern&ndez. Op. Cit. p. 135. 
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a que hace referencia la presente ley, se proceder§ de 

inmediato a dictar resoluci6n, a no ser que quien conoce del 

procedimiento disponga la recepción de pruebas para acreditar 

la veracidad de la confesión. En caso de que se acepte la 

plena validez probatoria de la confesión, se impondr& al 

interesado dos tercios de la sanci6n aplicable, si es 

de naturaleza 

indemnizaci6n, 
económica, pero en lo que 

ésta en todo caso deber~ 

respécta 

ser suficiente 

para cubrir los daños y perjuicios causados, siempre deber~ 

restituirse cualquier bien o prod~cto que se hubiese 

percibido con motivo de la infracción. Quedara a juicio 

de quien resuelve disponer o no la suspensi6n, separaci6n o 

inhabilitaci6n • 
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SANCIONES. 
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Para la aplicación de sanciones se deben observar las 

reglas de competencia establecidas en el artículo 56 de la 

Ley de Responsabilidades: 

A) El apercibimiento, la amonestaci6n, la suspensi6n y la 

destituci6n de servidores públicos de confianza, son 

impuestas por el titular de la dependencia donde preste 

sus servicios el responsable mismo que tendrá que 

demandar la destituci6n de los empleados de base, 

ante la autoridad competente. 

~ La destitución de un servidor público debe de promoverse 

por el superior jerSrquico ante el Tribunal de 

Conciliaci6n y Arbitraje, en los términos que marca 

el articulo 46 de la Ley· Burocrática, si se trata 

de servidores públicos cuya relaci6n laboral se regula en 
el apartado B del artículo 123 constitucional; y se 

trata de aquellos servidores públicos cuya relaci6n 

laboral se regula por el apartado A del mismo numeral, 

deben demandarse ante la Junta de Conciliaci6n ·Y 

Arbitraje • (93). 

B) Por otro lado, la pena de inhabilitaci6n se reserva a un 

6rgano no jurisdiccional, el cual no es precisado por la 

Ley Federal de Responsabilidades, sino que se deja a la 

Legislaci6n Penal. 

" Por lo que se refiere a la sanción de inhabilitación 

temporal para desempeñar un nuevo cargo, la fracción V del 

(93) Elisur Arteaga Nava. Op. cit. p. 345. 
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articulo 56 de la Ley de Responsabilidades señala que será 

decidido por resolución jurisdiccional que dicte el órgano 

que corresponda según las leyes aplicables. Así, compete 

al Juez Penal, Federal o del Distrito Federal, decidir 

sobre el particular 

en el C6digo de 

el caso 11 (94). 

siguiendo el procedimiento previsto 

Procedimientos Penales, según sea 

C) Asimismo, corresponde a la Secretaría de la Contraloría 

General de la Federaci6n la a~licación de sanciones 

económicas cuyo monto es superior al equivalente a cien 

días de salario mínimo en el Distrito Federal, pues cuando 

sea inferior a esa cantidad corresponderá a las 

Contralorias Internas. 

La gu1a para la aplicación del sistema de 

responsabilidades, emitida por la Secretaría de Contraloría 

General de la Federación, determina lo siguiente respecto al 

procedimiento para la aplicaci6n de sanciones : 

n El sistema de responsabilidades en el servicio 

pliblico tiene origen constitucional, por lo que su aplicaci6n 

no lesiona los derechos de los trabajadores, pues su Smbito 

de competencia lo constituye la materia administrativa y la 
determinación de la responsabilidad es de esta naturaleza y 

no cae en el campo laboral. La aplicación de dicho sistema 

de responsabilidades, no se opone al estatuto laboral de los 

servidores pGblicos, sino que 

acuerdo a lo establecido en la 

lo complementa, ya que de 

Ley Ce Responsabilidades, 

quedar5n preservados los derechos sindicales de los 

trabajadores. 

La Legislación del Trabajo burocrático ha adoptado, 

(94) Hamdan Amad Fauzi. Op. Cit. p. 250. 
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como principio general que rige al Estatuto Jur!dico, el que 

los trabajadores al servicio del Estado deban ser protegidos 

por dicho estatuto, de manera que los empleados de confianza, 

que están fuera de su protecci6n, constituyen la excepción 

dentro del principio general y, consiguientemente, los 

preceptos que determinan · cuales son los empleados de 

confianza limitativos de esta manera, cuando se instrurr.enta 

un procedimiento administrativo, en contra de servidores 

pUblicos de confianza, lejos de lesionar sus derechos 

laborales, se les concede una instancia, con su respectiva 

garantía de audiencia, para que en ella realicen la defensa 

que mejor convenga a sus intereses " {95). 

Trat§ndose 

al apartado A 

consecuentemente, 

de servidores públicos de confianza sujetos 

del articulo 123 constitucional y, 

sujetos a la Ley Federal del Trabajo, la 

ejecución de la re~olución que se emita en los procedimientos 

disciplinarios, particularmente tratándose de sanciones de 

destitución e inhabilitación, la propia resolución para que 

tenga efectos de rescisi6n de la relaci6n de trabajo sin la 

responsabilidad para la entidad para.estatal en su carácter de 

patrón, tendrá que fundarse en el articulo 185 de la 

Ley Federal del Trabajo en cita. 

" El patr6n podrá rescindir la relación ae trabafo si 

existe un motivo razonable de pérdida de la confianza aún 

cuando no coincida con las causas justificadas de rescisi6n 

a que se refiere el art!culo 47 ". 

En cuanto a los servidores públicos de base, 

la instrumentación del procedimiento administrativo es en 

(95) Guia para la aplicación de responsabilidades. Op. Cit. 
p. 41-42. 



135 

todo momento salvaguarda de sus derechos laborales, pues la 

resoluci6n que recae al final del procedimiento, ni mensocaba 

el ejercicio de los derechos laborales de dichos servidores 

pO.blicos, ya que no se les priva de éstos, sino que 

constituye el inicio para demandar ante los Tribunales 

del Trabajo que corres panda, al cese o destitución del 

servidor público responsable, apegándose a las leyes de 

la rna ter ia. 

Si bien se puede sostener qu~ 11 tanto la Legislación 

Laboral como la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos con relación a ellas, que existen grandes 

e importantes diferencias en cuanto a consecuencias jurídicas 

_que una y otra generan n (96). 

Asi, vemos que el cese o destituci6n resuelto por el 

Tribunal Federal de Conciliaci6n y Arbitraje o por las Juntas 

Federal o !,,ocal de Conciliaci6n si no fue prevenido por el 

procedimiento administrativo, dicha resoluci6n tiene el 

car&cter meramente rescisorio de una relaci6n contractual, 

es decir, de la relaci6n laboral entre el Estaco y 

el servidor público, sin que sea inscrita en el Registro de 

Servidores Públicos Sancionados e Inhabilitados. En cambio, 

el cese o destitución que sea dictado por la Secretaria de la 

Contraloría General de la Federación o por las Contralorías 

Internas de las dependencias, en contra de servidores públicos 

de confianza o por los tribunales laborales en contra de 

servidores públicos de base, cuando su excitaci6n se deCi6 a 

la previa substanciaci6n del procedimiento administrati\·o, no 

constituye una mera rescisión de la relación contractual 

laboral, sino una auténtica imposición de sanciones, por lo 

(96) Guía para la aplicación de responsabilidades. Op. Cit. 
p. 43. 
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que sí serán inscritas en el Registro de Servidores Públicos 

Sancionados e Inhabilitados. Si se trata de un procedimiento 

administrativo en contra de servidores públicos de confianza, 

salvo en caso de los .sujetos del apart3do A del artículo 123 

constitucional de la Ley Federal del Trabajo, dicho 

procedimiento será substanciado en fiCde administrativa es 

decir, las contralorías internas podrán substanciar los 

procedimientos resp~ctivos y aplicar las ~unciones que 

correspondan, por acuerdo del superior jer5rquico, conforme 

a lo dispuesto en el artículo 64 de la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

La salvedad que se indica respecto a los servidores 

públicos de confianza bajo el régimen laboral citado, 

podrá substanciarse también en sede administrativa bajo el 

mismo procedi~iento, si la resoluci6n que se emite sanciona 

con suspensi6n o destituci6n. Dich:!. resoluci6n servirá de 

base para rescindir la relaci6n de trabajo, sin 

responsabilidad para el patr6n y tendr~ que fundarse ~n los 

términos y bajo los supuestos que regula el artículo 

185 de la Ley Federal del Trabajo. 
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3.IJ.2.- PROCEDIMIENTO SANCIONADOR 

Fases 

procedimiento 

preparatorias para la instauraci6n del 

El procedimiento administrativo para la determinaci6n 

de responsabilidad se encuentra contenido en el articulo 

64 de la Ley Federal de Responsabilidades, pero antes de 

iniciar su análisis es necesario observar la fases anteriores 

o preparatorias al inicio de la ref~rlda instrucci6n, tales 

como l~s de : recepci6n, admisión y tramitaci6n, sin las 

cuales no sería posible iniciar procedimiento alguno. 

C;ibe se~alar que por naturaleza de estas fases, su 

regulaci6n no es explícita en la ley, 

de estas están implícitas, pero cuyo 

sino que algunas 

desarrollo, de 

acuerdo can una secuencia lógica, es imprescindible. 

RECEPCION.- Las encargadas de esta fase con las 

de las oficinas de quejas y denuncias, dependientes 

Contralorias Internas de las dependencias o entidades, 

para facilitar que los interesados puedan presentar sus 

promociones. 

El fundamento legal de las oficinas de quejas y 

denuncias, se encuentra establecido en el articulo 49 de 

la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos, que dispone 

n Artículo 49.- En las dependencias y entidades <le 

la Administración Pública se establecerán unidades 

especificas, a las que el público tenga fácil acceso, 

para que 

denuncias 

cualquier ·interesado pueda 

por incumplir.liento de las 

presentar quejas y 

obligaciones de los 

servidores públicos, con las que se iniciará, en su caso, el 

procedimiento disciplinario correspondiente". 
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11 La propia St.?crctaría do la Contraloría General 

de la Federación tendrá una unidad de contralori.a. Los 

contralores internos de cada dependencia o entidad serán 

designados por el titular de la misma, 'i por lo que 

se refiere al Contralor de la Secretaria de la 

Contralor!a General de la Federación su designación se 

har~ directamente por el Presidente de la República " {97). 

u Las contralorías internas sólo se establecen en las 

dependencias, ya que la ley no las prevé para los 

organismos descentr~lizados o empresas de participación 

estatal mayoritaria, pues tratándose de dichas entidades 

actuará la contraloria interna de la dependencia en la 

que estén coordinados sectorialm.ente " { 98}. 

Cualquier persona que tenga conocimiento de 

írregularidades en el servicio público o de infracciones u 

la ley, puede presentar quejas o denuncias ante lu 

oficina correspondiente, o bien, cualquier servidor público que 

tenga conocimiento de irregularidades en el servicio público o 

de faltas atlniinistrativas imputables a servidores públicos 

sujetos a ::;u direcci6n o su jefe inmediato 

o mediato o a sus compañeros de trabajo~ Cuando una 

persona se presente en la unidad específica denominada 

" Oficina de Quejas y Denuncias 11 el personal encargado 

de atender al pública, la proporcionará el formato de 
11 presentación de quejas y denuncias 11

1 dichas promociones 

contendrán : nombre y domicilio y unidad de adscripci6n del 

quejoso, una breve relatoría de los hechos que pudiesen 

implicar responsabilidad; y, de ser posible, los elementos de 

prueba necesarios. 

[97) Harndan Amad Fauzi. Op. Cit. p. 249 
(981 José Luis Sobcranes l'ernández. Op. Cit. p. 136. 
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Las qu~jas o denuncias en contra de servidores 

públicos de la contraloría intQr9a, se deberán presentar ante 

la Secretaria de la Contraloría General de la Federación; las 

que se presentan en contra de servidores públicos de las 

entidades de la Administración Pública Federal, se podr:ín 

entregar en sus contralorias internas o bien, ante las de la 

dependencia coordinadora de sector y las qua se presentan en 

contra d·~ los servidores públicos de la Secretaría de la 

Contraloría, ante la contraloria interna de esta dependencia. 

ADMISION. - En esta fase se procede a integrar la 

información contenida en la queJa o denuncia, se 

deben diferenciar aquellas promociones cuyo conocimiento 

no sea de lo competencia de las cantralorías internas, en 

este caso se informará al interesado unte cuales autoridades 

debe acudir para presentar su promoción, o bien, ~n caso 

de que sea competencia de la contraloría interna, se admitirá 

la queja o denuncia para que pueda iniciar el trámite que h~ 

corresponda, deberá recaer un auto de radicación o bien un 

acuerdo de incompetencia, según sea el caso. 

Una de las garantías que establece la Ley Federal de 

Responsabilidades de los servidores públicos, es que se 

otorguen todas las salvaguardas legales a los quejosos o 

denunciantes con, la prohibición expresa d las autoridades de 

que no inhiban a los quejosos o denunciantes. Al resepcto 

la Ley dice ~ 

" Articulo 50~- La secrct.:irL1, el superior Jerárquico 

y todos los servidores públicos tienen la obliguci6n de 

respetar y hacer respetar el derecho a la formulación de las 

quejas y denuncias y de evitar que con motivo de .éstas se 

causen molestias indebid~s al quejoso. 

Incurre en responsabilidad el servidor público que por 



sí o por 

inhiba al 

de quejas 
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interp6sita persona, utilizando cualquier medio, 

quejoso para evitar la formulación o presentación 

y denuncias, o que con motivo de ello realice 

cualquier conducta injusta y debida que lesione los intereses 

de quienes L:is formulen o prescntl.!n ". 

A etecto de impedir promociones infundadas o 

temerarias, se adoptan criterios como : el de no admitir 

aquellas denuncias que no contengan los elementos y datos que 

requiere el formato y rechazar aquellas que sean an6nimas, 

salvo que la promoción rE>~ul ':e interesante por la riqueza del 

material probatorio acompañado, lo que podría originar, 

juicio de la contralorfa interna, una investigación oficiosa; 

también cuando la promoción sea notoriamente 

trivial o improcedente, SP archivará de pl~no. 

infundada, 

TRAMITACION.- Las quej.:is y denuncias recibidas en las 

dependcnci:1s, se integrarán en expedicnt~s que de inm~diato se 

turnarán al titular de la contraloría interna, a fin de 

iniciar el procedimiento de investigación que corresponda, de 

acuerdo con la naturaleza de los hechos consignados en los 

mismos. Cuando las quejas o denunci.J.s sean en contra de 

servidores públicos de las entidades coordinadas, el 

contralor interno de la dependencia turnará copia al órgano 

de control interno de éstas, para. que proc:~da a desarrollar 

el procedimiento de investigación. 

Tratándose de quejas o dcnunci.J.s en contra de 

contralores internos de las dependencias o entidades de 

la Administración PGblica, éstas se envían a la Secretaría de 

la Contraloría General d~ la Fcdcr.:ición paru su atención. Al 

respecto, el artículo 58 de la Ley de Respon.subilidades 

establece : 

" Artículo 58.- La secretaría aplicará las sanciones 
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correspondientes a los contralores internos cuando éstos 

incurran en actos u omisiones que impliquen responsabilidad 

administrativa 11
• 

Procedimiento de Determinación ele Responsabilidades 

Existe un procedimiento básico establecido en el 

artículo 

común a 

64 de la Ley Federal de Responsabilidades, 

la Secretaria de la Contraloria General 

que es 

<le la 

Federación y a las contralor1as int~rnas, para investigar, 

determinar responsabilidades y sancionar, en su caso a los 

servidores públicos que hayan incurrido en una causa de 

responnabilidad administrativa. 

Prin1eramentc, hacii?ndole saber la quejll o denuncia, se 

citará al presunto responsable a una audiencia de pruebas 

alegatos, la cual se llevará a cabo durante los y 

los 15 días hábiles siguientes. A ella asistirán el 

servidor público o su 
o entidad 

defensor 

que para 

y un representante de la 

lal efecto se designe. depe11dencia 

Se pueden señalar nuevas audiencias, si no se hubieran 

podido desahogar todas las cuestiones en esa primera. 

Durante la fase de investigación, se procederá 31 

levan tanlien to de actas administrativas en contra de los 

servidores públicos, con motivo de las faltas imputables 

éstos. Para que lo manifestado en dichas actas tengan valor 

probatorio, deberán ser ratificadas ror quienes inter\·engan 

en ellas ante la autoridad responsable ya qu-2 :..:i.lcs 

documentos se consideran como prueba tcstinoniJl escrita. 

" De todo lo actuado se levantará acta 'i se tomará 

raz6n en los libros de registro co~respondientes que son 

dos: uno de procedimiento5 y otro de sanciones, uno de 

estos últimos ser5 por inhabilitaciones (la Secretaría de la 

Contruloría podrá expedir certificados de no existencia de 
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registro de inhabilitación) 11 {99). 

Al concluir la audiencia o dentro de los tres 

dí.as h§.biles siguientes, la Secretaría de la Contraloría 

o las Contralorías Internas, resolverán sobre la existencia 

de responsabilidad administrativa, notificando la resolución 

dentro de las veinticuatro hor<is siguientes al interesado, a 

su jefe inmediato, al rcpresentnate designado por la 

dependencia y al superior jerárquico. Si en la audiencia se 

encontrara 

resolver 

que no se cuenta con elementos necesarios para 

o se advierten elementos que imputen nueva 

responsabilidad administrativa a cargo del presupuesto 

se podr5 disponer de la responsable 

pr~ctica de 

audiencias. 

o de otras personas, 

invc~tigaciones y citar para otra u otras 

En la resolución se expresarán los razonamientos con 

base en los cuales se llegó a la conclusión, expresando los 

preceptos 

adecuación 

legales en que se apoya el acto, debiendo existir 

entre el motivo y el fundamento expresado. 

La resolución por la cual se absuelve o sanciona a un 

servidor pGblico una vez concluido el procedimiento 

respectivo, se notificará. 

En 

suspender 

cualquier momento 

temporalmente al 

del procedimiento, se puede 

servidor público presunto 

responsable de su cargo, empleo o comisión. La suspensión 

temporal no prejuzga sobre la responsabilidad que se impute. 

La suspensi6n cesará cuando así lo resuelva la 

autoridad competente, independientemente de la iniciación, 

continuaci6n o conclusión del procedimiento administrativo. 

(99) José Luis Sobcrancs· Fernández. Op. Cit. p. 139. 
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Si los servidores públicos suspentliUos temporalmente no 

resultan responsables de la falta que se les imputa, serán 

restituidos en el goce de sus derechos y se les cubrirán las 

percepciones que debieron percibir durante el tiempo en que 

se hayaron suspendidos. 

Tratándose de servidores públicos cuyo nombramiento 

incwnba al titular del Poder Ejecutivo, se requerirá para 

dicha auspcnsi6n de la autorizaci6n de éste, así como del 

organismo 

tan te la 

legislativo que lo ratificQ, si 

Secretaría de la Contraloría 

fuere el 

General 

caso, 

de la 

Federación como las Contralorías Internas en los ámbitos 

de sus respectivas competencias, podrán 

sancionar al infractor por una sola vez, 

con lo dispuesto por el artículo 63 de 

de Responsabilidades, que a la letra dice 

abstenerse de 

de conformidad 

la Ley Federal 

Articulo 63.- La dependencia y la secretaría, en los 

fünbitos de sus respectivas competencias, podrán abstenerse de 

sancionar al infractor, por una sola vez cuando lo 

estime pertinente, justificando la causa de la abstenci6n, 

siempre que se trate de hechos que no revistan gravedad 

ni constituyan delito, cuando lo ameriten los antecedentes y 

circunstancias del infractor y el daño causado por éste, 

no exceda de cien veces el salario mínimo 

el Distrito Federal 

vigente en 
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3. 5 MED JOS DE DEFENSA EN CONTRA DE LA APLI CAC ION DE 
SANCIONES ADMINISTRATIVAS. 

En relación al punto en comento, es conveniente partir 

de la base de que la responsabilidad administrativa debe 

exigirse a todos y cada uno de los servidores públicos que 

por actos u omisiones, incumplan las obliqaciones inherentes 

al desemp~ño de su cargo o comisión, mediante 

un procedimiento legal~ 

Ahora bien, aquellas resoluciones administrativas que 

concluyan con la procedencia de la aplicación de sanciones 

disciplinnrias o ccon5micas al s.ervidor ptiblico pueden ser 

impugnadas por este último, como se desprende del contenido 

del art!culo 70 de ld Ley Federal de Responsabilidades de 

los Servidores Públicos mismo que conlleva la facultad que 

detentan los servidores públicos sanci~nados, para impugnar 

resoluciones 

Federación, 

administrativas ante el Tribunal Fiscal de la 

añadiendo además que las resoluciones 

anulatorias que tengan el car5.cter de firmes dictadas por el 

tribunal traerán como consecuencia que las Dependencias o 

Entidades en donde el servidor pGblico preste o haya 

prestado sus servicios lo restituya en el goce de sus 

derechos de que hubiera sido privado por la ejecución de las 

sanciones anuladas sin perjuicio de lo establecido en otras 

leyes. 

Antes de pr~cisar lo relativo a los mediar; de defensa o 

de impugnación contra resoluciones administrativas es 

necesario dejar asentado que estas, pueden ser de dos 

clases, desde el punto de vista de la autorid,1d que 

las suscribe: a) Las resolut:iones emitidas por la autoridad 

jerárquicamente superior, a trJvés de las Contralorías 

Internas de las ependencias y b) Las dictadas por la 

Secretaria de la contraloría General de la Federación. 
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En el primer caso para impugnarlas; el servidor p6blico 

cuenta con un recurso administrativo denominado de 

revocaci6n, el cual tiene que agotar necesariamente ante el 

superior jer&rquico, en término de 15 d1as siguientes a la 

fecha en que surta efectos la notificaci6n de la resoluci6n 

recurrida. 

Por lo que respecta al recurso de revocación este debe 

presentarse mediante un escrito que .contenga: 

a) Documentos que acrediten fehacientemente 

personalidad del recurrente o del rep·resentnate legal. 

b) Domicilio 

de notificaciones. 

para air y recibir toda 

la 

clase 

e) El destinatario que podrá ser según sea el caso las 

Contralor1as Internas de cada dependencia o bien 

la Secretaria de la Contraloría General de la Federaci6n. 

d) Expresi6n de la autoridad en donde se haya generado 

el acto impugnado. 

e) El documento donde obre la resoluci6n impugnaQa. 

f) Los agravios producidos por la resoluci6n impugnada, 

anexando copia de la misma; si se omite el 

requisito anterior, la autoridad podrá prevenir al 

recurrente para que la presente, apercibiéndolo de desechar 

el persiste en ello. En el caso de que el servidor 

público manifieste estar en impo9ibilidad para cu.aplir lo 

solicitado, la autoridad que conozca del recurso realizara 

las gestiones necesarias para obtenerla directamente. 

g) Las pruebas que presente el recurrente deben 
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g) Las pruebas que presente el recurrente deben 
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de guardar relaci6n con cada uno de los hechos de lo 

contrario se desechar§. el recurso, (articulo 71 ·facci6n II 

de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servicios 

Públicos). 

h) Constancia de la notificación del acto impugnado con 

copias certificadas notariales o en los casos que se · haya 

hecho por correo. 

Respecto a su tramitación el artículo 71 de la Ley 

Federal de Responsabilidades de los Serviclos PG.blicos marca 

los lineamientos a seguir: La misma autoridad acordará 

sobre la admisi6n del recurso y de las pruebas ofrecidas 

desechando de plano las que no fueran idóneas por desvirtuar 

hechos en que se basa la resoluci6n. 

Desahogadas las pruebas, se emitirá resolución dentro 

de los 30 díao h§.biles siguientes a la notificación 

al interesado en un plazo no mayo~ a 7~ horas. 

Existe regla general que señala que el hecho de 

interponer el recurso no suspende 

reclamado, sin embargo el numeral 72 

Responsabilidades de los Servicios 

la ejecuci6n del acto 

de la Ley Federal de 

Públicos dice que se 

suspenderá la ejecución del acto reclamado cuando: 

I. Tratándose de sanciones económicas, si el pago de 

estas se garantiza en los términos que prevenga el 

. Código Fiscal de la Federaci6n; y 

II. Trat~ndose de otras sanciones, se conceder5 la 

suspensión si concurren los siguientes requisitos: 

a} Que se admita el recurso; 

b) Que la ejecuci6n de la resoluci6n recurridá 
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produzca daños o perjuicios de imposiUle reparación 

en contrD del recurrente¡ y 

e) Que la suspensión no traiga como consecuencia 

la consumación o continuaci5n u omisiones que impliquen 

perjuicios al interés social o al servidDr público. 

La resolución que recaiga al recurso de revocación 

podrá ser impugnada ante el Tribunal Fiscal de la federación. 

NÓ obstante, la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos no determina más al respecto. 

Por lo qne toca a la segundas en cita, el recurso de 

revocaci6n es optativo, toda vez que el servidor público 

puede ir directamente ante el Tribunal Fiscal de la 

Federación y contra esa resoluci6n queda recurrir al juicio 

de amparo medio de control jurisdiccional para los_ actos que 

emanan de autoridad administrativas. (articulo 73 de la Le~t 

Federal de Responsabilidades da los Servidores Públicos en 

relaci6n con el artículo 120 del Código Fiscal de lo 

Federación), 

La multicitada ley en su artículo 7S determina los 

casos que opera la prescripción de la facultad para imponer 

penas disciplinarias o económicas, por parte de la Autoridad 

~uPerior o de la Secretaría de la Contraloría General de la 

Federación, así prescriben en un año si el beneficio 

obtenido o el daño causado no exceden del importe de 10 

veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, 

y en los demás casos prescriben en tres años. 

Aunque propiam~nte no es parte del desarrollo del tema 

lo que establece el artículo 74 de la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Público5 que dispone que 

las resoluciones absolutorias (propiamente de anulaci6n) que 
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dicte el Tribunal Fiscal de la Federación podrán 

de 

ser 

cada impugnadas por las Contralorías Internas 

dependencia o por la Secretaría de la Contraloría General 

de la Feñeración, esta legislación no precisa más al respecto: 

pero el artículo 26 de la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de 

la Federaci6n establece que cuando una ley otorgue 

competencia 

procedimiento 

que disponga 

este último 

se trarni tará 

Ordenamiento. 

al Tribunal Fiscal de la Federación sin señalar 

a los alcances de la sentencia, se estará a lo 

el Código Fiscal de la Federación y 

contempla el recurso de revisión mismo que 

con fundamento en el artículo 248 de dicho 



COHSIDERACIOHES FINALES 

Nuestra actual Ley Federal de Responsabilidades de 

los Servidores Públicos a partir de la reforma al Título 

Cuaxto de la Conotitución Federal, se cambia el nombre de 

•tunciona~io público• por el de •servidor pG.blico•, con el 

prop6sito de inculcar el esp1ritu de servicio a sus 

trabajadores, todo ello en atenci6n a los principios de 

legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que 

JDarca el artículo 113 constitucional. 

La responsabilidad administrativa tiene por objeto 

sancionar las conductas de los servidores públicos que de 

alquna forma afectan o lesionan los valores fundamentales de 

legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficienci"a que 

deben observar en el desempeño de sus empleos, cargos o 

comisiones y que est~ plasmadoa en la Constituci6n. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 113 

constitucional, corresponde a la ley secundaria determinar 

quienes pueden ser responsables administrativamente, 

infracciones 6rganos competentes para aplicarlas y el 

procedimiento que tiene que seguirse, por lo tanto, podemos 

concluir que es la primera vez con las reformas al Título 

Cuarto de nuestra carta Magna de 1982, se elev6 a rango 

constitucional la responsabilidad administrativa, la cual no 

estaba prevista especificamente en las Constituciones 

de 1812, 1824, 1836, 1843, 1857 y 1917 hasta la reforma 

mencionada. 

La Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

P\'iblicos del 30 de Diciembre de 1982 y que entró en vigor a 

partir del 1° de Enero de 1983, tiene su justificación en la 

exposici6n de motivos y una de sus finalidades es que supera 

o subsana una deficiencia que tenia nuestra legislación, es 



decir, la falta de un sistema que regule la responsabilidad 

administrativa. 

La relaci6n laboral entre los servidores públicos y 

la Administraci6n Pública Centralizada, se determina por el 

nombramiento, mientras que los empleados públicos de las 

entidades paraestatales con la administraci6n est& regulado 

por el contrato de trabajo. De acuerdo con el artículo 110 

la 

y 

Constitución, son servidores públicos los 

Diputados al Congreso de la Unión,_ los Ministros 

Senadores 

de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Secretarios de 

Despacho, los Jefes de Departamento Administrativo, el 

Procurador General de la República, el Procurador General 

de Justicia del Distrito Federal, los Magistrados de Circuito 

y Jueces de Distrito, sociedades y asociaciones asimiladas a 

~stas y fideicomisos públicos. 

La relación jer~rquica es el orden y grado que 

guardan entre si los distintos 6rganos de la Administraci6n 

Pública, cuya finalidad es mantener el control, la unidad y 

armonta dentro de la misma. 

Los 6rganos que integran la administraci6n pública 

se encuentran investidos del poder sancionador el cual tiene 

una doble faceta: a) Correctivas; por virtud de la cual se 

les faculta castigar a los ciudadanos-administrados por actos 

de estos contrarios a lo ordenado por las leyes 

administrativas, acorde con lo dispuesto por la segunda parte 

del primer p~rrafo del artículo 21 constitucional. 

b) Disciplinarias; aplicables 

servidores públicos que en 

únicamente en contra de los 

ejercicio de sus funciones 

o cargos, ya sea por acción u omisión de sus conductas 

contravengan el 

Responsabilidades 

artículo 

de los 

47 de 

Servidores 

con los artículos 109, fracción 

la Ley Federal de 

Públicos en relación 

111 y 113 de nuestra 



Carta Fundamental. 

Cabe destacar que queda a criterio de la autoridad 

la Oetcrminaci5n en cada caso de la valorizaci6n de las 

siete fracciones del artículo 54 de la Ley invocada, es 

decir, puede variar subjetivamente cada uno de los elementos 

ahí consignados toda vez que el dispositivo de referencia no 

especifica qué debe de entenderse por gravedad de la 

responsabilidad, ni tampoco establece grados o niveles 

de gravedad, es por lo que se .sugiere que en la ley 

se deba precisar los elementos que determinen dicha gravedad, 

ya que existe una laguna, al no sentarse un criterio. 

Las garantías de audiencia y legalidad se encuentran 

ampliamente respetadas en el control y procedimiento 

disciplinario, además de que en los invocados y analizados 

54, 64 y 66 de la ley en comento as1 lo contemplan, 

al permitir al servidor pGblico inculpado presentar 

pruebas y ser 'escuchar para 

procedimiento con apego a derecho. 

su defensa y tener un 

Podemos afirmar que la Secretaria de la Contraloría 

General de la Federación y las Contralorías Internas de las 

dependencias son los sustentos de la existencia del sistema 

de control disciplinario por ser eficientes y modernos toda 

vez que orientan a prevenir el dispendio y la deshonestidad 

por lo tanto, promueven la racionalidad e inducen que el 

manejo de los recursos se lleven con transparencia y 

efectividad. 

En resumen, al elevar a rango constitucional la 

responsabilidad administrativa tiene como finalidad otorgar a 

la administración pQblica federal un aparato legal efectivo 

como un medio más loable de que los servidores pGblicos 

ajusten su actuación a los valores fundamentales que 

establece nuestra Carta Magna. 
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